PAGE  
35

REPÚBLICA DE CHILE


[image: image1.png]



DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 363ª
Sesión 19ª, en martes 19 de mayo de 2015
Especial
(De 15:40 a 16:4)

PRESIDENCIA DE SEÑORES PATRICIO WALKER PRIETO, PRESIDENTE,

Y ALEJANDRO NAVARRO BRAIN, VICEPRESIDENTE

SECRETARIO, EL SEÑOR MARIO LABBÉ ARANEDA, TITULAR
____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA.........................................................................................................


II.
APERTURA DE LA SESIÓN...............................................................................


III.
TRAMITACIÓN DE ACTAS..........................................................................….

IV.
CUENTA...............................................................................................................

V.
ORDEN DEL DÍA:

Nombramiento de señor Juan Nolberto Escobar Zepeda como Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema (S 1.806-05) (se aprueba)………………………….
A n e x o s

DOCUMENTOS:
1.- 
Segundo informe de las Comisiones de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Universidad Estatal de la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins y la Universidad Estatal de la Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo (9.405-04)…………………………………………………………………………….
2.- 
Informe de la Comisión Especial Encargada de Conocer Proyectos Relativos a Probidad y Transparencia recaído en el proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, para limitar la reelección de las autoridades que indica (4.115-07, 4.499-07, 8.221-07, 7.888-07, 4.701-07 y 4.891-07, refundidos)…………………………………………….
3.- 
Informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor (9.094-12)…………………………………………………………………….
4.- 
Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza para erigir un monumento a la ex Diputada señora Gladys Marín Millie (7.523-24)…………………………………………………………………….

5.- 
Informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza para erigir en la comuna de Santiago un monumento en memoria del ex-ministro, abogado y defensor de los derechos humanos señor Jaime Castillo Velasco (9.099-24)………………………………………………

6.- 
Informe de la Comisión de Salud recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario para regular la eutanasia (9.602-11 y 4.271-11, refundidos)…………………………………
7.- 
Moción de los Senadores señores García-Huidobro, Guillier, Letelier, Pizarro y Prokurica con la que inician un proyecto de ley que establece el 22 de abril de cada año como día de las caletoninas y los caletoninos (10.056-08)…………………………………………………………………...

VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, la Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco Suárez. Asimismo, se encontraba presente el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Álvaro Pavez.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 15:40, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Las actas de las sesiones 15ª y 16ª, ordinarias, en 12 y 13 de mayo de 2015, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Doce de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los dos primeros retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para la tramitación de las iniciativas que se especifican a continuación:



1.- Proyecto de ley que crea la Universidad Estatal de la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins y la Universidad Estatal de la Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo (boletín N° 9.405-04).



2.- Proyecto de ley que crea un Sistema de Protección Financiera para Tratamientos de Alto Costo y rinde homenaje póstumo a don Luis Ricarte Soto Gallegos (boletín Nº 9.851-11).



Con los nueve siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto que modifica la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, con el objeto de regular el cobro del servicio de parquímetros y estacionamientos en los lugares que indica (boletín N° 9.729-03).



2.- Proyecto de ley que crea quince centros de formación técnica estatales (boletín Nº 9.766-04).


3.- Proyecto de reforma constitucional que limita la reelección de las autoridades que indica (boletines Nos. 4.115-07, 4.499-07, 8.221-07, 7.888-07, 4.701-07 y 4.891-07, refundidos).



4.- Proyecto de ley que fortalece el Ministerio Público (boletín Nº 8.265-07).



5.- Proyecto de ley que regula entrevistas grabadas en vídeo y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales (boletín N° 9.245-07).



6.- Proyecto de reforma constitucional que crea el cargo de Fiscal Especial de Alta Complejidad en el Ministerio Público (boletín N° 9.608-07).



7- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos relativo al establecimiento de una oficina regional para América del Sur en Chile y el Acuerdo Interpretativo referido a la aplicación del Artículo VI de este” (boletín N° 9.897-10).



8.- Proyecto de ley que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor (boletín N° 9.094-12).


9.- Proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones con el objeto de regular la instalación de centros comerciales y supermercados en áreas urbanas (boletín N° 9.296-14).



Con el último retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para la tramitación del proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio entre la República de Chile y la República de Austria para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal con relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio, y su Protocolo, suscritos en Santiago el 6 de diciembre de 2012” (boletín N° 9.949-10).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite copia de resoluciones dictadas en sendos requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de los incisos primero y segundo del artículo 67 de la Ley General de Servicios Eléctricos. 



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



De la señora Ministra de Salud:



Responde solicitud de información, expedida en nombre de los Senadores señor Navarro; señoras Goic, Muñoz y Van Rysselberghe y señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Quinteros y Patricio Walker, relativa a la incorporación de profesionales de la carrera de Tecnología Médica en los servicios de atención primaria de urgencia de alta resolución.



Contesta consulta, efectuada en nombre del Senador señor De Urresti, relativa al financiamiento del tratamiento de la menor Gabriela Millaray Leal Yilorm, de Valdivia, quien, aquejada de la afección denominada “nevo flameus”, debe someterse a laserterapia, prestación que solo se otorga en Santiago.


Atiende solicitud de antecedentes, remitida en nombre del Senador señor Prokurica, referente a la disposición de una investigación que determine responsabilidades médicas o administrativas en el fallecimiento de don Jorge Salinas López.



Da respuesta a solicitud de información, cursada en nombre de los Senadores señor Quinteros, señora Goic y señores De Urresti, Girardi y Moreira, relativa a la factibilidad de un tratamiento presupuestario especial para la red de asistencia pública de salud en la provincia de Chiloé debido a las condiciones de mayor vulnerabilidad del bienestar biopsicosocial de su población.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:


Responde solicitud de información, expedida en nombre del Senador señor Espina, relativa a la adopción de las medidas necesarias para reparar la calle Julio Sepúlveda, en el sector Las Totoras, de la comuna de Angol.


Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo:



Atiende solicitud de antecedentes, remitida en nombre del Senador señor Harboe, respecto de la posibilidad de que en los proyectos de construcción, mantención o reposición de plazas con juegos infantiles financiados con recursos del Programa de Mejoramiento Urbano y Equipamiento Comunal u otros fondos de inversión regional se contemplen juegos inclusivos para niños con discapacidad física y accesos para personas con capacidades diferentes.


Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad (T y P):



Remite el documento “Estudio laboral de personas en situación de discapacidad en el Estado de Chile”. 


Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud del Biobío:



Contesta solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor Navarro, respecto del cierre por malos olores de la empresa Fiordo Austral, ubicada en Parque Escuadrón, comuna de Coronel.


Del señor Director Regional del Servicio de Evaluación Ambiental del Biobío:



Complementa respuesta a solicitud de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor Navarro, respecto de los ejecutores, la metodología y los resultados de la consulta indígena realizada a raíz de la ampliación de la planta Horcones, de Arauco.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Segundo informe de las Comisiones de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Universidad Estatal de la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins y la Universidad Estatal de la Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo (boletín N° 9.405-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 1).



De la Comisión Especial Encargada de Conocer Proyectos Relativos a Probidad y Transparencia, recaído en el proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, que limita la reelección de las autoridades que indica (boletines Nos. 4.115-07, 4.499-07, 8.221-07, 7.888-07, 4.701-07 y 4.891-07, refundidos) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).



De la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor (boletín N° 9.094-12) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).



Dos de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaídos en los siguientes proyectos de ley, en segundo trámite constitucional:



1.- El que autoriza para erigir un monumento a la ex Diputada señora Gladys Marín Millie (boletín Nº 7.523-24) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 4).



2.- El que autoriza la erección de un monumento en la comuna de Santiago en memoria del exministro, abogado y defensor de los derechos humanos señor Jaime Castillo Velasco (boletín Nº 9.099-24) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 5).



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario para regular la eutanasia (boletines Nos 9.602-11 y 4.271-11, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señores García-Huidobro, Guillier, Letelier, Pizarro y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que establece el 22 de abril de cada año como día de los caletoninos y caletoninas (boletín N° 10.056-08) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa a la Comisión de Minería y Energía.

Solicitudes de permiso constitucional


Del Senador señor García-Huidobro, para ausentarse del país a contar del 21 del mes en curso.



Del Senador señor Patricio Walker, para ausentarse del territorio nacional a contar del 2 del mes próximo.



--Se accede a lo solicitado.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de entrar al Orden del Día de esta sesión especial, solicito autorización para que ingrese a la Sala el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Álvaro Pavez.



--Se accede.
)------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, solicito ampliación del plazo para presentar indicaciones, hasta el 1° de junio, al proyecto de ley que establece la prohibición y sustitución progresiva de las bolsas de polietileno, polipropileno y otros polímeros artificiales no biodegradables en la Patagonia chilena.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo en tal sentido?



Acordado.

)------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en la Cuenta de hoy, al igual que en una anterior, se hace referencia a once proyectos que vienen con cierto grado de urgencia.



Yo recuerdo que, en otros momentos, quienes se hallaban en las bancas de enfrente reclamaban por el frenesí legislativo. ¡Casi estoy echando de menos al Ministro Larroulet, cuestión que nunca esperé para los efectos que señalo, pues en lo humano soy muy amigo de él…!



Entonces, pido que me hagan llegar un informe relacionado con el número de urgencias presentadas en el último año.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Así se hará, señor Senador.



Al respecto, debo señalar que, efectivamente, en las reuniones de coordinación sostenidas con el Ejecutivo hemos hecho presente lo tocante al frenesí legislativo, y existe la voluntad para racionalizar las urgencias. Porque la verdad es que esta ha sido una materia planteada de manera transversal.



Sin perjuicio de ello, debo informarle a Su Señoría que la gran mayoría de las “discusiones inmediatas” se están cumpliendo en función de los compromisos que se contrajeron. Pero, naturalmente, se trata de una inquietud que todos compartimos.
V. ORDEN DEL DÍA
DESIGNACIÓN DE SEÑOR JUAN ESCOBAR ZEPEDA COMO FISCAL JUDICIAL DE LA CORTE SUPREMA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La presente sesión tiene por objeto ocuparse en el oficio mediante el cual Su Excelencia la Presidenta de la República solicita el acuerdo del Senado para designar Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema a don Juan Nolberto Escobar Zepeda, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1.806-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 11ª, en 21 de abril de 2015.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 15ª, en 12 de mayo de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión recibió en audiencia al señor Escobar en sesión a la que también asistió el entonces Ministro de Justicia.



Ese órgano técnico deja constancia, por la unanimidad de sus miembros (Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín), de que la proposición presidencial cumple con los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por nuestro ordenamiento jurídico.



Cabe consignar que el acuerdo de esta Corporación requiere dos tercios de sus integrantes en ejercicio, esto es, 25 votos a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión la propuesta del Ejecutivo.



¿Les parece a Sus Señorías abrir la votación?



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, corresponde que la Sala del Senado se pronuncie acerca de la proposición que ha formulado Su Excelencia la Presidenta de la República para nombrar en el cargo de Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema al Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago señor Juan Escobar Zepeda. Ese cargo se encuentra vacante luego de la renuncia voluntaria de la señora Mónica Maldonado.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recibió en audiencia al Ministro señor Escobar y consideró detalladamente sus antecedentes profesionales y académicos, así como las funciones que le corresponde ejercer al Fiscal Judicial del Máximo Tribunal de nuestro país.



Con relación a este último aspecto, cabe recordar que, de conformidad al Código Orgánico de Tribunales, la Fiscalía Judicial es un servicio encabezado por el Fiscal Judicial de la Corte Suprema.



A ella le corresponden las tareas de vigilar la conducta funcionaria de los ministros o fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones y de los demás tribunales y empleados del orden judicial, exceptuados los miembros de la Corte Suprema. 



Conforme a lo anterior, debe dar cuenta al Máximo Tribunal de las faltas o abusos o incorrecciones que notare, a fin de que la referida Corte, si lo estima procedente, haga uso de las facultades correccionales, disciplinarias y económicas que la Constitución y las leyes le confieren.



Asimismo, le cabe transmitir y hacer cumplir al fiscal judicial que corresponda los requerimientos que el Presidente de la República tenga a bien hacer con respecto a la conducta ministerial de los jueces y demás empleados del Poder Judicial, para que reclame las medidas disciplinarias que correspondan, del tribunal competente, o para que, si hubiere mérito bastante, entable la correspondiente acusación.



Igualmente, el mencionado Código prescribe que la Fiscalía debe ser oída antes de que se adopte una resolución que diga relación con las contiendas de competencia entre tribunales que ejerzan jurisdicción de diferente clase; en los juicios sobre responsabilidad civil de los jueces; en los juicios sobre estado civil de alguna persona; en los negocios que afecten los bienes de las corporaciones o fundaciones de derecho público, siempre que el interés de ellas conste del proceso, y, en general, en todo negocio respecto del cual las leyes prescriban expresamente la audiencia o intervención del Ministerio Público.



Durante su exposición, el Ministro señor Escobar hizo presente que el Fiscal Judicial de la Corte Suprema puede integrar una sala del Máximo Tribunal en caso de inhabilidad o ausencia del Ministro de la Corte, y que, además, debe actuar en defensa del Gobierno constituido, según lo dispone la Ley de Seguridad Interior del Estado.



Con respecto al currículum del señor Ministro, se tuvo en consideración que es abogado y licenciado en Derecho de la Universidad de Chile, correspondiente a la antigua sede que esta casa de estudios superiores poseía en la ciudad de Valparaíso.



La Comisión valoró especialmente su larga trayectoria en el Poder Judicial. Según se recordó, inició su carrera judicial en 1971 como Secretario del Primer Juzgado de Letras de Calama. Posteriormente, y en forma sucesiva, desempeñó la función de Juez del Juzgado de Letras de Pozo Almonte; Secretario del Primer Juzgado de Menores de Antofagasta; Secretario del Segundo Juzgado de Letras de Iquique; Secretario de la Corte de Apelaciones de Antofagasta; Juez del Segundo Juzgado del Crimen de Antofagasta; Juez del Primer Juzgado de Letras de Punta Arenas; Fiscal de la Corte de Apelaciones de Punta Arenas; Ministro de la Corte de Apelaciones de Arica; Ministro y Presidente de la Corte de Apelaciones de Antofagasta; Ministro y Presidente de la Corte de Apelaciones de La Serena, y Ministro y Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago.



Se connotó, asimismo, que tales antecedentes dan cuenta de un vasto conocimiento jurisdiccional, que será de gran valor en el desempeño de sus tareas.



También se tomó conocimiento de que ha ejercido labores docentes en el campo del Derecho Procesal en la Universidad de Antofagasta y que ha asistido a diversos cursos de formación impartidos por la Academia Judicial en materias relativas a la Ética Judicial, Administración de Tribunales, Interpretación Constitucional, Fraudes Patrimoniales, Sistemas de Recursos del Nuevo Proceso Penal y Convención contra la Tortura y otros tratos o penas crueles. 



Del mismo modo, durante la consideración de esta proposición se recordó que se encuentra en estudio un proyecto que dota de mayores atribuciones a los fiscales judiciales, entre las cuales destacan la de fiscalizar a los notarios y a los conservadores.



Por otra parte, se constató que luego de la reforma procesal penal se privó a los fiscales judiciales de las labores vinculadas con las visitas semestrales a las cárceles. Se estimó que tal tarea podría ser retomada por esta instancia.



El Ministro señor Escobar recalcó la importancia de la labor que lleva a cabo este servicio e insistió en que un problema que afecta a la judicatura dice relación con el desconocimiento que la sociedad tiene de la labor que cumplen los jueces, circunstancia que atribuyó a cierto aislamiento que a veces se puede observar en la conducta de algunos magistrados.



La Comisión valoró las palabras del señor Ministro y su amplio desempeño profesional, según se da cuenta en el cuerpo del informe que los señores Senadores tienen a su disposición.



Por todas esas razones, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento acordó, por la unanimidad de sus integrantes, informar a la Sala que la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República para nombrar Fiscal Judicial de la Corte Suprema al señor Juan Escobar Zepeda cumple con todos los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Les recuerdo a Sus Señorías que para aprobar la proposición de la Presidenta de la República se requieren 25 votos favorables.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quizás a muchos de mis distinguidos colegas les pueda resultar poco conocida la labor que cumple el Fiscal Judicial. Y la verdad es que este tiene un papel bastante relevante.



El artículo 353 del Código Orgánico de Tribunales señala que le corresponde “Vigilar por sí a los ministros o fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones, y por sí o por medio de cualesquiera de los fiscales judiciales de las Cortes de Apelaciones la conducta funcionaria de los demás tribunales y empleados del orden judicial, exceptuados los miembros de la Corte Suprema, y para el solo efecto de dar cuenta a este tribunal de las faltas o abusos o incorrecciones que notare”, etcétera.



No quiero que ocurra lo que hemos visto, por ejemplo, en nombramientos del Tribunal Constitucional, en que, por no estudiarlos acuciosamente, no nos informamos bien de la envergadura del cargo que debemos proveer.



En este caso estamos designando ni más ni menos que al Fiscal al que le corresponde vigilar (en el sentido de fiscalizar) la conducta de los ministros de las Cortes de Apelaciones y de los jueces para ver si actúan dentro del marco de la ley o no.



Se trata de un cargo de enorme importancia, y pareciera muchas veces que este aspecto no se toma en consideración.



Entre otras cosas, el Fiscal Judicial también integra las salas de la Corte Suprema. O sea, estamos nombrando a una persona en un cargo que tiene un enorme poder, lo cual, a veces por desinformación, no se ha dado a conocer debidamente.



Porque, por ejemplo, cuando un ciudadano siente que un juez, un fiscal o un ministro de alguna corte no cumple adecuadamente su función, aquel es el funcionario al que debería recurrir, en virtud del derecho a petición consagrado en la Constitución, para decirle -fundadamente, por supuesto-: “Quiero que se investigue tal o cual situación que pudiera estar afectando el desempeño de un magistrado; las faltas o abusos en que pudiera estar incurriendo”.



En mi opinión, es un cargo de mucha importancia, porque conlleva un poder muy grande.



En segundo lugar, será modificado. A futuro le corresponderá probablemente ejercer la supervigilancia de todas las notarías y conservadores, lo que le dará un poder aún mayor.



La pregunta es si don Juan Escobar Zepeda reúne los requisitos exigidos.



De acuerdo a lo que conversamos con él en la Comisión, yo me formé la convicción de que sí, y sobradamente.



Me di cuenta de que es uno de aquellos jueces con trayectoria en el Poder Judicial. Además, percibí que mira la administración de justicia con absoluta independencia política. No estoy diciendo que no tiene ideas políticas, sino que va a fallar en forma libre.



Según lo que pudimos percibir, luego de hablar largamente con él y de realizarle preguntas de distinta índole, don Juan Escobar es lo que se llama “un juez químicamente puro”.



Si debió fallar como Ministro de Corte de Apelaciones, aunque fuera popular o impopular, lo hizo de acuerdo a su leal saber y entender y conforme a sus convicciones. 



Creo que eso en un juez vale oro. Porque, lamentablemente, no pocas veces ocurre que quizás la presión de la opinión pública a favor o en contra de cierta cosa puede influir para que los jueces adopten determinaciones que resultan muy populares pero que están en el límite o, derechamente -en opinión de algunos-, no corresponden a lo que la ley señala.



Son ellos los que la interpretan y resuelven, pero uno también tiene derecho a opinar, por cierto con respeto.



La trayectoria de don Juan Escobar es francamente notable: Secretario del Primer Juzgado de Letras de Calama; Juez del Juzgado de Letras de Pozo Almonte; Juez del Primer Juzgado de Letras de Punta Arenas; Fiscal de la Corte de Apelaciones de Punta Arenas; Ministro de las Cortes de Apelaciones de Arica, de Antofagasta, de La Serena; Ministro y Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago, en fin.



Tiene toda una historia judicial.



En los pocos minutos que me restan, les puedo señalar que me asiste la convicción de que estamos frente a un juez que va a dar garantías de probidad, de independencia y de que desempeñará adecuadamente su función como Fiscal Judicial de la Corte Suprema.



Creo que reúne todos los méritos necesarios para ser nombrado en dicho cargo, sin perjuicio de que había otros postulantes -y esto es lo duro- que también exhibían muchas virtudes.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Les recuerdo a Sus Señorías que esta sesión duraba hasta las 16 y que ya se cumplió la hora de término.



Quedan dos inscritos, los Senadores señores Araya y Larraín, a quienes les pido que en lo posible sean breves, al objeto de dar inicio a la sesión ordinaria correspondiente al día de hoy.



Tiene la palabra el Honorable señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, no voy a ahondar en lo que señaló el Senador Espina, pues creo que relató bastante bien cuál es el rol de la Fiscalía Judicial, que suele pasar muy inadvertida al interior del Poder Judicial. 



El Fiscal Judicial tiene bastantes atribuciones. Por lo pronto, velar por la conducta funcionaria. Es quien recibe eventuales denuncias contra los magistrados y ministros de corte por su mal comportamiento.



En esa línea, quiero decir que la Fiscalía Judicial, después de la aprobación de la reforma procesal penal y de las otras reformas que se han hecho en nuestro país (la laboral, la de tribunales de familia), se ha visto mermada en su trabajo diario, toda vez que perdió parte importante de su principal función, cual era emitir informes cuando las causas penales iban en consulta.



Eso desaparece con la reforma procesal penal. Y el actual Gobierno, como nos manifestó en su minuto el entonces Ministro de Justicia, don José Antonio Gómez, se encuentra rediseñando lo que se va a hacer con las fiscalías judiciales y cuáles serán sus nuevas funciones. 



Según se nos ha anunciado, muy probablemente ellas consistirán en fiscalizar a los notarios y conservadores.



De ahí la importancia de que el Senado tenga claridad respecto de la persona a la que se está nombrando como Fiscal Judicial.



En lo personal, puedo decir que me tocó conocer a don Juan Escobar en su paso por Antofagasta como Ministro de la Corte de Apelaciones.



Comenzó su carrera en el Juzgado de Calama. Lo conocí cuando yo estaba egresando de la Universidad de Antofagasta, donde él hacía clases.



Puedo decir que era un Ministro bastante respetado, con mucho conocimiento del Derecho.



Fallaba conforme a sus convicciones sobre cómo debía interpretarse el Derecho, más allá de sus posturas filosóficas, políticas o religiosas. Ello le permitió granjearse la simpatía del foro antofagastino, porque siempre se vio en él a una persona bastante ecuánime al momento de dictar sentencia.



No tengo la menor duda de que el Ministro Escobar Zepeda va a ejercer muy bien la labor de Fiscal Judicial. Su nombramiento, por cierto, constituye un reconocimiento a su carrera judicial. 



Los colegas Senadores tienen su currículum en los escritorios. Entonces, podrán ver que fue un magistrado que pasó por diversos tribunales -algunos, muy pequeños y alejados- y que hizo su carrera fundamentalmente en zonas extremas, como Antofagasta y Punta Arenas.



Por las razones expuestas, voto a favor de la nominación propuesta.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Finalmente, tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en honor al tiempo, solo quiero subrayar dos antecedentes vinculados con el Ministro señor Escobar.



El primero, que tiene una carrera judicial extraordinaria y que quizás refleja más bien la antigua forma como los jueces hacían carrera -valga la redundancia-: recorriendo pueblos y distintas provincias, hasta llegar a las más altas cortes. 



En tal sentido, la carrera judicial del Ministro señor Escobar honra a la judicatura y les hace un verdadero homenaje a quienes han seguido esa trayectoria paso a paso, pues se constituyen como los jueces propiamente tales, tal cual uno los ha imaginado siempre.



Por eso, nombrarlo en el cargo de que se trata reviste especial importancia.



Como se recordaba recién, la función de la Fiscalía Judicial es fundamentalmente de naturaleza ética, por las tareas de vigilancia y de supervisión que tiene sobre las conductas de otros jueces, de otros ministros.



En mi concepto, una persona con tal trayectoria, que tiene en su ADN el Poder Judicial o la naturaleza del trabajo jurisdiccional, va a ser, sin lugar a dudas, una gran contribución al trabajo de Fiscal Judicial que espero pueda conseguir con el apoyo unánime de esta Sala.



Por eso, anuncio con mucho interés la posición de la bancada de Senadores de la Unión Demócrata Independiente en favor de la designación de don Juan Escobar Zepeda como Fiscal Judicial de la Corte Suprema.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la designación de don Juan Nolberto Escobar Zepeda como Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema (35 votos a favor), dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional requerido.


Votaron las señoras Allende, Goic, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Agradecemos la presencia de la Ministra doña Javiera Blanco, a quien felicitamos por el éxito de este nombramiento.

)---------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 16:4.








Manuel Ocaña Vergara,








Jefe de la Redacción
ANEXOS

D O C U M E N T O S

1

SEGUNDO INFORME DE LAS COMISIONES DE HACIENDA Y DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA LA UNIVERSIDAD ESTATAL DE LA REGIÓN DEL LIBERTADOR GENERAL BERNARDO O’HIGGINS Y LA UNIVERSIDAD ESTATAL DE LA REGIÓN DE AISÉN DEL GENERAL CARLOS IBÁÑEZ DEL CAMPO

(9.405-04)

HONORABLE SENADO:


Las Comisiones de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, tienen el honor de emitir su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República.


A una o más de las sesiones en que la Comisión analizó este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Horvath y Walker, don Patricio.


Del mismo modo, concurrieron:

Del Ministerio de Educación, el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; el Jefe de la División de Educación Superior, señor Álvaro Cabrera; el Coordinador de Educación Superior, señor Francisco Martínez; los asesores, señoritas Tatiana Klima y Paulina Celis, y señores Hugo Arias, Exequiel Silva y Patricio Espinoza.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores, señores Giovanni Semería y Héctor Valladares.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor parlamentario, señor Samuel Argüello.

Del Instituto Igualdad, el asesor, señor Sebastián Bastías.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, el abogado, señor Jorge Avilés.

De la Fundación Jaime Guzmán, el abogado, señor Jorge Barrera.

El asesor del Honorable Senador señor Coloma, señor Álvaro Pillado.

El asesor del Honorable Senador señor Montes, señor Gabriel Galaz.

El asesor del Honorable Senador señor García, señor Tomás Zamora.

El asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Agustín Briceño.

Los asesores del Honorable Senador señor Horvath, señores Fernando Navarro, Bernardo Caro, y Cristian Córdova.

El asesor del Honorable Senador señor Quintana, señor Juan Briones.

La asesora del Honorable Senador señor Rossi, señorita Camila Cancino.

La asesora del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, señorita Constanza González.

El asesor del Honorable Senador señor Letelier, señor José Fuentes.

El asesor del Comité PPD, señor Reinaldo Monardes. 

El asesor del Comité PC de la Cámara de Diputados, señor Matías Jiménez.

- - -


Cabe hacer presente que al inicio de su tramitación en el Senado, la Sala de la Corporación dispuso que la presente iniciativa fuera conocida por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y por la de Hacienda, en su caso.


Una vez emitido el primer informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, la Sala, en sesión de 6 de mayo de 2015, aprobó en general el proyecto de ley. En la misma oportunidad determinó que fuese conocido en segundo informe por las Comisiones de Hacienda y Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, y fijó como plazo para la presentación de indicaciones las 12:00 horas del día 11 de mayo de 2015. En dicho término se formularon las indicaciones números 1 a 42.


Con posterioridad, la Sala del Senado amplió el plazo para la presentación de indicaciones, hasta las 17:00 horas del día 13 de mayo de 2015, en la Secretaría de las antedichas Comisiones unidas. En esta ocasión, se recibieron las indicaciones números 9 bis, 21 bis, 24 bis, 24 ter, 29 bis, 33 bis y 36 bis.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

La presente iniciativa de ley tiene por finalidad crear la Universidad de O’Higgins y la Universidad de Aysén como personas de derecho público autónomas, con carácter y arraigo regional. Además, busca definir sus principales objetivos y principios orientadores, asegurando que la norma fundamental de las nuevas universidades se construya y acuerde en un proceso de participación con organizaciones y actores con trayectorias reconocidas en la región y en el país.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: 7°, 8°, 10, 12 y primero transitorio.

2.-Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 2, 4, 13, 24 bis, 24 ter, 29 y 33 bis.

3.-Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 5, 7, 8, 9, 9 bis, 11, 12, 14, 15, 19, 20, 21 bis, 29 bis, 36 bis y 41.

4.-Indicaciones rechazadas: números 30 y 31.

5.- Indicaciones retiradas: 6 y 10.

6.-Indicaciones declaradas inadmisibles: números 1, 3, 16, 17, 18, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40 y 42.

- - -

Previo a la discusión particular del contenido del proyecto de ley, el Honorable Senador señor Allamand manifestó que la creación de nuevas universidades estatales –cuestión que no acontece desde el año 1947-, constituye una iniciativa para la que existe amplísimo respaldo. Exige, por lo mismo, una revisión cuidada de distintos de sus aspectos que son susceptibles de ser perfeccionados (como la inexistencia de un proceso de destitución de los rectores, por ejemplo), en lugar de proceder a una aprobación que, por apresurada, puede conspirar contra un apoyo transversal y contra la calidad del proyecto. 

El Honorable Senador señor Horvath coincidió con la necesidad de analizar con mayor profundidad ciertos puntos del proyecto de ley, entre ellos los relacionados con diversas indicaciones que han sido formuladas.

Por todos son conocidas, ahondó, las diversas complejidades que las universidades estatales deben enfrentar en su quehacer. Por eso es que la creación de las dos nuevas que ahora se proponen representa una oportunidad al menos en las siguientes tres líneas de acción:

- Innovar en la incidencia del actuar de la Contraloría General de la República (CGR) en los distintos procedimientos de carácter administrativo que las universidades lleven a cabo, evitando que cada uno de los decretos que emitan deba ir al trámite de toma de razón.     

- Que las nuevas universidades puedan ser objeto de una tutoría por parte de  universidades prestigiosas, gracias a un proceso que garantice su licenciamiento y acreditación y que, a la larga, les permita tener suficientes alumnos y acceder a becas y financiamiento para desarrollar investigación, sin que sus posibilidades de crecimiento se vean mermadas. En el caso específico de la Región de Aysén, graficó, la Universidad Técnica de Berlín, con su indudable estándar de calidad, ha expresado su interés por participar como tutora. 

- Asegurar que las universidades cuenten inicialmente con, al menos, un bachillerato de muy buen nivel (que habilite a  sus alumnos para proseguir estudios de pregrado en otras universidades de buena calidad) y una carrera de pregrado completa, de igual nivel, que atraiga, en el caso de Aysén, a los chilenos que viven en Argentina y a profesores y alumnos interesados en la Patagonia.

El Honorable Senador señor Letelier puso de relieve que la creación de universidades estatales es un acto absolutamente excepcional, pues en todos los casos anteriores la ley sólo ha venido a reconocer la existencia de entidades que de hecho ya funcionaban. Se faculta, ahora, al Ministerio de Educación para impulsar este proceso, que en su opinión requiere ciertas enmiendas que eviten la pervivencia de rigideces que atenten contra sus objetivos. Así, por ejemplo, en materia de acceso, porque ante la pregunta de si la gratuidad será para todos los alumnos o sólo para quienes obtengan un cierto puntaje en la Prueba de Selección Universitaria (PSU), cabría establecer en la ley un mecanismo al ingreso, como un bachillerato.

En lo que importa a las actuaciones de la CGR, por otra parte, se mostró de acuerdo con lo planteado por el Senador señor Horvath. Por tratarse de instituciones que se están creando, sostuvo, someterlas al inicio a toda esa institucionalidad puede tornar engorroso su proceso de instalación.

En relación con las universidades tutoras, señaló que sería importante que se consagraran en la ley las características del rol que van a desempeñar, en lugar de hacer una delegación tan extensa a un decreto. 

El Honorable Senador señor Quintana puntualizó que la iniciativa en estudio no pretende abordar materias propias del funcionamiento de las nuevas universidades, como pueden ser su gobierno corporativo, el reemplazo de los rectores o la malla curricular de las carreras. Por eso es que se faculta al Ejecutivo para que, en su momento, dicte decretos con fuerza de ley que profundicen en esas y otras cuestiones. Simplemente se trata de crear universidades regionales para completar la red de oferta pública universitaria. 

El Honorable Senador señor Coloma dio a conocer su inquietud sobre si existirá plazo suficiente para discutir y analizar el mérito del presente proyecto de ley.

Consultó, asimismo, si más allá de lo que se propone en esta ocasión, se pensó en una fórmula alternativa en la que universidades que ya existen y que cuentan con calidad y prestigio certificado se instalen en las regiones de O´Higgins y Aysén.

La Honorable Senadora señora Von Baer recordó que cuando en la Comisión de Educación Cultura, Ciencia y Tecnología discutió en general el presente proyecto, se hizo en el entendido de que en la discusión particular se dispondría del tiempo suficiente para profundizar el debate.

Se manifestó a favor de la idea de generar estas nuevas universidades regionales. Llamó la atención, sin embargo, sobre las enormes expectativas que en la ciudadanía se han generado sobre la calidad académica y de la investigación que en aquellas se llevará a cabo, atributos que no se encuentran plasmados en la iniciativa en estudio, básicamente porque no se contempla que las dos nuevas entidades pasen por el sistema que hoy existe para velar por la calidad de las universidades.

El Ministro de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre, puso énfasis en que el presente proyecto se concibe en medio de una situación universitaria global que exige una discusión de fondo sobre aspectos tan sustantivos como calidad, financiamiento o pertinencia regional. Así, los problemas que puedan existir respecto de estas nuevas universidades son los mismos que aquejan hoy a todas las universidades estatales: sujeción al Estatuto Administrativo, control de la CGR, voluntariedad del aseguramiento de la calidad y superposición de roles entre el Consejo Nacional de Educación y la Comisión Nacional de Acreditación, entre otros. 

No es esa problemática global, no obstante, lo que se aborda en el presente proyecto, sino algo bastante más modesto: completar la red nacional de universidades estatales. No porque se desconozca el aporte de las universidades privadas, sino porque las estatales se deben al conjunto de la ciudadanía y tienen el imperativo de satisfacer estrictos requisitos de gobernanza que permitan asegurar su pluralismo y la ausencia de riesgo de captura por parte de cualquier grupo de interés de la sociedad. 

Hoy, argumentó, no sería eficiente, eficaz ni justo comenzar a configurar de modo particular a dos nuevas universidades estatales sin haber discutido previamente los problemas de que adolece el conjunto de las universidades existentes. ¿Qué justificaría eximir de ciertos trámites ante la CGR a las nuevas universidades, y no a las antiguas?, preguntó. Actualmente, se explayó, las universidades estatales son objeto, para todos los fines prácticos, del mismo tratamiento de un ministerio, lo que configura un esquema regulatorio a todas luces ineficiente para una universidad. Habrá que discutir, entonces, si lo que hace el órgano contralor amerita o no ser reemplazado por una Superintendencia, o si la aplicación del Estatuto Administrativo continúa siendo justificada.  

De acuerdo con lo expuesto, sintetizó, no corresponde que sea el presente proyecto de ley el que se haga cargo de tamañas inquietudes, ni de otras planteadas en la Cámara de Diputados sobre triestamentalidad del gobierno universitario o gratuidad, por ejemplo. 

Comprometió, en fin, que todo lo que concierne a regulación, rol de la CGR, financiamiento para lograr excelencia y adecuada acreditación para garantizar calidad, entre otros temas, será discutido el próximo semestre en el marco de un proyecto de ley sobre la regulación de las universidades estatales en su conjunto.    

El Honorable Senador señor Letelier advirtió que no se puede sostener que las nuevas universidades de O´Higgins y Aysén van a existir por la sola aprobación de la ley, por cuanto se requiere de un proceso de instalación e implementación de largo plazo que en realidad tardará años hasta que, por ejemplo, se puedan utilizar fondos de investigación o resulten atractivas para los estudiantes.

Agregó que sin perjuicio de comprender lo planteado por el señor Ministro, se hacen igualmente necesarias ciertas excepciones que faciliten el proceso indicado anteriormente. 

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo hincapié en que la iniciativa que se está discutiendo solamente crea dos universidades estatales, por lo que adentrarse en discusiones sobre aspectos más específicos puede entorpecer ese objetivo. Por ello se mostró partidario de echar a andar de una vez todo el proceso, teniendo en cuenta que el debate de fondo tendrá lugar cuando se conozca el estatuto para todas las universidades estatales, que se incluirá en el proyecto de ley sobre educación superior. 

La Honorable Senadora señora Von Baer insistió en que, más allá del razonable planteamiento del señor Ministro, debe prestarse atención a las enormes expectativas que en las regiones de O´Higgins y Aysén se han creado en torno a la calidad de las nuevas universidades. Es complejo, advirtió, correr el riesgo de defraudar esas esperanzas. 

Con todo, no es posible obviar un punto a su juicio central: hoy tenemos una institucionalidad de licenciamiento para las universidades que no resultaría aplicable a las nuevas estatales que se propone crear. Cabe preguntarse, señaló, por qué estas últimas podrían acceder a la autonomía sin el acompañamiento previo de una entidad experta, el Consejo Nacional de Educación, si en teoría, al menos, se pretende que sean de calidad y que los estudiantes se queden en las respectivas regiones y no emigren a otras. 

El Honorable Senador señor García–Huidobro recordó que en la discusión general del proyecto se hizo presente que la universidad de O´Higgins requiere ser de una calidad tal que persuada a los estudiantes de la región para permanecer allí en vez de irse a Santiago, Valparaíso, Talca o Concepción.

Preguntó si se ha estudiado la factibilidad de que una universidad estatal existente, como la Universidad de Chile, se instale en la región, con una visión regionalista. Es evidente, consignó, que padres y estudiantes no estarán dispuestos a ser parte de un experimento en el que se pruebe si la nueva universidad regional funciona o no.

 El Honorable Senador señor Allamand estuvo de acuerdo en que no es este proyecto el instrumento para resolver la globalidad de problemas que aquejan al sistema universitario. Sí es, empero, la oportunidad de solucionar ciertas dificultades que no se pueden soslayar, porque complican tanto la viabilidad de las nuevas universidades como las obligaciones que para el propio Gobierno surgirán. En efecto, graficó, el artículo primero transitorio faculta al Presidente de la República para que en el plazo de un año dicte las normas estatutarias que regularán a dichas universidades, mediante uno o más decretos con fuerza de ley. Esto significa, en concordancia con lo expresado por el señor Ministro, que en dicho término el Gobierno deberá tener aprobada una ley marco aplicable a todas las universidades estatales para que, a su vez, pueda ser aplicada a las dos nuevas regionales. Claramente, remarcó, el tiempo es insuficiente, y no asiste a los parlamentarios iniciativa para extenderlo, pues la Constitución Política de la República restringe a un año la facultad delegatoria del Congreso para dictar disposiciones con fuerza de ley (artículo 64).

Otro tanto, añadió, se puede decir en relación con el artículo tercero transitorio, que en los términos en que se encuentra redactado permite que el rector no deba rendir cuentas de su gestión ni al Ministro de Educación, ni al Consejo Nacional de Educación, ni a la universidad tutora ni a ningún organismo colegiado de la propia nueva universidad.  

El Honorable Senador señor Montes observó que la iniciativa legal da cuenta de una opción tomada por el Ejecutivo por la creación de dos nuevas universidades estatales, en lugar de, por ejemplo, establecer dos subsedes de otras universidades ya existentes.

No deja de ser debatible, con todo, que la premisa sea tener una universidad por región, en circunstancias que lo más razonable podría ser contar con macro zonas en las que un gran centro universitario sea inclusivo de determinadas regiones. 

Como fuere, y sin perjuicio de cualquier disquisición, el proyecto de ley es el que están conociendo ahora las Comisiones unidas y sobre él cabe pronunciarse.    

El señor Ministro de Educación reiteró que, en su opinión, temáticas más específicas como de la adecuada regulación de las universidades, financiamiento, garantía de calidad, etc., deben ser acometidas en el contexto de una discusión sobre reglas generales, y no a partir de la búsqueda de soluciones para casos particulares. De lo contrario, indicó, no se podría avanzar en nada mientras no se tuviera dicho contexto general claro.  

Recordó que, en su oportunidad, el Congreso Nacional aprobó una nueva institucionalidad para los jardines infantiles del país (autorización de funcionamiento y reconocimiento oficial), que comenzará a operar el año 2019. No hubo entonces dudas sobre que, en el intertanto, continuarían funcionando las salas cuna. Algo similar ocurre con la iniciativa que hoy se está tramitando: se necesita dar inicio hoy al proceso de las nuevas universidades regionales, que verán íntegramente la luz cuando exista un marco regulatorio que, volvió a decir, se va a discutir prontamente.

En lo que respecta a los procesos de licenciamiento y posterior acreditación que hoy rigen a las universidades, por otra parte, señaló que se ha configurado un grado de burocracia tal que no parece ya justificado. Es por eso, adelantó, que en el proyecto de ley que abordará el marco regulatorio de las universidades se contemplará que la acreditación sea obligatoria y, ciertamente, ante una sola institución.

Hizo referencia, enseguida, al problema real que para toda nueva institución supone, en cualquier actividad, verse enfrentada al enorme atractivo y prestigio de las que ya existen. De eso también se ocupará el proyecto de ley que regulará a la totalidad de las universidades estatales, con miras a evitar la concentración en determinados centros de estudio y a apoyar con medidas concretas a las universidades de regiones. De cualquier modo, culminó, debe tenerse presente que si bien resulta deseable que instalen subsedes en regiones, difícilmente universidades como la de Chile o la Católica, por dar algunos ejemplos, podrían hacerlo imprimiendo un sello regional.

El Honorable Senador señor García solicitó mayores datos sobre los recursos que se están comprometiendo en el proyecto de ley. El informe financiero –del que se da cuenta más adelante en el presente informe de las Comisiones unidas- detalla la entrega mensual de $65 millones, pero no dice por cuánto tiempo ni para qué. Agrega $7.000 millones para infraestructura, y que posteriormente las nuevas universidades serán incorporadas en el Aporte Fiscal Directo (AFD) a contar del año de inicio de sus actividades académicas. En relación con este último ítem, consignó que no se aviene con declaraciones de distintos personeros de Gobierno que han sostenido que el AFD debiera ir más bien en retirada y ser reemplazado en el tiempo. Como fuere, es sabido que dicho aporte se recibe actualmente en la medida que existen alumnos; sin embargo, el proyecto señala que será cuando se inicie la actividad académica, cuestiones que desde luego no son equivalentes ni coetáneas. Pidió una aclaración sobre este punto.

El Coordinador de Educación Superior, señor Francisco Martínez, explicó que los aludidos $65 millones mensuales se destinarán a generar un plantel docente básico en cada universidad, teniendo como horizonte el año 2017, cuando podría producirse el ingreso de estudiantes que habilitaría a la respectiva casa de estudios para acceder a otros recursos, como AFD, becas, etc.

Los otros $7.000 millones, aclaró, serán entregados en el plazo de tres años (y no a razón de $7.000 millones cada año, como equívocamente podría llegarse a entender), para la instalación de las universidades, usando como referencia los costos que ha significado para el Instituto Profesional DUOC la construcción de nuevas sedes a lo largo del país. A ellos se sumarán los aportes de cada región, consistentes, en el caso de Aysén, en $9.000 millones adicionales, y en el de O´Higgins, en un terreno comprometido por el Gobierno Regional.

La Honorable Senadora señora Von Baer planteó que actualmente las universidades que acceden a becas y crédito deben, por mandato de la ley de presupuestos del sector público, encontrarse acreditadas. Si las dos nuevas universidades que se crean no lo estarán ni pasarán por un proceso de licenciamiento, surge la duda sobre cómo podrán percibir recursos estatales.

El señor Martínez precisó que el AFD se gatilla cuando hay actividades académicas, que pueden ser de investigación o de docencia. De todas maneras, agregó, mientras logran acreditarse y consecuencialmente acceder a otros recursos, las nuevas universidades podrán recibir fondos públicos por la vía de convenio marco para universidades estatales.

El Honorable Senador señor Letelier observó que atendidas las características geográficas y de población de Aysén, existe en esa región consenso sobre dónde estará ubicada la universidad. No ocurre lo mismo en O´Higgins, donde es además presumible que la infraestructura central tendrá que ser más grande que la de aquella región. Por eso es plausible la duda sobre si tras las cifras del informe financiero existe un dimensionamiento de las distintas realidades, así como acerca del financiamiento de cada nueva universidad mientras la gratuidad no sea un hecho.

El señor Ministro de Educación explicó que las aprensiones expresadas anteriormente tienen asidero, pues es cierto que al inicio las universidades no tendrán alumnos, los que se sumen no tendrán derecho a beca ni crédito, los académicos no podrán acceder a proyectos de investigación, etc. No obstante, remarcó, lo que el proyecto de ley en análisis propone es algo menos pretencioso: proveerlas de unos ciertos recursos para construir y comenzar sus actividades.

El señor Martínez expuso que los recursos que se prevén permitirán establecer una unidad técnica de trabajo para los académicos en cada una de las universidades. Posteriormente se podrá acceder al AFD en cuanto empiecen a operar los académicos, a recursos vía ley de presupuestos por los estudiantes matriculados y a otros excepcionales que se puedan suplementar, también vía ley de presupuestos. Es decir, hay mecanismos suficientes para financiar las etapas iniciales de las universidades hasta que puedan recibir recursos de manera regular. 

El Honorable Senador señor García solicitó a los representantes del Ejecutivo la entrega de un cuadro informativo con los flujos de gastos que el proyecto de ley irrogará al erario fiscal.
El Honorable Senador señor Letelier pidió también conocer qué es lo que se piensa construir con los $7.000 millones que se van a destinar a las dos regiones en cuestión. 

El señor Martínez puntualizó que los aludidos $7.000 millones se invertirán exclusivamente en infraestructura que permitirá el funcionamiento de algunas carreras iniciales y cubrir las demandas de administración. Para los lugares en que se emplazará esa infraestructura, reiteró, ya hay recursos y un terreno comprometidos por las regiones de Aysén y O´Higgins, respectivamente. 

- - -

DISCUSIÓN PARTICULAR

A continuación se efectúa una relación de aquellas disposiciones del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado que fueron objeto de indicaciones. Se da cuenta, asimismo, de estas últimas, así como de los acuerdos adoptados por las Comisiones de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas.

Artículo 1°

Crea la Universidad de O´Higgins como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. Señala que la universidad tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades, de preferencia, en la VI Región del Libertador General Bernardo O’Higgins y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.

Fue objeto de las indicaciones números 1 y 2.

La indicación número 1, de los Honorables Senadores señor García-Huidobro y señora Von Baer, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 1°.- Instálase en la Región del Libertador Bernardo O’Higgins una Universidad acreditada institucionalmente por al menos cuatro años de conformidad a la ley N° 20.129, la cual debe contar con un reconocido prestigio y excelencia en docencia, investigación y extensión. La universidad señalada, será definida por el Ministerio de Educación a través de un concurso público entre todas aquellas universidades que deseen participar y cumplan con los requisitos señalados, será nombrada mediante decreto supremo.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, por incidir en la administración financiera o presupuestaria del Estado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

La indicación número 2, de los Honorables Senadores señor García-Huidobro y señora Von Baer, para eliminar el guarismo “VI”.
La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García Huidobro, Lagos, Letelier, Montes, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Artículo 2°

Crea la Universidad de Aysén, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. Indica que la universidad tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades, de preferencia, en la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.

Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 3 y 4.

La indicación número 3, de los Honorables Senadores señor García-Huidobro y señora Von Baer, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 2°.- Instálase en la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo una Universidad acreditada institucionalmente por al menos cuatro años de conformidad a la ley N° 20.129, la cual debe contar con un reconocido prestigio y excelencia en docencia, investigación y extensión. La universidad señalada, será definida por el Ministerio de Educación a través de un concurso público entre todas aquellas universidades que deseen participar y cumplan con los requisitos señalados, será nombrada mediante decreto supremo.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, por incidir en la administración financiera o presupuestaria del Estado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

La indicación número 4, de los Honorables Senadores señor García-Huidobro y señora Von Baer, para suprimir el guarismo “XI”.
La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García Huidobro, Lagos, Letelier, Montes, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

- - -

A continuación, las Comisiones unidas acordaron realizar enmiendas de redacción en el artículo 3° del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, cuyo tenor original es el siguiente:

“Artículo 3°.- En la presente ley, cada vez que se señale “la universidad” o “las universidades”, dichas expresiones deberán entenderse referidas a la Universidad de O´Higgins y a la Universidad de Aysén, indistintamente.”.

Las aludidas enmiendas, de las que se da cuenta en el capítulo de modificaciones del presente informe, fueron también acordadas por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García Huidobro, Lagos, Letelier, Montes, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. 

- - -

Artículo 4°

Señala en su inciso primero que las universidades de O´Higgins y de Aysén son instituciones de educación superior estatal, de carácter regional, que asumen con vocación de excelencia la formación de personas y la contribución preferente al desarrollo cultural, material y social de la VI y XI regiones, respectivamente, como parte fundamental de su misión institucional.

Añade en su inciso segundo que ambas universidades cumplen su labor a través de la realización de funciones de docencia, investigación, creación y vinculación con el medio propias del quehacer universitario, en las áreas del conocimiento y dominios de la cultura que sus orientaciones estratégicas definan. Asimismo, podrá dedicarse al desarrollo y la formación en las disciplinas técnicas y a la capacitación.

En relación con el inciso primero se formularon las indicaciones números 5, 6, 7, 8, 9 y 9 bis.

La indicación número 5, de los Honorables Senadores señor García-Huidobro y señora Von Baer, para intercalar a continuación de la expresión “formación de personas”, lo siguiente: “en vistas a su desarrollo material y espiritual, la búsqueda de la verdad a través del conocimiento,”.

La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que esta indicación tiene por objeto plasmar en la ley lo que ya está establecido en la Carta Fundamental.

Puesta en votación la indicación, se registraron 5 votos a favor (de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García Huidobro, Walker (don Ignacio) y Zaldívar), 2 en contra (de los Honorables Senadores señores Quintana y Lagos) y 3 abstenciones (de los Honorables Senadores señores García, Letelier y Montes).

Repetida la votación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, la indicación número 5 resultó aprobada, con modificaciones, por 7 votos a favor (de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García Huidobro, Letelier,  Walker (don Ignacio) y Zaldívar) y 3 abstenciones (de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Quintana).

La indicación número 6, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para eliminar la palabra “preferente”.

La indicación fue retirada por su autora.

La indicación número 7, de la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar la expresión “de la VI y XI regiones, respectivamente,” por  “de la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins y de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, respectivamente,”.

La indicación fue aprobada, con una enmienda meramente formal, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García Huidobro, Lagos, Letelier, Montes, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

La indicación número 8, de los Honorables Senadores señores Horvath y Walker (don Patricio), para sustituir la expresión “VI y XI regiones, respectivamente” por “VI Región del Libertador General Bernardo O’Higgins y XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo”.

La indicación fue aprobada en los mismos términos de la indicación número 7, y con idéntica votación.





También en relación con el inciso primero del artículo 4°, el Honorable Senador señor Allamand planteó que la alusión al carácter regional que deben tener las nuevas universidades estatales puede ponerlas en una situación de desmedro en relación con el resto de las universidades estatales. Todas estas últimas, resaltó, son de alcance nacional y nada más, lo que no les impide tener presencia en regiones.





La Honorable Senadora señor Von Baer hizo ver que la creación de nuevas universidades responde a la inquietud por contar con casas de estudios con fuerte arraigo y preocupación especial por las regiones. El carácter regional, en consecuencia, debe encontrarse recogido en el proyecto de ley.





El Honorable Senador señor Letelier sostuvo que no se necesita que las universidades de regiones se preocupen exclusivamente de la región en que están instaladas. Lo que en realidad se requiere es generar polos de desarrollo diversificados para el país.





El Honorable Senador señor Quintana manifestó que cuando se discutió en general la presente iniciativa legal, se hizo en el entendido que la referencia al carácter regional es parte esencial de la misma, en el sentido de la búsqueda de un sello vinculado a las vocaciones productivas y el perfil académico de los distintos territorios que forman parte de una región. El punto guarda, a su vez, relación con los procesos de acreditación que han de venir, por cuanto una universidad que aspire al establecimiento de sedes a lo largo de todo el país seguramente va a encontrar dificultades para culminar exitosamente con aquellos. Esto explica, por ejemplo, por qué la Universidad de Chile no se ha mostrado interesada en contar con una sede en la Región de O´Higgins; o la situación de otra universidad estatal localizada en la Región de la Araucanía que llegó a tener subcentros de formación docente en todo Chile, lo que acabó conspirando seriamente contra su acreditación. 





El Honorable Senador señor Lagos acotó que debe precisarse si está discutiendo sobre el lugar en que se desarrollará una universidad o acerca del énfasis curricular que ésta desee poner.





La creación de las universidades estatales en comento, argumentó, obedece a una decisión del Estado al advertir una carencia en dos regiones determinadas. Cabe a partir de esa voluntad compatibilizar dos intereses: de un lado, que cada universidad no quede circunscrita a una específica región, y del otro, que su énfasis esté puesto en el desarrollo regional.





El Honorable Senador señor Zaldívar advirtió que la alusión al carácter regional puede significar que, en el futuro, se entienda que las dos nuevas universidades no pueden extenderse más allá de sus respectivas regiones, lo que supondría una posición de inferioridad respecto del resto de las universidades estatales. La Universidad de Talca, graficó, es sin duda una universidad regional, pero de todos modos cuenta con una sede en la ciudad de Santiago y en otros lugares.





El Honorable Senador señor García expresó que del análisis integral del inciso primero del artículo 4°, es posible concluir que aun suprimiendo la expresión “de carácter regional”, todas las visiones manifestadas anteriormente quedarían de todos modos salvaguardadas, pues se prevé expresamente que la contribución al desarrollo cultural, material y social a sus respectivas regiones, sea parte fundamental de la misión institucional de las nuevas universidades. Solicitó votación separada de la citada expresión.

El señor Ministro de Educación indicó que el Ejecutivo podría aceptar la eliminación de la referencia al carácter regional, mas dejando en claro que es en todo caso necesario que las nuevas universidades tengan un foco de especificidad en las regiones. De lo contrario se igualarían a las demás y entrarían en la búsqueda del consumidor medio, con lo cual su propósito tendería a diluirse.   

Puesta en votación la expresión “de carácter regional,”, fue rechazada, y en consecuencia eliminada, por 9 votos en contra y 1 abstención. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García Huidobro, Lagos, Letelier, Montes, Walker (don Ignacio) y Zaldívar, y se abstuvo el Honorable Senador señor Quintana.

Luego se analizaron las indicaciones números 9 y 9 bis.

La indicación número 9, del Honorable Senador señor Letelier, para incorporar la siguiente oración final: “Además propenderán a la incorporación de estudiantes provenientes de las regiones respectivas, considerando las necesidades específicas de cada zona.”.

La indicación número 9 bis, formulada por Su Excelencia la Presidenta de la Republica para agregar en la oración propuesta por la indicación número 9, antes del punto final, lo siguiente: “, a través, por ejemplo, de programas de ingreso especial, lo que podrá establecerse en la reglamentación interna de la Universidad”.

El Honorable Senador señor Letelier preguntó cuál es alcance de los programas de ingreso especial a que refiere esta última indicación. 

El señor Ministro de Educación explicó que cada universidad podrá definir programas de acceso especial para cualquier carrera.

El Honorable Senador señor Horvath reiteró que en alguna parte de la ley debiera quedar establecido que las nuevas universidades deberán tener, dentro de un determinado plazo, al menos un programa de bachillerato y una carrera de pregrado con identificación regional.

El Honorable Senador señor García-Huidobro dio a conocer su inquietud por los efectos del verbo “podrá” en la frase que propone la indicación número 9 bis, pues abre la posibilidad de que los aludidos programas no sean a la larga contemplados.

El señor Ministro de Educación resaltó que se está facultando explícitamente a las universidades para que establezcan programas que sean privativos para acceso directo de los jóvenes de la respectiva región. Si se toma en cuenta que las nuevas universidades tendrán que llevar adelante un proceso de acreditación, consagrarles un mandato perentorio en relación con esos programas puede significarles, al final de día, un grado de dificultad  superior.

El Honorable Senador señor Letelier observó que si la facultad en comento es sólo para el acceso o ingreso, no estarían siendo considerados otros instrumentos, como los bachilleratos.

El señor Ministro de Educación indicó que en lo que importa al artículo 4° del proyecto y a las indicaciones números 9 y 9 bis, de lo que se está hablando es, justamente, del acceso a las universidades. Son otras las disposiciones de la iniciativa en las que se aborda de qué modo pueden incorporar otros instrumentos a su oferta. 





Las indicaciones números 9 y 9 bis fueron aprobadas con enmiendas formales y refundidas en una sola oración, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García Huidobro, Lagos, Letelier, Montes, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Finalmente, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, la misma unanimidad precedentemente señalada acordó sustituir, en la segunda oración del inciso segundo del artículo 4°, la voz “podrá” por “pueden”.

Artículo 5°

Da cuenta de los principios que orientan el quehacer de la universidad, a saber: la libertad de pensamiento y de expresión; libertad de cátedra y asociación; el pluralismo; la participación de sus miembros en la vida institucional; la actitud reflexiva, dialogante y crítica en el ejercicio de las tareas intelectuales; la excelencia académica; la equidad y la valoración del mérito como criterios de ingreso a la universidad, promoción y egreso de ella, y la formación de personas con sentido ético, cívico y de solidaridad social.

Fue objeto de las indicaciones números 10, 11 y 12.

La indicación número 10, de los Honorables Senadores señor García-Huidobro y señora Von Baer, para intercalar después de la frase “quehacer de la universidad” lo siguiente: “la búsqueda de la verdad a través del conocimiento;”.

La indicación fue retirada por la Honorable Senadora señora Von Baer.

La indicación número 11, de los Honorables Senadores señor García-Huidobro y señora Von Baer, para introducir luego de “formación de personas” lo siguiente: “, en vistas a su pleno desarrollo material y espiritual,”.

La indicación número 12, de los Honorables Senadores señores Horvath y Walker (don Patricio), para intercalar, luego de la palabra “cívico”, la expresión “, ambiental”.

El Honorable Senador señor Letelier reivindicó la importancia de incluir entre los principios rectores de las universidades el respeto por los derechos humanos.

Las Comisiones unidas aprobaron con modificaciones la indicación número 11, y estuvieron contestes en incorporar la sugerencia del Senador señor Letelier en la indicación número 12, que resultó aprobada con modificaciones. Todo con el voto unánime de sus miembros, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García Huidobro, Lagos, Letelier, Montes, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Artículo 6°

Establece que, en el cumplimiento de sus funciones, la universidad podrá otorgar todo tipo de grados académicos, títulos profesionales y técnicos; certificaciones técnicas con motivo de las capacitaciones que realice, así como otras certificaciones no conducentes a título o grado.

Fue objeto de la indicación número 13, de los Honorables Senadores señor García-Huidobro y señora Von Baer, para introducir luego de la frase “así como otras certificaciones” la expresión “propias de su quehacer”.

La Honorable Senadora señora Von Baer explicó que una indicación similar se aprobó en la Cámara de Diputados con ocasión del proyecto de ley que crea Centros de Formación Técnica. Su propósito es que las certificaciones que otorguen las universidades sean, efectivamente, propias de su quehacer académico y científico.    
Ante una consulta del Honorable Senador señor Letelier, el Coordinador de Educación Superior del Ministerio de Educación, señor Martínez, explicó que las otras certificaciones que puedan entregar las universidades pueden ser diplomados en sus diversas formas. Connotan, en general, niveles de cualificaciones bastante asentados y reconocidos en el sistema.

La indicación número 13 fue aprobada por 7 votos a favor (de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, Letelier, Montes, Walker (don Ignacio) y Zaldívar) y una abstención (del Honorable Senador señor Quintana).

Artículo 9°

Establece, en el inciso primero, que el personal de la universidad tendrá la calidad de empleado público y se regirá por el estatuto de la universidad, los reglamentos especiales, si los hubiere, y supletoriamente por las normas generales.

De la forma establecida en sus estatutos, añade el inciso segundo, la universidad podrá fijar y modificar la planta de todo su personal.

De acuerdo con el inciso tercero, las remuneraciones del personal de las universidades serán fijadas de acuerdo a las normas orgánicas de cada una de ellas.

El inciso primero de este artículo fue objeto de la indicación número 14, de los Honorables Senadores señores Horvath y Walker (don Patricio), para introducir a continuación de la locución “normas generales” la expresión “, aplicables a los funcionarios públicos”.

El asesor legislativo del Ministerio de Educación, señor Patricio Espinoza, explicó que la presente indicación viene a especificar el concepto de “normas generales” que ya consta en el proyecto y que opera en la práctica, pues a los funcionarios de las universidades estatales se les aplica supletoriamente el Estatuto Administrativo y la ley de bases generales de la Administración del Estado.

La indicación número 14 fue aprobada, con una enmienda meramente formal, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, Letelier, Montes, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

El Honorable Senador señor Letelier puso de relieve que existe aún una discusión pendiente, más global, respecto de si realmente se quiere que a los funcionarios de las universidades estatales les sea aplicable, por ejemplo, el Estatuto Administrativo. 

Artículo 11

Prescribe, en el inciso primero, que la universidad estará exenta de cualquier impuesto, contribución, tasa, tarifa, patente y otras cargas o tributos.

Asimismo, de acuerdo con el inciso segundo, tendrá la facultad de crear y organizar con otras personas naturales o jurídicas nacionales, extranjeras o internacionales, asociaciones, sociedades, corporaciones o fundaciones cuyos objetivos correspondan o se complementen con los de la universidad, aportando a ellas fondos provenientes de su patrimonio. Estas operaciones no podrán comprometer en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Estado, sus organismos, los gobiernos regionales y las municipalidades.

En relación con el inciso segundo se presentó la indicación número 15, de los Honorables Senadores señores Horvath y Walker (don Patricio), para reemplazar la frase “crear y organizar” por “crear, organizar y asociarse”.

El Honorable Senador señor Letelier se mostró de acuerdo con la redacción original del proyecto, porque ya se contempla la facultad para que cada universidad participe de la organización de asociaciones. Darle potestad para asociarse resultaría, a su juicio, redundante.
El Honorable Senador señor Zaldívar apuntó que, en realidad, lo que se requiere es facultar a las universidades para, además de crear y organizar, asociarse con otras instituciones, cualquieras estas sean. De lo que se sigue que lo que debe suprimirse es la palabra “asociaciones”.

Las Comisiones unidas acogieron esta última sugerencia en el tenor de la indicación número 15, la que, por consiguiente, resultó aprobada con modificaciones por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, Letelier, Montes, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

- - -

Enseguida, las Comisiones unidas conocieron las indicaciones números 16 y 17.

La indicación número 16, de los Honorables Senadores señores Horvath y Walker (don Patricio), para insertar el siguiente artículo 12, nuevo:

“Artículo 12.- Las resoluciones y actos que dicten las Universidades de Aysén y O’Higgins, estarán exentas del trámite de toma de razón, pero deberán registrarse en la Contraloría General de la República, cuando afecten al personal de estas.”.

El Honorable Senador señor Horvath hizo ver que en la ley orgánica constitucional de municipalidades existe una disposición similar a la que propone la indicación, que no exime del control que corresponde a la CGR, sino simplemente del trámite de toma de razón. 

La indicación número 17, de los Honorables Senadores señores Horvath y Walker (don Patricio), para incorporar el siguiente artículo 13, nuevo:

“Artículo 13.- Intercálase en el artículo 1° del capítulo I de la ley N° 19.886, Ley de bases sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios, en su inciso segundo, entre la frase “salvo las empresas públicas creadas por ley” y la frase “y demás casos”, la expresión “, las Universidades de Aysén y O´Higgins”.

Las indicaciones números 16 y 17 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2° de la Constitución Política de la República.

- - -

Enseguida, las Comisiones unidas acordaron realizar enmiendas de carácter formal en el artículo 13 del proyecto de ley, destinadas a hacer consistentes las referencias al artículo primero del decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Educación, de 1981. Cabe señalar que el tenor del artículo 13 es el siguiente:

“Artículo 13.- Reemplázase, en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N°4, de 1981, del Ministerio de Educación, el vocablo “y” tras el guarismo “1980” por “,”; y agrégase a continuación de “derivaren”, la siguiente frase “y de las creadas por ley”.”.

Las enmiendas, de las que se da cuenta en el capítulo de modificaciones del presente informe, fueron aprobadas conforme a lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García-Huidobro, Lagos, Letelier, Montes, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Disposiciones transitorias

En relación con el artículo primero transitorio –que no fue objeto de indicaciones- el Honorable Senador señor Allamand dejó constancia de que el plazo de un año que se otorga al Presidente de la República para dictar las normas estatutarias que regularán a las nuevas universidades colisiona con lo expresado por el propio señor Ministro de Educación, en el sentido de requerir de un cierto espacio de tiempo que le permita generar el marco global al que quedará sujeto el conjunto de las universidades estatales. Hace falta, por consiguiente, que se extienda el plazo propuesto.

Cabe señalar que el tenor literal del artículo primero transitorio es el que sigue:

Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, dicte las normas estatutarias que regularán la organización, las atribuciones y el funcionamiento de la Universidad de O´Higgins y de la Universidad de Aysén.

Artículo segundo

Prescribe que para efectos de lo señalado en el artículo primero transitorio (que, como se dijo, faculta al Presidente de la República para dictar las normas estatutarias de las nuevas universidades), dentro de los primeros 210 días a que se refiere dicho artículo, el rector de la universidad respectiva presentará al Ministerio de Educación el proyecto de estatuto de la universidad, el que deberá contener, a lo menos, las disposiciones relativas a:

a) El gobierno de la universidad, los procedimientos para la designación y remoción de sus autoridades de gobierno y administración, y la forma de integración de los organismos colegiados, así como las atribuciones fundamentales que correspondan a unos y otros, las cuales podrán especificarse mediante reglamento u otra normativa que se dicte al efecto.

El rector deberá nombrarse por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Educación, en conformidad con las disposiciones estatutarias.

b) Los requisitos para postular, asumir y,o ejercer ciertos cargos y funciones.

c) Las normas o mecanismos fundamentales de evaluación académica e institucional.

d) La estructura académica y administrativa esencial de la universidad, así como los procedimientos para crear, modificar y suprimir en todo o parte su estructura académica, planes, programas y carreras, y para otorgar los grados académicos y los títulos profesionales y técnicos que éstos conllevan y las demás certificaciones que correspondan.

e) Las normas para fijar y modificar la planta de todo el personal de la universidad.

f) El procedimiento para fijar y modificar las normas con arreglo a las cuales se determinarán las remuneraciones de todo el personal de la universidad.

g) Las normas para fijar y modificar el reglamento general de académicos y demás personal de la universidad, si correspondiere.

h) El procedimiento para la elaboración de sus presupuestos y los órganos encargados de su aprobación y gestión.

i) El procedimiento para reformar los estatutos.

j) La forma en que la universidad prestará servicios de asesorías y consultorías a terceros resguardando que no afecten los intereses del Estado.

k) Las autoridades de la universidad que poseerán la calidad de ministro de fe.

l) La fecha en que iniciará sus actividades.

Respecto del artículo segundo transitorio se formularon las indicaciones números 18, 19, 20, 21, 21 bis, 22, 23, 24, 24 bis, 24 ter, 25 y 26. Las cuatro primeras, a su encabezamiento.

La indicación número 18, de los Honorables Senadores señores Horvath y Walker (don Patricio), para reemplazar la frase “dentro de los primeros 210 días a que se refiere dicho artículo” por “dentro del primer año a que se refiere dicho artículo”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2° de la Constitución Política de la República.

La indicación número 19, de los Honorables Senadores señor García-Huidobro y señora Von Baer, para sustituir la palabra “presentará” por “propondrá”.

La indicación número 20, de los Honorables Senadores señor García-Huidobro y señora Von Baer, para reemplazar la frase “el proyecto de estatuto” por “un proyecto de estatuto”.

La indicación número 21, de los Honorables Senadores señores Horvath y Walker (don Patricio), para intercalar luego de la frase “estatuto de la universidad” lo siguiente: “, previo informe de las universidades tutoras y un proceso participativo de las instituciones públicas y privadas relevantes de la región”.

La indicación número 21 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2° de la Constitución Política de la República.

La indicación número 21 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar, en el inciso primero, la frase “a que se refiere dicho artículo, el rector de la universidad respectiva presentará al Ministerio de Educación el proyecto de estatuto de la universidad, el que deberá”, por la siguiente: “del plazo a que se refiere dicho artículo, el rector de la universidad respectiva presentará al Ministerio de Educación el proyecto de estatuto de la universidad, el que deberá contar con el acuerdo de la universidad tutora a que se refiere el artículo cuarto transitorio de esta ley y”.

El señor Ministro de Educación expuso que, conforme al encabezado del artículo segundo transitorio, el rector de cada nueva universidad debe presentar los estatutos al Ministerio cinco meses antes de que se venza el año con que el Ejecutivo cuenta para dictar el decreto con fuerza de ley correspondiente. Se agrega, mediante la  indicación en estudio, que para dicha presentación se debe contar con el acuerdo de la universidad tutora.

Con todo, previno, si estos estatutos no son consistentes con el que se defina en el proyecto de ley marco de estatutos para las universidades, deberán ser modificados. 
La indicación número 21 bis fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García-Huidobro, Lagos, Letelier, Montes, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

En consecuencia, las indicaciones números 19 y 20 resultaron aprobadas con modificaciones, en los mismos términos y con idéntica votación que la indicación número 21 bis.

La indicación número 22, de los Honorables Senadores señores Horvath y Walker (don Patricio), para incorporar un párrafo segundo, nuevo, del siguiente tenor en la letra a):

“La estructura de gobierno de la Universidad deberá contemplar un órgano colegiado superior con participación de la comunidad regional, académica y estudiantil.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2° de la Constitución Política de la República.

- - -

La indicación número 23, de los Honorables Senadores señor García-Huidobro y señora Von Baer, para intercalar una letra b), nueva, del siguiente tenor:

“b) El procedimiento para la elaboración de su proyecto de desarrollo institucional.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2° de la Constitución Política de la República.

- - -

La indicación número 24, de los Honorables Senadores señor García-Huidobro y señora Von Baer, para sustituir la letra i) por la siguiente:

“i) El procedimiento para proponer una reforma a los estatutos, de acuerdo a la ley.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2° de la Constitución Política de la República.

Sin perjuicio de esta declaración de inadmisibilidad, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó al Ejecutivo revisar el contenido de la indicación, pues la reforma de los estatutos debe realizarse de conformidad a la ley.

El Honorable Senador señor Allamand agregó que debe tenerse presente que si los estatutos van a estar establecidos en la ley (en este caso, gracias a la delegación de facultades, en un decreto con fuerza de ley), no es posible que su reforma no tenga también rango legal. Si es la ley la que establecerá el gobierno corporativo de una universidad, subrayó, mal podría modificarla una norma de inferior rango. 

El asesor legislativo del Ministerio de Educación, señor Espinoza, manifestó que la letra i) se refiere al procedimiento que debe tener cada institución para generar una propuesta de reforma, puesto que la reforma a los estatutos propiamente tal debe hacerse vía decreto con fuerza de ley.

El Honorable Senador señor Letelier observó que debe debatirse si es acaso necesario que todos los contenidos de los estatutos sean establecidos en la ley. Expresó no tener convicción de que todos los funcionarios públicos deban regirse por un Estatuto Administrativo como el que hoy rige, y que no es conveniente establecer ciertos aspectos que pueden rigidizar el proceso que se está iniciando. 

Posteriormente, y de conformidad con la argumentación sobre este punto llevada a cabo por el Ejecutivo, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 24 bis, para reemplazar, en el literal i) la expresión “reformar los estatutos.” por la oración “proponer modificaciones a los estatutos, las que en todo caso deberán aprobarse conforme a la ley.”.

La indicación número 24 bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García-Huidobro, Lagos, Letelier, Montes, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.


La Primera Mandataria, asimismo, presentó la indicación número 24 ter, para agregar un nuevo literal m) en el artículo segundo transitorio, del siguiente tenor: 

“m) El procedimiento para la elaboración y aprobación de su proyecto de desarrollo institucional.”.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García-Huidobro, Lagos, Letelier, Montes, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

- - -

La indicación número 25, de los Honorables Senadores señores Horvath y Walker (don Patricio), para intercalar la siguiente letra m):

“m) El establecimiento de bachilleratos de nivel, que aseguren a los alumnos su reconocimiento para continuar carreras universitarias en otros establecimientos de nivel superior.”.

- - -

La indicación número 26, de los Honorables Senadores señores Horvath y Walker (don Patricio), para introducir una letra n) del siguiente tenor:

“n) El establecimiento de una carrera de pre-grado completa que se identifique con los potenciales únicos de las regiones respectivas y cuyo plazo de inicio no supere los dos años.”.

Las indicaciones números 25 y 26 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2° de la Constitución Política de la República.

- - -

Artículo tercero
Establece que el Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, nombrará, dentro de los treinta días siguientes a la publicación de la ley que el presente proyecto propone, al primer rector de la universidad, señalando la forma en que será contratado. El rector, que deberá contar con una reconocida trayectoria académica y con conocimiento de la región en que se ubique la universidad, durará cuatro años en el cargo, tras los cuales se procederá a la elección del rector de conformidad a lo que se establezca en los estatutos de la universidad. El Presidente de la República también dictará las normas necesarias para el funcionamiento de la universidad hasta la publicación de sus estatutos.

Este rector, añade el inciso segundo, deberá considerar la participación de la comunidad regional en la elaboración del proyecto de estatutos de la universidad, para lo cual podrá crear consejos integrados por personalidades destacadas de diversos ámbitos a nivel regional o nacional.

Este artículo fue objeto de las indicaciones números 27, 28, 29 y 29 bis.

La indicación número 27, del Honorable Senador señor Allamand, para intercalar en el inciso primero, luego de la frase “publicación de sus estatutos” lo siguiente: “, la que deberá considerar un Consejo Directivo integrado por personalidades relevantes del quehacer académico y/o de reconocida identificación regional que cuenten con experiencia en gestión de instituciones de educación superior”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2° de la Constitución Política de la República.

La indicación número 28, del Honorable Senador señor Allamand, para insertar en el inciso segundo, a continuación de la palabra “participación”, la frase “del Consejo Directivo y”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2° de la Constitución Política de la República.

La indicación número 29, de los Honorables Senadores señores Horvath y Walker (don Patricio), para sustituir, en el inciso segundo, la expresión “nivel regional o nacional” por “nivel regional, nacional e internacional”.

El Honorable Senador señor Horvath observó que todas las universidades tienden a la suscripción de convenios con entidades internacionales. En el caso específico de la universidad que se instalará en Aysén, además, ya existen algunos, como por ejemplo uno que el propio Ministro de Educación convino con la Universidad Técnica de Berlín. 

La indicación número 29 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García-Huidobro, Lagos, Letelier, Quintana y Zaldívar.

La indicación número 29 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar un inciso final del siguiente tenor:

“Desde su nombramiento y hasta la publicación de los estatutos de la Universidad, el Presidente de la República podrá, por motivos fundados, remover al primer Rector; en tal caso el Presidente de la República nombrará un nuevo Rector por el plazo que le hubiera restado al removido.”.

El Honorable Senador señor Allamand se mostró de acuerdo con el contenido de la indicación, haciendo presente que debe suprimirse la locución “primer”. 

Acogiendo la sugerencia realizada precedentemente y, en consecuencia, con modificaciones, la indicación número 29 bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García-Huidobro, Lagos, Letelier, Montes, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

El Honorable Senador señor Letelier consignó que sería deseable que en los procesos de designación y remoción de los rectores participara, de  algún modo, alguna instancia colegiada local. Cabe preguntarse, agregó, si quien asesorará sobre el particular al Presidente de la República será un personero que ejerce en Santiago en el Ministerio, por un representante de la respectiva Secretaría Regional Ministerial o por la universidad tutora, por ejemplo.

El señor Ministro de Educación hizo hincapié en que el Ejecutivo se ha allanado a las inquietudes expresadas respecto de las omnímodas facultades con las que contaría el rector. Considerando que durante 210 días –dentro de los cuales puede ser removido- deberá abocarse a la definición de los estatutos de la universidad y a persuadir a la universidad tutora, someterlo, además, al visto bueno de una instancia regional, conllevaría el riesgo de tornar impracticable su gestión. 

Finalmente, las Comisiones unidas acordaron reemplazar, en el segundo inciso del presente artículo, la palabra “Este” por “El”. Lo hicieron en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García-Huidobro, Lagos, Letelier, Montes, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Artículo cuarto

Establece en el inciso primero que una universidad del Estado, acreditada institucionalmente por al menos cuatro años de conformidad a la ley N° 20.129 (que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior), y que será definida por el Ministerio de Educación mediante decreto supremo, tutelará y acompañará a cada universidad hasta que aquella obtenga la acreditación institucional que regula la norma citada, o la figura afín que la reemplace.

De acuerdo con el inciso segundo, para ser elegida como tal la universidad tutora deberá presentar un plan de tutoría que incluya un fortalecimiento integral de las actividades institucionales y el cierre gradual de sus labores al cumplimiento de su cometido. Tendrá un rol de apoyo y acompañamiento a toda la comunidad académica, que se traducirá en acciones específicas realizadas a solicitud del rector de la nueva universidad. Los informes o propuestas emanados de la universidad tutora serán siempre una recomendación no vinculante para la universidad que nace.

En relación con el artículo cuarto transitorio fueron presentadas las indicaciones números 30, 31, 32, 33, 33 bis, 34, 35, 36 y 36 bis.

La indicación número 30, de los Honorables Senadores señores Horvath y Walker (don Patricio), para eliminarlo.

El Honorable Senador señor Horvath precisó que esta indicación es consistente con la indicación número 37 –de la que se da cuenta más adelante en el presente informe-. Ambas tienen por finalidad que el rol tutor pueda ser cumplido por más de una universidad nacional, y por una o más universidades extranjeras. El hecho de que las nuevas universidades puedan funcionar en red, argumentó, les permitirá hacerlo de modo dinámico y moderno, sin conformarse con la visión, más bien tradicional, de tener un edificio, con profesores y alumnos, en el que se desarrolla investigación.

El Honorable Senador señor Letelier solicitó conocer qué significa, para el Ejecutivo, el rol tutor que se asigna a las universidades del Estado. El punto es relevante, expuso, por diversos motivos: porque guarda relación con los estándares de las nuevas universidades en tanto no logren la acreditación; porque supone, al parecer, una diferencia con lo que algunos han planteado en el sentido de ser preferible que una universidad estatal prestigiosa instale una sede en O´Higgins y Aysén; y porque da cuenta de algo distinto a los convenios que las nuevas universidades podrán suscribir con otras casas de estudio.  

La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García-Huidobro, Lagos, Letelier, Montes, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

La indicación número 31, de los Honorables Senadores señor García-Huidobro y señora Von Baer, para eliminar, en el inciso primero, la locución “del Estado,”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2° de la Constitución Política de la República.

La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que la posibilidad de que la función tutora sea también desempeñada por universidades extranjeras y por nacionales no estatales, así como el establecimiento de un sistema de postulación, contribuirían a elevar el nivel del apoyo que se va a prestar.

Reservar tal función exclusivamente a las universidades del Estado, llamó la atención, va a privar de los enormes aportes que universidades nacionales como la Austral, la de Concepción o la Federico Santa María, por ejemplo, podrían entregar. En la práctica, lo más probable es que sea la Universidad de Chile la entidad estatal que termine mayoritariamente cumpliendo el rol tutor. Desde una mirada regional, sin embargo, esta última no tiene la experticia, el conocimiento ni el arraigo que las anteriormente mencionadas sí poseen en el impulso de polos de desarrollo regional. 

Solicitó, finalmente, que se pusiera en votación la admisibilidad de la indicación número 31.

El señor Ministro de Educación expuso que no se puede obviar que el ámbito público es un mundo con sus propias particularidades. Así también las universidades estatales, que deben someterse a reglas distintas a las que rigen a las universidades particulares, pues se les aplica el Estatuto Administrativo, el procedimiento de compras públicas, el control de la CGR, etc. Adicionalmente, debe atenderse también en las universidades estatales a su relación con la comunidad y a las presiones políticas que concurren en su interior, habida cuenta de su pluralismo y de la generación electoral de sus autoridades.

Sobre toda esa multiplicidad de elementos, profundizó, la universidad tutora debe tener un piso de competencias que, muy probablemente, las universidades privadas no tienen ni tendrán, porque no funcionan de esa manera.

Por otra parte, destacó que en la búsqueda de la universidad tutora siempre será el ideal seleccionar a la mejor universidad  estatal. Establecer alguna clase de concurso al efecto, empero, a su juicio podría significar la introducción de mayor burocracia. 

El Honorable Senador señor Letelier llamó la atención sobre que la creación de las dos nuevas universidades es, más allá de lo que al presente proyecto de ley cabe, un proceso que ya se encuentra en curso. Y en cada caso, con seguridad el Ministerio de Educación ya ha delineado qué universidades asumirán la función tutora. En el caso de la región de O´Higgins, en particular, manifestó su esperanza de que sea la Universidad de Chile la designada.

Puesta en votación la admisibilidad de la indicación, se registraron 6 votos a favor (de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García-Huidobro, Letelier y Montes) y 4 en contra (de los Honorables Senadores señores Lagos, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar). 

En consecuencia, la indicación número 31 fue declarada admisible. 

Sin perjuicio de anunciar su voto en contra de la indicación, el Honorable Senador señor Zaldívar dio a conocer su inquietud por el hecho de que universidades pertenecientes al Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas (CRUCH), como la Austral o la de Concepción, no queden habilitadas para poder ser tutoras.

Puesta en votación la indicación número 31, fue rechazada por 6 votos en contra y 4 a favor. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señores Lagos, Letelier, Montes, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar y a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García y García-Huidobro.

La indicación número 32, de los Honorables Senadores señor García-Huidobro y señora Von Baer, para intercalar en el inciso primero, luego de “Ministerio de Educación” lo siguiente: “a través de un concurso público entre todas aquellas universidades que deseen participar y cumplan con los requisitos señalados, y debidamente nombrada”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República.

La indicación número 33, del Honorable Senador señor Allamand, para incorporar, también en el inciso primero, después de la voz “supremo” la frase “previa postulación pública de las universidades interesadas y acuerdo del Consejo Nacional de Educación”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2° de la Constitución Política de la República.

Sin perjuicio de la precedente declaración, el Honorable Senador señor Allamand reivindicó la trascendencia de que una universidad tutora no sea pura y simplemente designada por la autoridad, sino que deba someterse a alguna clase de postulación que le otorgue mayor legitimidad.

La indicación número 33 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar en el inciso primero, entre las expresiones “decreto supremo,” y “tutelará” la frase “dictado en el plazo de treinta días desde la publicación de esta ley,”.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García-Huidobro, Lagos, Letelier, Montes, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

La indicación número 34, del Honorable Senador señor Allamand, para reemplazar el inciso segundo por los siguientes:

“La universidad tutora, para ser elegida como tal deberá presentar un plan de supervisión que incluya un programa general de desarrollo en los ámbitos académicos, financieros e institucionales que conduzcan al fortalecimiento integral de las actividades de la nueva universidad y el cierre gradual de sus labores al cumplimiento de su cometido. Ella tendrá un rol de apoyo y supervisión, que se ejercerá a través de propuestas, informes y observaciones las que deberán considerarse o rechazarse fundadamente. Del mismo modo, la universidad tutora podrá efectuar acciones directas cuando le sean solicitadas por el rector de la nueva universidad.

Asimismo, el Consejo Nacional de Educación deberá emitir un informe anual sobre la marcha de la nueva universidad, a fin de que esta pueda adoptar las medidas necesarias para su progreso y desarrollo integral.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República.

La indicación número 35, del Honorable Senador señor Letelier, para agregar la siguiente oración final en el inciso segundo: “Además otorgará un certificado respecto de su función de universidad tutora y de que los licenciados de la universidad naciente cumplen los requisitos de calidad para el ejercicio de la profesión.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2° de la Constitución Política de la República.

- - -

La indicación número 36, de los Honorables Senadores señor García-Huidobro y señora Von Baer, para agregar un inciso final del siguiente tenor:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, la Universidad, desde la fecha en que comience a operar, deberá someterse al proceso de licenciamiento regulado en los artículos 97 y siguientes del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2° de la Constitución Política de la República.


La indicación número 36 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, en el artículo cuarto transitorio:


“La nueva universidad deberá someterse, en un plazo máximo de siete años contados desde el nombramiento del primer rector, al proceso de acreditación que establece la ley Nº 20.129 o el instrumento que la reemplace. Si no obtuviere la acreditación, podrá nombrarse un administrador provisional, de acuerdo a la ley Nº 20.800.


Con todo, la Universidad se someterá a una evaluación de su gestión institucional en el plazo de cuatro años desde el nombramiento del primer Rector. Esta evaluación será realizada por la Comisión Nacional de Acreditación, o el organismo que la reemplace; y considerará como criterios de calidad, entre otros, la existencia de al menos un programa académico que permita a sus estudiantes continuar estudios en otras instituciones de educación superior; y de un programa de pregrado que se desarrolle completamente en la región y que tenga pertinencia con los potenciales regionales. Las conclusiones de esta evaluación podrán recomendar la implementación de medidas, tales como el cambio de la universidad tutora.”.


El Honorable Senador señor Horvath manifestó su preferencia por que el programa que permita a los estudiantes proseguir estudios en otras instituciones, sea un bachillerato.


En cuanto a la pertinencia, observó que no debe haber dudas que se encuentra vinculada a los potenciales y a la identidad de la respectiva región. Debe prevenirse, además, que el programa de pregrado no se reduzca a simplemente replicar el que otra universidad ya esté dictando.


El señor Ministro de Educación insistió sobre el cuidado que se debe tener para no llenar de exigencias a las nuevas universidades. Estas deberán destinar todos sus esfuerzos a conseguir alumnos y hacerse de un nombre, por lo que imponerles más obligaciones les hará más complejo obtener la acreditación. 


La Honorable Senadora señor Von Baer valoró el contenido de la indicación número 36 bis, que acoge algunos de los planteamientos realizados por la oposición.


Discrepó, empero, del hecho que se entronice a la Comisión Nacional de Acreditación como contraparte para la evaluación de la gestión institucional de las nuevas universidades. Lo apropiado sería, en su opinión, atribuir esa potestad al Consejo Nacional de Educación, que es la entidad que en la actualidad acompaña el proceso de formación de una universidad y cuenta, por consiguiente, con la experticia que se requiere. De acuerdo con la ley, en efecto, le corresponde emitir un informe sobre el estado de avance del respectivo proyecto, haciendo las observaciones fundadas que le merezca su desarrollo y fijando plazo para subsanarlas; realiza, además, evaluaciones parciales y solicita la información pertinente. Sólo una vez que la universidad logra su autonomía, subrayó, culmina la labor del Consejo, y hace su aparición la Comisión Nacional de Acreditación.


El señor Ministro de Educación explicó que se encuentra entre los objetivos del Gobierno superar, en la futura regulación universitaria, la duplicación de funciones que hoy por hoy existe en lo que el Consejo Nacional de Educación y la Comisión Nacional de Acreditación hacen. Para ello, en lo fundamental se propenderá a que el Consejo, tal como acontece en otras latitudes, devenga en un órgano encargado de proveer un balance que asegure a la comunidad que los gobiernos de turno no sesgarán la educación hacia temas de su interés. Y a que la Comisión haga lo que le es propio, esto es, acompañar a las universidades en su proceso de autonomía.     


El Honorable Senador señor Letelier se mostró de acuerdo con el rol que se tiene reservado a la Comisión Nacional de Acreditación, aunque debe haber claridad sobre en qué va a consistir en realidad. Valoró, en particular, que se explicite que el programa que permita proseguir estudios tenga carácter académico, y preguntó cuál es el alcance de la referencia a la pertinencia regional, pues no debiera entenderse como una limitante a las áreas del saber en que las universidades podrán desarrollar sus programas.


El Coordinador de Educación Superior del Ministerio de Educación, señor Martínez, expresó que cuando se habla de un programa que habilite para proseguir estudios, se habla indubitadamente de un programa académico. La pertinencia, en tanto, alude a que las nuevas instituciones deben dar respuestas a las necesidades y capacidades disponibles de cada región, mas sin verse constreñidas por ese mismo motivo.


El señor Ministro de Educación acotó que de lo que se está hablando es de criterios que deberá considerar la Comisión Nacional de Acreditación para, al cabo de un plazo, determinar si una universidad se encuentra bien perfilada o no.


El Honorable Senador señor Letelier preguntó quién determinaría, y bajo qué criterios, si es pertinente a la región que en Aysén se estableciera un Centro Informático o en O´Higgins un Centro de Logística. Alguien podría sostener que tales iniciativas, aun significando importantes polos de desarrollo, no son pertinentes para esas regiones. Debe cuidarse, consignó, que el concepto en comento no acabe siendo restrictivo.

La indicación número 36 bis fue aprobada, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García-Huidobro, Lagos, Letelier, Montes, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.


Finalmente, las Comisiones unidas acordaron realizar las siguientes enmiendas formales en el artículo cuarto transitorio:


- En el inciso primero, suprimir la palabra “aquella”, y sustituir “norma citada” por “citada ley” y “la figura afín” por “el instrumento”.


- En el inciso segundo, sustituir la frase “cierre gradual de sus labores al cumplimiento de su cometido. Ella tendrá” por “término gradual de sus labores una vez cumplido su cometido. Tendrá”. Y, en la oración final, intercalar, entre “la” y “universidad”, el vocablo “nueva”, y suprimir las voces “que nace”.

Lo hicieron en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García-Huidobro, Lagos, Letelier, Montes, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

- - -

Seguidamente, la Comisión analizó las indicaciones números 37, 38 y 39.

La indicación número 37, de los Honorables Senadores señores Horvath y Walker (don Patricio), para consultar un artículo cuarto transitorio, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo cuarto.- Una o más universidades nacionales, y una o más extranjeras, todas ellas de reconocido prestigio, tutelarán y acompañarán el proceso de creación, puesta en marcha y consolidación institucional de estas universidades.

Las Universidades tutoras para ser elegidas como tal, deberán presentar un plan de tutoría que incluya un fortalecimiento integral de las actividades institucionales y un compromiso en el tiempo para estrechar relaciones académicas. Ellas tendrán un rol de apoyo y acompañamiento a toda la comunidad académica, que se expresará en acciones específicas realizadas a solicitud del rector de la nueva universidad. Los informes o propuestas emanados de aquellas serán siempre una recomendación no vinculante para la universidad que nace.

Corresponderá a los Rectores de las universidades establecer el procedimiento de selección de las instituciones tutoras, proponiendo al Ministerio de Educación su designación mediante Decreto Supremo.”.

La indicación número 38, de los Honorables Senadores señores Horvath y Walker (don Patricio), para intercalar el siguiente artículo quinto transitorio, nuevo:

“Artículo quinto.- Durante el plazo que se extienda la tutela, que no podrá ser inferior a 5 años, las Universidades de Aysén y O’Higgins se consideraran acreditadas en todas las áreas para todos los efectos legales, lo que incluye la acreditación de la Institución, como de las carreras y programas académicos de pregrado y postgrado. Esta acreditación permitirá a las Universidades y sus estudiantes acceder a todas las ayudas públicas dispuestas por el Estado para el desarrollo de la actividad académica, incluidas becas, créditos, fondos concursables y cualquier otro beneficio que se establezca en este ámbito.”.

La indicación número 39, de los Honorables Senadores señor García-Huidobro y señora Von Baer, para incorporar el siguiente nuevo artículo quinto transitorio:

“Artículo quinto.- El Estado siempre podrá establecer a través de convenios de desempeño, u otro instrumento, concursos públicos a fin de financiar la instalación de universidades acreditadas institucionalmente a lo menos por cuatro años de conformidad a la ley N° 20.129 o el instrumento que lo reemplace, con el objeto de generar o aumentar la oferta educativa universitaria de calidad y excelencia en una determinada región o provincia del país, cuando la Universidad del Estado allí emplazada no se encuentre acreditada institucionalmente, o alguna de sus carreras de pregrado tampoco se encuentre debidamente acreditada de acuerdo al cuerpo legal señalado. En caso de que la falta de acreditación sea solamente de una o varias carreras de pregrado, el convenio se podrá circunscribir a la generación de una oferta de calidad y excelencia exclusiva para la o las carreras no acreditadas por la entidad estatal, y podrá otorgarse con universidades que además de encontrarse acreditadas institucionalmente por a lo menos cuatro años, tengan acreditada dicha carrera por el período máximo de acreditación posible.”.

Las indicaciones números 37, 38 y 39 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de las Comisiones unidas, por incidir en la administración financiera o presupuestaria del Estado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

- - -

Artículo quinto
En el inciso primero dispone que mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, visado por el Ministro de Educación, se establecerá el monto de los recursos del aporte fiscal a que se refiere el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N°4, de 1981, del Ministerio de Educación, que le corresponderán a las nuevas universidades a contar del año en que inicien sus actividades académicas. El monto de dicho aporte no podrá ser menor al 50% del promedio de lo recibido por este concepto el año anterior por las universidades del Estado no domiciliadas en la XIII Región Metropolitana. Este aporte será entregado a las universidades en proporción al número de meses del año en que dichas actividades se concreten.

A partir del año siguiente al señalado, añade el inciso segundo, las universidades participarán del señalado aporte fiscal, determinándose el monto de los recursos que les corresponde de la forma establecida en el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N°4, de 1981, del Ministerio de Educación.

Finalmente, el inciso tercero indica que el monto del aporte fiscal a que se refiere este artículo, que corresponda a estas universidades, incrementará el aporte fiscal que, de conformidad a la ley de Presupuestos del Sector Público, corresponda a las universidades actualmente existentes.

Respecto de este artículo e formularon las indicaciones números 40 y 41.
La indicación número 40, de los Honorables Senadores señor García-Huidobro y señora Von Baer, para reemplazar, en el inciso primero, la locución “Mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, visado por el Ministro de Educación, se” por “Anualmente, la ley de presupuestos respectiva”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, por incidir en la administración financiera o presupuestaria del Estado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

- - -

La indicación número 41, de los Honorables Senadores señor García-Huidobro y señora Von Baer, para agregar un inciso final del siguiente tenor:

“Con todo, el Ministerio de Educación deberá dar cuenta semestralmente a la subcomisión mixta de presupuestos que corresponda, respecto al uso de los recursos señalados en los incisos anteriores, debiendo informar además el avance en el proceso de acreditación institucional de las universidades de conformidad a lo prescrito por la ley N° 20.129 o el instrumento que la reemplace.”.


La Honorable Senadora señora Von Baer consignó que aun sin saber cómo se llevará a cabo el proceso de acompañamiento para que las nuevas universidades logren la acreditación, el Congreso Nacional está asumiendo una responsabilidad en la creación, por ley, de dichas instituciones. Es por eso relevante disponer de información permanente sobre el particular.

La indicación fue aprobada, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas,  Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García-Huidobro, Lagos, Letelier, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

- - -

Enseguida, las Comisiones unidas acordaron realizar las siguientes enmiendas en el artículo quinto transitorio:

- En el inciso primero, suprimir el guarismo “XIII”.

- En el inciso segundo, reemplazar las voces “al señalado” por “a aquel en que inicien sus actividades académicas”.

- En el inciso tercero, reemplazar “ley” por “Ley”.

Lo hicieron en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, García-Huidobro, Lagos, Letelier, Montes, Quintana, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Artículo sexto
Establece que el mayor gasto fiscal que implique la aplicación de la ley que el proyecto de ley propone, en su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la Partida 50 Tesoro Público.

Fue objeto de la indicación número 42, del Honorable Senador señor Allamand, para agregar la siguiente oración final: “En ambos casos, podrán destinarse fondos a la investigación realizada por las nuevas universidades.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de las Comisiones unidas, por incidir en la administración financiera o presupuestaria del Estado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República.

- - -

INFORME FINANCIERO


El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 16 de junio de 2014, señala lo siguiente:

I. Antecedentes.

El Proyecto de ley en comento crea las Universidades de O'Higgins y de Aysén, como personas jurídicas de derecho público autónomas, funcionalmente descentralizadas y patrimonio propio.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

1.- Con el objeto de apoyar la instalación y la puesta en marcha de las nuevas universidades el Fisco aportará a ellas a contar del momento en que se apruebe este proyecto de ley, recursos para el arrendamiento y gastos de operación necesarios para que los rectores nombrados en virtud del Artículo Tercero transitorio, puedan dar, junto al equipo que lo asesorará, inicio a las actividades de conformación de las nuevas entidades de educación superior. Estos recursos serán entregados a partir del mes en que ocurran dichos nombramientos, y se estima que representarán un gasto fiscal mensual del orden de $ 65 millones por cada universidad.

2. - En el futuro, en la ley de presupuestos correspondiente a los tres primeros años de actividad, se incluirán los recursos necesarios para la compra o construcción, y equipamiento de las dependencias de cada una de las universidades. Se estima que ello representará un gasto Fiscal del orden de $ 7.000 millones en tres años para cada una.

3. - En virtud de lo establecido en el art. 5o transitorio del proyecto, mediante Decreto Supremo se establecerá la participación en el Aporte Fiscal Directo del art 2o del DFL (Ed.) N° 4, de 1981, de cada una de estas nuevas universidades a contar del año de inicio de su actividad académica.

Posteriormente, la Dirección de Presupuestos emitió un nuevo Informe Financiero que acompañó a las indicaciones formuladas por el Ejecutivo, de 13 de mayo de 2015, del siguiente tenor:

I. Antecedentes.

El Ejecutivo presenta indicaciones al Proyecto de Ley que crea las Universidades Estatales de O'Higgins y de Aysén, mediante las cuales se hacen precisiones respecto a las labores que les corresponde ejercer, los procedimientos y plazos como se irán conformando estas nuevas instituciones de educación superior, como el contenido del proyecto de estatuto y los procesos de acreditación y evaluación a los que deberán someterse.

II. Efectos de las indicaciones al Proyecto de Ley sobre el Presupuesto Fiscal.

De las mencionadas indicaciones, solo representa un mayor gasto fiscal la norma incorporada como inciso final del artículo cuarto transitorio, que establece que la Universidad se someterá a una evaluación de la gestión institucional en el plazo de cuatro años desde el nombramiento del primer Rector.

Este mayor gasto será asumido con los recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos en la partida del Ministerio de Educación.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 17, inciso segundo, de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES





En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestras Comisiones de Hacienda y de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, unidas, tienen el honor de proponer la aprobación de las siguientes enmiendas al proyecto de ley despachado en general por el Senado:

Artículo 1°

Eliminar, en la segunda oración, el guarismo “VI”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 2).
Artículo 2°

Eliminar, en la segunda oración, el guarismo “XI”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 4).

Artículo 3°

Sustituir la frase “En la presente ley, cada vez que se señale “la universidad” o “las universidades”, dichas expresiones”, por la siguiente: “Cada vez que en la presente ley se utilicen las expresiones “la universidad” o “las universidades”,”. (Unanimidad 10x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 4°

Inciso primero





- Suprimir la expresión “de carácter regional,”. (Mayoría de votos 9 en contra x 1 abstención. Solicitud de votación separada).





- Intercalar, a continuación de la expresión “formación de personas”, lo siguiente: “en vistas a su desarrollo espiritual y material,”. (Mayoría de votos 7 a favor x 3 abstenciones. Indicación número 5).

 - Reemplazar la expresión “VI y XI regiones” por  “Región del Libertador General Bernardo O’Higgins y de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo”. (Unanimidad 10x0. Indicaciones números 7 y 8).

- Incorporar la siguiente oración final: “Además, propenden a la incorporación de estudiantes provenientes de las regiones respectivas considerando las necesidades específicas de cada zona, a través, por ejemplo, de programas de ingreso especial, lo que podrá establecerse en la reglamentación interna de la universidad.”. (Unanimidad 10x0. Indicaciones números 9 y 9 bis).

Inciso segundo

Sustituir, en la segunda oración, la voz “podrá” por “pueden”. (Unanimidad 10x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo 5°

- Intercalar, a continuación de la expresión “formación de personas”, la frase “en vistas a su desarrollo espiritual y material,”; y luego de la palabra “cívico”, lo siguiente: “, respetuoso del medioambiente y de los derechos humanos”. (Unanimidad 10x0. Indicaciones números 11 y 12).

Artículo 6°

Introducir, luego de la frase “así como otras certificaciones”, la expresión “propias de su quehacer”. (Mayoría de votos 7 a favor x 1 abstención. Indicación número 13).

Artículo 9°

Incorporar en el inciso primero, a continuación de la locución “normas generales”, la expresión “aplicables a los funcionarios públicos”. (Unanimidad 8x0. Indicación número 14).

Artículo 11

En la primera oración del inciso segundo, reemplazar las voces “y organizar” por “, organizar y asociarse”, y eliminar la expresión “asociaciones,”. (Unanimidad 8x0. Indicación número 15).

Artículo 13


Sustituir las expresiones “Reemplázase” y “artículo 1°” por “Reemplázanse” y “artículo primero”, respectivamente; e intercalar, a continuación de “Educación,”, lo siguiente: “la palabra “estado” por “Estado” y”. (Unanimidad 10x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Disposiciones transitorias

Artículo segundo

Reemplazar, en el encabezamiento, la frase “a que se refiere dicho artículo, el rector de la universidad respectiva presentará al Ministerio de Educación el proyecto de estatuto de la universidad, el que deberá”, por la siguiente: “del plazo que allí se establece, el rector de la universidad respectiva presentará al Ministerio de Educación el proyecto de estatuto de la universidad, el que deberá contar con el acuerdo de la universidad tutora a que se refiere el artículo cuarto transitorio de esta ley y”. (Unanimidad 10x0. Indicaciones números 19, 20 y 21 bis).

Letra i)

Reemplazar, en el literal i) la expresión “reformar los estatutos.” por la oración “proponer modificaciones a los estatutos, las que en todo caso deberán aprobarse conforme a la ley.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 24 bis).

- - -


Incorporar la siguiente letra m), nueva:

“m) El procedimiento para la elaboración y aprobación de su proyecto de desarrollo institucional.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 24 ter).

- - -

Artículo tercero

Inciso segundo

- Reemplazar la palabra “Este” por “El”. (Unanimidad 10x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).


- Sustituir las palabras “o nacional” por “, nacional e internacional”. (Unanimidad 8x0. Indicación número 29).

- - -


Incorporar el siguiente inciso final, nuevo:

“Desde su nombramiento y hasta la publicación de los estatutos de la universidad, el Presidente de la República podrá, por motivos fundados, remover al rector; en tal caso, nombrará un nuevo rector por el plazo que le hubiera restado al removido.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 29 bis).

- - -

Artículo cuarto

Inciso primero

- Intercalar, a continuación de “decreto supremo,”, lo siguiente: “dictado en el plazo de treinta días desde la publicación de esta ley,”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 33 bis).

- Suprimir la palabra “aquella”, y sustituir “norma citada” por “citada ley” y “la figura afín” por “el instrumento”. (Unanimidad 10x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Inciso segundo

- Sustituir la frase “cierre gradual de sus labores al cumplimiento de su cometido. Ella tendrá” por “término gradual de sus labores una vez cumplido su cometido. Tendrá”. 

- En la oración final, intercalar, entre “la” y “universidad”, el vocablo “nueva”, y suprimir las voces “que nace”. (Unanimidad 10x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -


Incorporar los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:


“La nueva universidad deberá someterse, en un plazo máximo de siete años contados desde el nombramiento del primer rector, al proceso de acreditación que establece la ley Nº 20.129, o el instrumento que la reemplace. Si no obtuviere la acreditación, podrá nombrarse un administrador provisional, de acuerdo a la ley Nº 20.800.


Con todo, la universidad se someterá a una evaluación de su gestión institucional en el plazo de cuatro años desde el nombramiento del primer rector. Esta evaluación será realizada por la Comisión Nacional de Acreditación, o el organismo que la reemplace; y considerará como criterios de calidad, entre otros, la existencia de al menos un programa académico que permita a sus estudiantes continuar estudios en otras instituciones de educación superior; y de un programa de pregrado que se desarrolle completamente en la región y que tenga pertinencia con los potenciales regionales. Las conclusiones de esta evaluación podrán recomendar la implementación de medidas, tales como el cambio de la universidad tutora.”. (Unanimidad 10x0. Indicación número 36 bis).

- - -

Artículo quinto

- Suprimir, en el inciso primero, el guarismo “XIII”.

- Reemplazar, en el inciso segundo, las voces “al señalado” por “a aquel en que inicien sus actividades académicas”.

- Reemplazar, en el inciso tercero, la palabra “ley” por “Ley”. (Unanimidad 10x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -

Incorporar un inciso final del siguiente tenor:

“Con todo, el Ministerio de Educación deberá dar cuenta semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre el uso de los recursos señalados en los incisos anteriores, debiendo informar además el avance en el proceso de acreditación institucional de las universidades de conformidad a lo prescrito por la ley N° 20.129 o el instrumento que la reemplace.”. (Unanimidad 9x0. Indicación número 41).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


De conformidad con las modificaciones introducidas, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Título I

De las Universidades de O`Higgins y de Aysén

Artículo 1°.- Créase la Universidad de O´Higgins, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. La universidad tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades, de preferencia, en la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.

Artículo 2°.- Créase la Universidad de Aysén, como persona jurídica de derecho público autónoma, funcionalmente descentralizada, con personalidad jurídica y patrimonio propio. La universidad tendrá su domicilio y desarrollará sus actividades, de preferencia, en la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.

Título II

Disposiciones Comunes

Artículo 3°.- Cada vez que en la presente ley se utilicen las expresiones “la universidad” o “las universidades”, deberán entenderse referidas a la Universidad de O´Higgins y a la Universidad de Aysén, indistintamente.

Artículo 4°.- La Universidad de O´Higgins y la Universidad de Aysén son instituciones de educación superior estatal, que asumen con vocación de excelencia la formación de personas en vistas a su desarrollo espiritual y material, y la contribución preferente al desarrollo cultural, material y social de la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins y de la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, respectivamente, como parte fundamental de su misión institucional. Además, propenden a la incorporación de estudiantes provenientes de las regiones respectivas considerando las necesidades específicas de cada zona, a través, por ejemplo, de programas de ingreso especial, lo que podrá establecerse en la reglamentación interna de la universidad.
Cumplen su labor a través de la realización de funciones de docencia, investigación, creación y vinculación con el medio propias del quehacer universitario, en las áreas del conocimiento y dominios de la cultura que sus orientaciones estratégicas definan. Asimismo, pueden dedicarse al desarrollo y la formación en las disciplinas técnicas y a la capacitación.

Artículo 5°.- Son principios que orientan el quehacer de la universidad la libertad de pensamiento y de expresión; libertad de cátedra y asociación; el pluralismo; la participación de sus miembros en la vida institucional; la actitud reflexiva, dialogante y crítica en el ejercicio de las tareas intelectuales; la excelencia académica; la equidad y la valoración del mérito como criterios de ingreso a la universidad, promoción y egreso de ella, y la formación de personas en vistas a su desarrollo espiritual y material, con sentido ético, cívico, respetuoso del medioambiente y de los derechos humanos y de solidaridad social.

Artículo 6°.- En el cumplimiento de sus funciones, la universidad podrá otorgar todo tipo de grados académicos, títulos profesionales y técnicos; certificaciones técnicas con motivo de las capacitaciones que realice, así como otras certificaciones propias de su quehacer no conducentes a título o grado.

Artículo 7°.- El rector de la universidad es su máxima autoridad y su representante legal, e integra como miembro titular el Consejo de Rectores a que se refiere el decreto con fuerza de ley N°2, de 1985, del Ministerio de Educación.

Artículo 8°.- El patrimonio de la universidad estará constituido por:

a) Los aportes que anualmente le asigne la ley de Presupuestos del Sector Público y los que otras leyes le otorguen.

b) Los montos que perciba por concepto de matrícula, aranceles, derechos de exámenes, certificados, estampillas y solicitudes a la universidad, y toda clase de cuotas extraordinarias que deban pagar sus estudiantes.

c) Los ingresos que perciba por los servicios que preste.

d) Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título.

e) Los frutos, rentas e intereses de sus bienes y servicios.

f) La propiedad intelectual e industrial que genere y los derechos que de ella se deriven.

g) Las herencias o legados que acepte, lo que deberá hacer siempre con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecte.

h) Las donaciones que acepte, las que estarán exentas del trámite de insinuación y de toda clase de impuesto o gravamen que las afecte.

Artículo 9°.- El personal de la universidad tendrá la calidad de empleado público y se regirá por el estatuto de la universidad, los reglamentos especiales, si los hubiere, y supletoriamente por las normas generales aplicables a los funcionarios públicos.

De la forma establecida en sus estatutos, la universidad podrá fijar y modificar la planta de todo su personal.

Las remuneraciones del personal de las universidades serán fijadas de acuerdo a las normas orgánicas de cada una de ellas.

Artículo 10.- Serán académicos de la universidad quienes tengan un nombramiento vigente y una jerarquía académica.

Un reglamento general, aprobado de acuerdo a lo que establezca el estatuto de la universidad, fijará los derechos y deberes del personal académico, regulará su ordenamiento jerárquico y las formas de ingreso, jerarquización, calificación y permanencia.

Artículo 11.- La universidad estará exenta de cualquier impuesto, contribución, tasa, tarifa, patente y otras cargas o tributos.

Asimismo, tendrá la facultad de crear, organizar y asociarse con otras personas naturales o jurídicas nacionales, extranjeras o internacionales, sociedades, corporaciones o fundaciones cuyos objetivos correspondan o se complementen con los de la universidad, aportando a ellas fondos provenientes de su patrimonio. Estas operaciones no podrán comprometer en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Estado, sus organismos, los gobiernos regionales y las municipalidades.

Título III

Disposiciones Finales

Artículo 12.- Intercálase en el inciso primero del artículo 99 de la ley N°18.681, entre las palabras “Valparaíso,” y “Universidad” la frase “Universidad de O´Higgins, Universidad de Aysén,”.

Artículo 13.- Reemplázanse, en el artículo primero del decreto con fuerza de ley N°4, de 1981, del Ministerio de Educación, la palabra “estado” por “Estado” y el vocablo “y” tras el guarismo “1980” por “,”; y agrégase a continuación de “derivaren”, la siguiente frase “y de las creadas por ley”.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, dicte las normas estatutarias que regularán la organización, las atribuciones y el funcionamiento de la Universidad de O´Higgins y de la Universidad de Aysén.

Artículo segundo.- Para efectos de lo señalado en el artículo anterior, dentro de los primeros 210 días del plazo que allí se establece, el rector de la universidad respectiva presentará al Ministerio de Educación el proyecto de estatuto de la universidad, el que deberá contar con el acuerdo de la universidad tutora a que se refiere el artículo cuarto transitorio de esta ley y contener, a lo menos, las disposiciones relativas a:

a) El gobierno de la universidad, los procedimientos para la designación y remoción de sus autoridades de gobierno y administración, y la forma de integración de los organismos colegiados, así como las atribuciones fundamentales que correspondan a unos y otros, las cuales podrán especificarse mediante reglamento u otra normativa que se dicte al efecto.

El rector deberá nombrarse por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Educación, en conformidad con las disposiciones estatutarias.

b) Los requisitos para postular, asumir y,o ejercer ciertos cargos y funciones.

c) Las normas o mecanismos fundamentales de evaluación académica e institucional.

d) La estructura académica y administrativa esencial de la universidad, así como los procedimientos para crear, modificar y suprimir en todo o parte su estructura académica, planes, programas y carreras, y para otorgar los grados académicos y los títulos profesionales y técnicos que éstos conllevan y las demás certificaciones que correspondan.

e) Las normas para fijar y modificar la planta de todo el personal de la universidad.

f) El procedimiento para fijar y modificar las normas con arreglo a las cuales se determinarán las remuneraciones de todo el personal de la universidad.

g) Las normas para fijar y modificar el reglamento general de académicos y demás personal de la universidad, si correspondiere.

h) El procedimiento para la elaboración de sus presupuestos y los órganos encargados de su aprobación y gestión.

i) El procedimiento para proponer modificaciones a los estatutos, las que en todo caso deberán aprobarse conforme a la ley.
j) La forma en que la universidad prestará servicios de asesorías y consultorías a terceros resguardando que no afecten los intereses del Estado.

k) Las autoridades de la universidad que poseerán la calidad de ministro de fe.

l) La fecha en que iniciará sus actividades.

m) El procedimiento para la elaboración y aprobación de su proyecto de desarrollo institucional.
Artículo tercero.- Mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación, el Presidente de la República nombrará, dentro de los treinta días siguientes a la publicación de la presente ley, al primer rector de la universidad, señalando la forma en que será contratado. El rector, que deberá contar con una reconocida trayectoria académica y con conocimiento de la región en que se ubique la universidad, durará cuatro años en el cargo, tras los cuales se procederá a la elección del rector de conformidad a lo que se establezca en los estatutos de la universidad. El Presidente de la República también dictará las normas necesarias para el funcionamiento de la universidad hasta la publicación de sus estatutos.

El rector deberá considerar la participación de la comunidad regional en la elaboración del proyecto de estatutos de la universidad, para lo cual podrá crear consejos integrados por personalidades destacadas de diversos ámbitos a nivel regional¸ nacional e internacional.

Desde su nombramiento y hasta la publicación de los estatutos de la universidad, el Presidente de la República podrá, por motivos fundados, remover al rector; en tal caso, nombrará un nuevo rector por el plazo que le hubiera restado al removido.

Artículo cuarto.- Una universidad del Estado, acreditada institucionalmente por al menos cuatro años de conformidad a la ley N°20.129, que será definida por el Ministerio de Educación mediante decreto supremo, dictado en el plazo de treinta días desde la publicación de esta ley, tutelará y acompañará a cada universidad hasta que obtenga la acreditación institucional que regula la citada ley, o el instrumento que la reemplace.

La universidad tutora, para ser elegida como tal, deberá presentar un plan de tutoría que incluya un fortalecimiento integral de las actividades institucionales y el término gradual de sus labores una vez cumplido su cometido. Tendrá un rol de apoyo y acompañamiento a toda la comunidad académica, que se traducirá en acciones específicas realizadas a solicitud del rector de la nueva universidad. Los informes o propuestas emanados de aquella serán siempre una recomendación no vinculante para la nueva universidad.

La nueva universidad deberá someterse, en un plazo máximo de siete años contados desde el nombramiento del primer rector, al proceso de acreditación que establece la ley Nº 20.129, o el instrumento que la reemplace. Si no obtuviere la acreditación, podrá nombrarse un administrador provisional, de acuerdo a la ley Nº 20.800.

Con todo, la universidad se someterá a una evaluación de su gestión institucional en el plazo de cuatro años desde el nombramiento del primer rector. Esta evaluación será realizada por la Comisión Nacional de Acreditación, o el organismo que la reemplace; y considerará como criterios de calidad, entre otros, la existencia de al menos un programa académico que permita a sus estudiantes continuar estudios en otras instituciones de educación superior; y de un programa de pregrado que se desarrolle completamente en la región y que tenga pertinencia con los potenciales regionales. Las conclusiones de esta evaluación podrán recomendar la implementación de medidas, tales como el cambio de la universidad tutora.

Artículo quinto.- Mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, visado por el Ministro de Educación, se establecerá el monto de los recursos del aporte fiscal a que se refiere el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N°4, de 1981, del Ministerio de Educación, que le corresponderá a las nuevas universidades a contar del año en que inicien sus actividades académicas. El monto de dicho aporte no podrá ser menor al 50% del promedio de lo recibido por este concepto el año anterior por las universidades del Estado no domiciliadas en la Región Metropolitana. Este aporte será entregado a las universidades en proporción al número de meses del año en que dichas actividades se concreten.

A partir del año siguiente a aquel en que inicien sus actividades académicas, las universidades participarán en el aporte fiscal indicado en el inciso anterior, determinándose el monto de los recursos que les corresponde, de la forma establecida en el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N°4, de 1981, del Ministerio de Educación.

El monto del aporte fiscal a que se refiere este artículo, que corresponda a estas universidades, incrementará el aporte fiscal que, de conformidad a la Ley de Presupuestos del Sector Público, corresponda a las universidades actualmente existentes.

Con todo, el Ministerio de Educación deberá dar cuenta semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre el uso de los recursos señalados en los incisos anteriores, debiendo informar además el avance en el proceso de acreditación institucional de las universidades de conformidad a lo prescrito por la ley N° 20.129 o el instrumento que la reemplace.
Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que implique la aplicación de esta ley en su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la Partida 50 Tesoro Público.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 12 y 13 de mayo de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Juan Antonio Coloma Correa (Alejandro García-Huidobro Sanfuentes), José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel, Carlos Montes Cisternas, Jaime Quintana Leal e Ignacio Walker Prieto.

Sala de la Comisión, a 19 de mayo de 2015.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de las Comisiones unidas.
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INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL ENCARGADA DE CONOCER PROYECTOS RELATIVOS A PROBIDAD Y TRANSPARENCIA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, PARA LIMITAR LA REELECCIÓN DE LAS AUTORIDADES QUE INDICA

(4.115-07, 4.499-07, 8.221-07, 7.888-07, 4.701-07 y 4.891-07, REFUNDIDOS)

HONORABLE SENADO:


La Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia, tiene el honor de informar respecto del proyecto de reforma constitucional aludido, que se inició en la Cámara de Diputados en seis mociones que fueron refundidas, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Se hace presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de reforma constitucional, por haberse hecho presente la urgencia de discusión inmediata a su respecto.

-------

OBJETIVOS DEL PROYECTO


-Limitar la reelección de los Senadores –por una sola vez-, de los Diputados –por dos períodos sucesivos- y de los alcaldes, consejeros regionales y concejales por dos veces consecutivas, y considerar el período en actual ejercicio de las autoridades mencionadas como el primero.
-------

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República, los cinco numerales del artículo único del proyecto de reforma constitucional en informe requieren de la aprobación de las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio, por cuanto recaen sobre los Capítulos V y XIV del Texto Fundamental. 

-------


A las sesiones en que la Comisión estudió esta reforma constitucional asistieron, además de sus miembros, el Ministro Secretario General de Presidencia, señor Jorge Insunza Gregorio de las Heras, la ex Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón González, la Subsecretaria del mismo Ministerio, señora Patricia Silva Meléndez, el Jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales, señor Gabriel de la Fuente y el abogado señor Nicolás Torrealba; la abogada de la División Jurídica de dicha Secretaría de Estado, señora Valeria Lubbert y los asesores señores Tomás Jordán y Daniel Portilla; el asesor del Comité Partido por la Democracia, señor Sebastián Abarca; el asesor del Comité Partido Comunista de la Cámara de Diputados, señor Matías Jiménez y el asesor del Instituto Igualdad, señor Sebastián Divin. Asesores parlamentarios: del Senador señor Ignacio Walker, la señora Constanza González; del Senador Espina el señor Pablo Urquízar y del Senador Harboe, la Jefa de Gabinete, señora Deborah Bailey.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de reforma constitucional se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


-La Constitución Política de la República, especialmente los artículos que dicen relación con la generación de la Cámara de Diputados y del Senado, la elección de los alcaldes, la integración de los consejos regionales y la conformación de los concejos municipales.


El artículo 47 preceptúa que la Cámara de Diputados está integrada por miembros elegidos en votación directa por distritos electorales, renovándose en su totalidad cada cuatro años. A su vez, el artículo 49 consagra la integración del Senado por votación directa por circunscripciones senatoriales, durando ocho años en sus cargos y renovándose alternadamente cada cuatro años.


El artículo 51, en su inciso segundo establece que las elecciones de diputados y de senadores se efectuarán conjuntamente y que los parlamentarios podrán ser reelegidos en sus cargos, sin considerar límites a esta posibilidad.


El artículo 113, referido al consejo regional, partícipe del gobierno de cada región, estatuye que estará integrado por consejeros elegidos por sufragio universal en votación directa y que durarán cuatro años en sus cargos pudiendo ser reelegidos.


El artículo 118, en su inciso primero hace recaer la administración local de cada comuna o agrupación de comunas en una municipalidad, entidad que estará constituida por el alcalde, que es su máxima autoridad y por el concejo.


El artículo 119 contempla que los concejales municipales, elegidos por sufragio universal, durarán cuatro años en sus cargos y que podrán ser reelegidos.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO




Esta iniciativa tuvo su origen en las siguientes seis mociones presentadas en la Cámara de Diputados:

-Boletín N° 4.115-07. Del ex Diputado y actual Senador señor Chahuán, de la Diputada Rubilar, y de los ex Diputados Aedo y Ximena Valcarce, cuya idea central era permitir la reelección de diputados hasta por dos períodos y la de los senadores hasta por uno, a la vez que agregaba una norma transitoria para que se considere el actual período como el primero.

-Boletín N° 4.499-07. De los Diputados Farías y Jiménez y de los ex Diputados Alinco y Ximena Vidal, para limitar la reelección de diputados, senadores y concejales a sólo una vez.

-Boletín N° 4.701-07. Del Diputado Rodrigo González, que autorizaba la reelección de diputados y senadores hasta por una vez.

-Boletín N° 4.891-07. Del Diputado Fidel Espinoza y de las Diputadas Pacheco y Pascal, y de los ex Diputados De Urresti y Díaz, para permitir solamente la reelección de los diputados, limitada a un período. 

-Boletín N° 7.888-07. De los Diputados Chahín, Sabag, Saffirio, Torres y Walker y de la ex Diputada Carolina Goic, cuya idea central era autorizar la reelección de los diputados hasta por dos períodos y la de los senadores solamente por uno, agregando mediante una norma transitoria que esta normativa será aplicable a partir de las próximas elecciones parlamentarias, pero considerando el actual período como el primero.

-Boletín N° 8.221-07. Del Diputado Ceroni y de los ex Diputados Burgos, Cardemil, Díaz y Eluchans, para permitir la reelección de diputados hasta por dos períodos  y la de los senadores sólo por uno y establecía mediante una norma transitoria que esta limitante empezaría a aplicarse a partir de las elecciones parlamentarias de 2013.

-------

PROYECTOS DE REFORMA CONSTITUCIONAL INICIADOS EN MOCIÓN EN EL SENADO RELACIONADOS CON LA INICIATIVA EN DISCUSIÓN




La Comisión Especial tuvo a la vista los siguientes proyectos de reforma constitucional que se vinculan con la materia en discusión, todos en primer trámite constitucional:

1) El iniciado en Moción de los Senadores señores Ossandón, Guillier y Quinteros, que limita la reelección de autoridades –diputados, senadores, concejales, alcaldes y consejeros regionales-, establece elecciones complementarias, amplía las causales de cesación y renuncia de los cargos parlamentarios y elimina el fuero de los diputados y senadores, correspondiente al Boletín N° 9.978-07.

2) El iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique, sobre reelección y vacancia de parlamentarios, correspondiente al Boletín N° 9.031-07.

3) El iniciado en Moción del Senador señor Navarro, que modifica el inciso primero del artículo 119 de la Carta Fundamental para limitar a tres los períodos consecutivos en que un ciudadano puede ser elegido como concejal, correspondiente al Boletín N° 9.215-07.

4) El iniciado en Moción del Senador señor Navarro, que incorpora un inciso final al artículo 48 de la Carta Constitucional para limitar a tres los períodos consecutivos en que un ciudadano puede ser elegido como diputado, correspondiente al Boletín N° 9.126-07.

5) El iniciado en Moción del Senador señor Navarro, que incorpora un inciso final al artículo 50 de la Carta Constitucional para limitar a dos los períodos consecutivos en que un ciudadano puede ser elegido como senador, correspondiente al Boletín N° 9.217-07.

6) El iniciado en Moción del Senador señor Navarro, que modifica el inciso segundo del artículo 113 de la Carta Fundamental para limitar a tres los períodos consecutivos en que un ciudadano puede ser elegido como consejero regional, correspondiente al Boletín N° 9.218-07.




Además de las reformas constitucionales precedentemente enumeradas, la Comisión Especial tuvo en consideración la idea matriz del proyecto de ley, iniciado en Moción del Senador señor Navarro, que limita a un máximo de dos reelecciones consecutivas la participación de un candidato a alcalde, correspondiente al Boletín N° 9.225-07.

Informe de la Biblioteca del Congreso Nacional sobre la reelección de autoridades públicas en la experiencia comparada




La Comisión Especial también tuvo a la vista el informe elaborado por el área de Asesoría Técnica Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional, cuyo texto se puede consultar en la página web del Senado, asociado al Boletín N° 4.115-07.




Dicho documento señala resumidamente que en el ámbito presidencial, la experiencia comparada exhibe casos en que la reelección está permitida en forma inmediata e indefinida, como en Francia y Venezuela; inmediata, aunque limitada a un solo período consecutivo, como ocurre en Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia y Ecuador; inmediata, con dos períodos contiguos, como en Estados Unidos; o alterna, con la opción de postular nuevamente al cargo una vez transcurrido uno o dos mandatos, como ocurre hoy en Chile, Perú y Uruguay. En contraste, en países como México y Paraguay, la reelección no es admitida. 

 


Respecto a los parlamentarios, en el análisis comparado no se aprecian mayores limitaciones a la reelección, salvo en los casos de Costa Rica y México, en que los legisladores que culminan su período, deben esperar el paso de una legislatura para volver a re-postular. 

 


Finalmente, a nivel local, existen cortapisas a la reelección en estados como Brasil, Uruguay y México.

Asimismo, este informe expresa que la reelección de autoridades públicas es una realidad visible en una buena proporción de países, pese al argumento de algunos especialistas, que afirman que esta posibilidad se puede prestar para abusos de poder. 

 
En los planos presidencial y local se advierten mayores matices en torno a la figura de la reelección, por cuanto en la mayoría de los países analizados esta no es ilimitada ni inmediata, existiendo algunos estados en los cuales, incluso, se encuentra prohibida. 

 
En contraste, a nivel parlamentario se advierte una mayoritaria tendencia en favor de esta alternativa, como lo refrendan los casos ya revisados.
-------

Texto aprobado por la Cámara de Diputados




El proyecto de reforma constitucional despachado por la Cámara de Diputados consta de un artículo único, que contempla cuatro numerales. El primero, referido a las elecciones de diputados y senadores, sustituye el inciso segundo del artículo 51 para disponer que los senadores puedan ser reelegidos sucesivamente sólo por una vez y que los diputados puedan ser reelegidos sucesivamente por dos períodos.




El numeral 2 modifica el inciso segundo del artículo 113 con el objeto de limitar la reelección de los consejeros regionales hasta por dos veces consecutivas.




El numeral 3 introduce una enmienda en el inciso primero del artículo 119 para limitar la reelección de los concejales municipales hasta por dos veces consecutivas.




El numeral 4 agrega una disposición transitoria a la Carta Fundamental con la finalidad de establecer que las limitaciones a la reelección ya mencionadas serán aplicables a contar de las próximas elecciones de parlamentarios, de consejeros regionales y de concejales. Asimismo, se declara –en relación a las limitaciones contempladas- que el período en actual ejercicio de dichas autoridades corresponde al primero.

-------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Sesión celebrada el 6 de mayo de 2015


La Comisión Especial, en la primera sesión dedicada al estudio de esta reforma constitucional, escuchó los planteamientos de la entonces Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón González, para continuar con la expresión de los puntos vista de cada de uno de sus integrantes respecto de la iniciativa.

MINISTERIO SECRETARÍA GENERAL DE LA PRESIDENCIA

 
La ex Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón González, manifestó que este proyecto pretende mejorar los niveles de confianza de la ciudadanía hacia las instituciones y las personas que se desempeñan en ellas mediante los procesos eleccionarios, en cuyo contexto deben considerarse las modificaciones que introdujo la ley N° 20.840, publicada 5 de mayo de 2015, que sustituye el sistema electoral binominal por uno de carácter proporcional inclusivo y fortalece la representatividad del Congreso Nacional.
 
En esa línea, aseveró que la aprobación de la iniciativa puede mejorar el funcionamiento de las instituciones democráticas, al limitar los períodos en que es posible ejercer el cargo de Senador, Diputado, Concejal o Consejero Regional. Al efecto, afirmó que los índices de renovación en el Parlamento señalan que el 87% de los parlamentarios en ejercicio se presentaron a las elecciones parlamentarias de 2013, de cuyo universo el 72% resultó electo.

Con todo, afirmó que la iniciativa de reforma constitucional en estudio introduciría una restricción a la voluntad de la ciudadanía, en un contexto internacional en que sólo en México, Costa Rica y Perú se contemplan mecanismos de esa índole.

En consecuencia, abogó por equiparar los períodos en que las autoridades públicas pueden ejercer sus funciones. Asimismo, sostuvo que, tratándose de la administración comunal, debe establecerse una limitación a los períodos en que un alcalde puede desempeñarse en tal condición, toda vez que el texto aprobado en primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados sólo consagra dicha restricción respecto de los concejales.

-------

 
El Senador señor Prokurica abogó por resolver las problemáticas derivadas de la posibilidad de reelección indefinida de autoridades en cargos de elección popular, incluyendo a los presidentes de partidos políticos, toda vez que dicha materia resulta relevante para mejorar los índices de confianza de la ciudadanía respecto de las instituciones públicas. 

 
En ese sentido, sostuvo que, en los años 2006 y 2010, la directiva de la colectividad de la que forma parte envió un documento a la Presidenta de la República representándole dicha situación, lo que habría sido considerado en la iniciativa en estudio.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que, sin perjuicio de la necesidad de evaluar la procedencia de limitar la reelección indefinida de autoridades públicas, la mejoría en los índices de confianza de la ciudadanía hacia la instituciones públicas requiere de propuestas de reformas legales en diversas materias, tal como ocurre tratándose de la legislación relativa al funcionamiento y financiamiento de los partidos políticos.

 
En efecto, aseveró que, aun cuando la iniciativa en estudio propone favorecer la renovación de las autoridades de elección popular, nuestro país presenta altos índices en el ingreso de nuevos parlamentarios. En la misma línea, agregó que entre las conclusiones del Consejo Asesor Presidencial contra los conflictos de interés, tráfico de influencias y corrupción, no se consigna el establecimiento de un límite a la reelección de parlamentarios, lo que sí ocurre tratándose de alcaldes
.

En ese contexto, aseveró que, sin perjuicio de concordar en la necesidad de establecer un límite a la reelección, dicha medida debe ser analizada reflexivamente, habida cuenta de los efectos que pudiere producir en el funcionamiento del Parlamento, y los indicadores que señalan que, en general, nuestro país presenta una permanente renovación de sus autoridades.

 
El Senador señor Harboe afirmó que la iniciativa recoge uno de los elementos que la ciudadanía ha cuestionado respecto del funcionamiento de las instituciones públicas.

 
En efecto, indicó que las reformas en materia de transparencia de la política requieren limitar el período en que las autoridades de elección popular pueden ejercer tales labores, incluyendo a funcionarios de organismos específicos, tales como los fiscales regionales del Ministerio Público. En ese sentido, enfatizó que existe la necesidad de implementar una regulación coherente que, desde diversos ángulos, permita mejorar la calidad de la actividad política en materias tales como transparencia y financiamiento de los partidos políticos.

 
Sin perjuicio de ello, manifestó que, durante el análisis de la iniciativa, deben ponderarse adecuadamente los efectos que la limitación a la reelección de autoridades públicas puede generar respecto de quienes han acumulado la experiencia necesaria para ejercer correctamente sus labores.

 
En ese sentido, expresó que, en momentos en que la evaluación ciudadana respecto de la labor de las instituciones públicas resulta ser negativa, la labor que debe cumplir el Parlamento debe desarrollarse buscando lo mejor para el país, con prescindencia de las consecuencias que se pudieren producir en términos de popularidad.

Agregó que el inciso segundo del artículo 49 de la Constitución Política de la República, al disponer que los Senadores durarán ocho años en su cargo y se renovarán alternadamente cada cuatro años, pretende evitar la total renovación del Senado en conjunto con la Cámara de Diputados y la elección del Presidente de la República, de modo de favorecer la estabilidad del proceso democrático.

En consecuencia, puntualizó que, al limitar la reelección de las autoridades, se establecería, en rigor, una restricción hacia la forma en que la ciudadanía puede elegir a sus representantes, lo que podría afectar injustamente a aquellos servidores públicos de mayor experiencia que desempeñan adecuadamente sus labores.

El Senador señor Guillier sostuvo que el país se enfrenta a un contexto en que la ciudadanía advierte la tendencia de las autoridades públicas a reelegirse indefinidamente en sus cargos, lo que, en general, puede constituir un síntoma de corrupción, junto a una evaluación especialmente crítica respecto de la labor de las instituciones públicas, en general, y del Congreso Nacional, en particular.

 
En ese sentido, enfatizó que la respuesta que debe provenir desde las instituciones públicas debe ser clara, con la finalidad de dar cuenta de una voluntad seria y drástica en materia de limitación a la reelección indefinida.

 
En consecuencia, manifestó que, en el evento de implementar un límite a la reelección de ciertas autoridades públicas, debe tratarse de un mecanismo que impida que, en los hechos, se produzca la situación actual, en que algunas de ellas ejercen sus funciones durante varias décadas de modo consecutivo.

Enfatizó que es necesario que las autoridades promuevan una verdadera autolimitación de sus facultades en el ejercicio del poder. Bajo esa premisa, añadió, no resulta adecuado que la iniciativa en análisis, en lugar de introducir una modificación sustantiva en la materia, proponga legalizar una situación que se produce de facto, la que ha sido evaluada muy negativamente por la ciudadanía, consistente en la excesiva permanencia de ciertas autoridades en sus cargos.

El Senador señor Walker, don Ignacio, afirmó que, en el marco de la democracia representativa, corresponde diseñar los mecanismos que permitan garantizar la calidad de las instituciones públicas y favorecer la gobernabilidad, considerando que, de ese modo, es posible evitar la aparición de gobiernos populistas o liderazgos individualistas.

En ese contexto, aseveró que el establecimiento de un límite a la reelección indefinida de autoridades públicas puede desempeñar un rol muy relevante, aun cuando ello podría constituir una limitación a las facultades de la ciudadanía respecto de la elección de sus representantes en cargos de elección popular. En efecto, agregó que la regla general, en las democracias más desarrolladas, es la inexistencia de restricciones en materia de reelección, habida cuenta de que se trata de una materia que debe ser resuelta, en último término, mediante el voto popular.

Por otra parte, señaló que, en conformidad al numeral 17° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, la admisión a las funciones y empleos públicos, en la forma establecida por la Constitución y las leyes, constituye un derecho fundamental de toda persona. Asimismo, agregó que el inciso segundo del artículo 13 de la Carta Fundamental consagra que la calidad de ciudadano otorga el derecho a optar a cargos de elección popular. Ambas disposiciones, afirmó, deben ser consideradas durante el debate de la iniciativa, considerando que ésta pretende limitar la posibilidad de ejercer determinados cargos públicos.

Sesión celebrada el 13 de mayo de 2015


Al inicio de esta sesión, el Presidente de la Comisión Especial, Senador señor Walker, don Ignacio, puso en votación la idea de legislar respecto de la reforma constitucional en estudio, resultando aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela, Prokurica y Walker, don Ignacio.





Seguidamente, la Comisión Especial efectuó la discusión en particular de esta iniciativa.

Artículo único

Numeral 1)
El numeral 1) del artículo único del proyecto de reforma constitucional apunta a sustituir el inciso segundo del artículo 51 de la Constitución Política de la República, estableciendo que los senadores podrán ser reelegidos sucesivamente en el cargo sólo por una vez, en tanto que los diputados podrán ser reelegidos sucesivamente en el cargo por dos períodos.
El Senador señor Walker, don Ignacio, explicó que la disposición en análisis limita la reelección de los diputados hasta por dos períodos consecutivos.

Agregó que la iniciativa consagra un máximo equivalente a doce años de ejercicio consecutivo del cargo de diputado, los que resultarían de sumar los cuatro años de la primera elección junto al período de ocho años, en el evento de producirse dos reelecciones sucesivas.

A su turno, especificó que tratándose de los senadores, el proyecto de reforma constitucional permite la posibilidad de una sola reelección, la que, sumada a la primera elección, equivale a un período máximo sucesivo de dieciséis años en el cargo.

-Puesto en votación el numeral 1) del artículo único del proyecto de reforma constitucional, fue aprobado, con una adecuación de carácter formal, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela, Prokurica y Walker, don Ignacio.

Numeral 2)

El numeral 2) del artículo único del proyecto en estudio propone establecer, en el inciso segundo del artículo 113 de la Constitución Política de la República, que, tratándose de los consejeros regionales -cuyo período equivale a cuatro años-, podrán ser reelegidos en sus cargos hasta por dos veces consecutivas.
-Puesto en votación el numeral 2) del artículo único del proyecto de reforma constitucional, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela, Prokurica (Espina) y Walker, don Ignacio, en los mismos términos que la Cámara de Diputados.

Indicación de S.E. la Presidenta de la República

La Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, presentó una indicación para intercalar, en el artículo único del proyecto de reforma constitucional, un numeral 3, nuevo, pasando los actuales numerales 3) y 4) a ser 4) y 5), respectivamente.

En efecto, la disposición propuesta apunta a establecer, en el inciso primero del artículo 118 de la Constitución Política de la República, que los alcaldes serán elegidos por sufragio universal de conformidad a la ley orgánica constitucional de municipalidades, durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos hasta por dos veces consecutivas.

Al inicio del análisis de la indicación del Ejecutivo, el Jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, afirmó que, mediante la aprobación de dicha disposición, se propone limitar el período en que los alcaldes pueden ejercer sus funciones de modo consecutivo, por el equivalente a doce años. 

Al mismo tiempo, aseveró que, de ese modo, se incorporan las normas relativas a la forma de elección y duración del mandato de los alcaldes al texto constitucional vigente, toda vez que dichas disposiciones se encuentran contenidas en el Título II del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 2014, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades.

-Puesto en votación el numeral 3, nuevo, que la indicación de S.E. la Presidenta de la República propone agregar al artículo único del proyecto de reforma constitucional, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela, Prokurica y Walker, don Ignacio.

Numeral 3, que ha pasado a ser 4)

El numeral 3), que ha pasado a ser numeral 4), del artículo único del proyecto de reforma constitucional, propone establecer, en el inciso primero del artículo 119 de la Constitución Política de la República, que los concejales que forman parte de la Administración Comunal, cuyo período equivale a cuatro años, podrán ser reelegidos hasta por dos veces consecutivas.

-Puesto en votación el numeral 3) del artículo único del proyecto de reforma constitucional, que ha pasado a ser numeral 4), fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela, Prokurica y Walker, don Ignacio, en los mismos términos que la Cámara de Diputados.
Numeral 4), que ha pasado a ser 5)

El numeral 4), que ha pasado a ser numeral 5), del artículo único del proyecto de reforma constitucional, propone incorporar, a la Constitución Política de la República, una disposición transitoria, nueva, estableciendo que las modificaciones introducidas en los incisos segundo del artículo 51, segundo del artículo 113 y primero del artículo 119 serán aplicables a partir de las siguientes elecciones parlamentarias, de consejeros regionales y de concejales, respectivamente, entendiendo para los efectos señalados en las disposiciones citadas que el período en actual ejercicio corresponde al primero.

A su respecto, S.E. la Presidenta de la República presentó una indicación para introducir una disposición transitoria vigésimo séptima, nueva, estableciendo que los límites a la reelección que operan respecto de senadores, diputados, alcaldes, concejales y consejeros regionales serán aplicables a partir de las primeras elecciones posteriores a su elección. Asimismo, propone que, para las autoridades en ejercicio al momento en que tales restricciones se encuentren vigentes, se contabilizará la próxima elección como su primera candidatura a reelección, en su caso.

En la misma línea, el Senador señor Harboe propuso establecer un texto que consigne el actual período de las distintas autoridades como el primero, para los efectos de los límites a la reelección establecidos.

-Puesta en votación la indicación de S.E. la Presidenta de la República, que incorpora una disposición transitoria vigésimo séptima, nueva, a la Constitución Política de la República, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela, Prokurica y Walker, don Ignacio.

MODIFICACIONES

 
En mérito de los acuerdos recién consignados, la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia propone aprobar el texto despachado por la Cámara de Diputados con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO ÚNICO

NUMERAL 1


Ha intercalado, a continuación de la expresión “en el cargo” la segunda vez que aparece, la preposición “hasta”.

(Adecuación formal)

ooooooo


Ha incorporado, a continuación del numeral 2, el siguiente nuevo:


“3.- Agrégase, en el inciso primero del artículo 118, la siguiente oración final: “Los alcaldes serán elegidos por sufragio universal de conformidad a la ley orgánica constitucional de municipalidades, durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos hasta por dos veces consecutivas.”.
(Unanimidad 5X0. Indicación del Ejecutivo. Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela, Prokurica y Walker, don Ignacio).

NUMERAL 3

Ha pasado a ser numeral 4, sin modificaciones.

NUMERAL 4
 
Ha pasado a ser numeral 5, sustituido por el siguiente:


“5.- Agrégase la siguiente disposición transitoria:

 


“Vigésimo séptima.- Para los efectos de los límites a la reelección de las autoridades señaladas en los incisos segundo del artículo 51, segundo del artículo 113, primero del artículo 118 y primero del artículo 119 se considerará su actual período como el primero.”.”.
(Unanimidad 5X0. Indicación del Ejecutivo, con modificaciones. Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela, Prokurica y Walker, don Ignacio).

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia propone aprobar el proyecto de reforma constitucional en informe en los siguientes términos:

“PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL PARA LIMITAR LA REELECCIÓN DE LAS AUTORIDADES QUE INDICA




Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Constitución Política de la República:




1.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 51 por el siguiente:




“Las elecciones de diputados y de senadores se efectuarán conjuntamente. Los senadores podrán ser reelegidos sucesivamente en el cargo sólo por una vez; los diputados podrán ser reelegidos sucesivamente en el cargo hasta por dos períodos.”.




2.- Intercálase en el inciso segundo del artículo 113, entre la palabra “reelegidos” y el punto (.) que la sigue, la expresión “hasta por dos veces consecutivas”.



3.- Agrégase, en el inciso primero del artículo 118, la siguiente oración final: “Los alcaldes serán elegidos por sufragio universal de conformidad a la ley orgánica constitucional de municipalidades, durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos hasta por dos veces consecutivas.”.



4.- Intercálase en el inciso primero del artículo 119, entre la palabra “reelegidos” y el punto (.) que la sigue, la expresión “hasta por dos veces consecutivas”.




5.- Agrégase la siguiente disposición transitoria:




“Vigésimo séptima.- Para los efectos de los límites a la reelección de las autoridades señaladas en los incisos segundo del artículo 51, segundo del artículo 113, primero del artículo 118 y primero del artículo 119 se considerará su actual período como el primero.”.”.
-------


Acordado en sesiones celebradas los días 6 y 13 de mayo de 2015, con asistencia de los Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), Alejandro Guillier Álvarez, Felipe Harboe Bascuñán, Víctor Pérez Varela y Baldo Prokurica Prokurica (en reemplazo del Senador señor Espina).


Sala de la Comisión, a 18 de mayo de 2015.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE MARCO PARA LA GESTIÓN DE RESIDUOS Y RESPONSABILIDAD EXTENDIDA DEL PRODUCTOR

(9.094-12)

HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.
A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores José García Ruminot y Alfonso De Urresti Longton. 
Concurrieron, además, especialmente invitados, en representación de las entidades que se indican, las siguientes personas:

Del Ministerio del Medio Ambiente, el Ministro señor Pablo Badenier Martínez; el Jefe de la División Jurídica, señor Jorge Cash; el Abogado Sr. David Bortnick; la Jefa de la Oficina de Residuos y Riesgo Ambiental, Sra. Maritza Rojas, y el Profesional de la Oficina de Residuos y Riesgo Ambiental, Sr. Gabriel Castro.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor señor Enrique Vivanco; de la Secretaría General de la Presidencia, el Coordinador General, señor Nicolás Mena y la asesora, señora Vanesa Salgado.

El Asesor del Honorable Senador Horvath, Sr. Arturo Rodriguez; el Asesor Jurídico del Honorable Senador señor Moreira, Sr. Pablo Terrazas; Asesor del Comite DC, Sr. Luis Espinoza; Asesor del Comité RN, Sr. Leonardo Contreras; Asesora del Honorable Senador De Urresti, Sra. Melissa Mallega, y Asesora de Prensa de la Bancada PS, Sra. María José León.

	De la Sociedad de Fomento Fabril SOFOFA: el Presidente Comité Pro reciclaje, señor Patricio Jottar, y el Encargado de Asuntos Regulatorios, Sr. Jaime Espínola; de la Asociación Nacional de la Industria del Reciclaje - ANIR: el Presidente del Directorio, señor Roberto Izquierdo Menéndez, y el Gerente General, señor Alejandro Navech Marzolo; de la Asociación Nacional Automotriz Chile ANAC A.G.: el Presidente, señor Alvaro Mendoza Negri, el Primer Vicepresidente, señor Roberto Maristany Watt, el Secretario General, señor Gustavo Castellanos Bissieres y la Abogado, señora Edith Wilson; de la Asociación Nacional de la Prensa ANP: el Presidente, señor Ricardo Hepp Kuschel, y el Secretario General, señor Francisco Moreno Guzmán; de la Asociación Gremial de Industriales del Plástico ASIPLA: el Presidente, señor Julio Compagnon, la Gerente General, señora Mariela Formas y la Gerente de Proyectos, señora Mónica Reyne; de la Asociación de Recicladores de Chile MNRCH: el Presidente, señor José Francisco Avilés Caroca, las Directoras, señora Ana Luisa Jaque Campos y señora Beatriz Pereira Valenzuela, el Secretario, señor Exequiel Estay; de la Asociación de Municipalidades para la Sustentabilidad Ambiental AMUSA: el Gerente General, señor Alejandro Smythe y el Asesor, señor Gastón Cáceres; de Gestión Local Sustentable - EMERES: el Gerente General, señor Jaime Cataldo; el Presidente del Consejo de Alcaldes y Alcalde de la Comuna de San Joaquín, señor Sergio Echeverría, los Abogados, señor Pedro Ahumada y señor Marcelo Segura; de la Asociación Chilena de Municipalidades: el Presidente de la Comisión de Medio Ambiente y Alcalde de La Ligua, Sr. Rodrigo Sánchez Villalobos, el Abogado, señor Malik Mograby y el Asesor, señor Hugo Ilabaca; de Asociación de Empresas y Profesionales para el Medio Ambiente AEPA: el Director, señor Hernán Durán; del Programa Chile Sustentable, la Directora, señora Sara Larraín, y la Coordinadora, señora Pamela Poo.



	


- - -

Se deja constancia que los documentos acompañados por quienes concurrieron a la Comisión fueron conocidos por la y los Honorables integrantes de la misma, y copia de ellos se contienen en Anexo de este informe.

Dichos documentos, asimismo, han sido publicados en la página web del Senado (en www.senado.cl; ir a trámite de proyectos; ingresar N° de boletín 9094-12; hacer click en pestaña “Presentaciones ante Comisión”).
- - -

Cabe destacar que este proyecto fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.
- - -

I. - OBJETIVO DEL PROYECTO.

El propósito del proyecto es disminuir la generación de residuos y fomentar su reutilización; establecer un marco jurídico para la gestión de los residuos, incorporando la valorización de los residuos sólidos como elemento primordial en la gestión de los mismos, mediante la creación de instrumentos económicos de gestión ambiental, entre los que destaca la implementación de la Responsabilidad Extendida del Productor (REP), con el fin de proteger la salud de las personas y el medio ambiente.
- - -

II.- NORMA DE QUÓRUM.
El artículo 14 de la iniciativa tiene el rango de ley orgánica constitucional, en tanto incide en la organización y atribución de los Tribunales de Justicia, conforme lo preceptúa el artículo 77 de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

- - -

III.- COMISIÓN DE HACIENDA.
Se deja constancia que la presente iniciativa deberá ser informada por la Comisión de Hacienda, en el segundo trámite reglamentario, conforme lo disponen los artículos 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y 27, inciso cuarto, del Reglamento de la Corporación.
- - -

IV. ANTECEDENTES
Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:
A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS
1.- Artículo 19 N° 8° de la Constitución Política de la República, que garantiza el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, imponiendo al Estado el deber de velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza.

2.- Ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

3.- Ley N° 20.417, crea el Ministerio del Medio Ambiente, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente.
4.- Ley N° 20.600, crea los Tribunales Ambientales.

5.- Decreto con Fuerza de Ley N° 1, del Ministerio del Interior, publicado el 26 de julio de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.
6- Decreto Supremo N° 685, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1992, que promulga el Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eliminación.

7. Ley N° 20.267, crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo.
8.- Decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales.

9.- Decreto supremo N° 594, de 2000, del Ministerio de Salud, establece el Reglamento sobre Condiciones Sanitarias y Ambientales Básicas en los Lugares de Trabajo:

10.- Decreto supremo N° 148, de 2004, del Ministerio de Salud, establece el Reglamento Sanitario sobre el Manejo de Residuos Peligrosos.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO
a) MENSAJE

Antecedentes generales.

Expresa el Mensaje que en nuestro país, desde hace décadas, el manejo de los residuos se plantea como preocupación en los distintos sectores sociales, aunque no se hayan planteado soluciones efectivas, añadiendo que la complejidad del tema nos sitúa en la actualidad frente a patrones de producción y consumo que incrementan la generación cada vez mayor de residuos.

Precisa que los residuos son sustancias u objetos que su poseedor desecha o tiene la intención u obligación de desechar de acuerdo a la normativa vigente. Expresa que el manejo de residuos y su disposición final generan altos costos ambientales, sociales y también un elevado gasto para las municipalidades, las que, en su gran mayoría, contratan a empresas privadas, o mediante manejo propio deben gestionar su recolección, transporte y disposición final.

Hace presente que un gran porcentaje de residuos son dispuestos en vertederos y micro basurales ilegales, ubicados, en su mayoría, en la periferia de la zona urbana, afectando principalmente a comunas de bajos ingresos e impactando negativamente sus presupuestos, debiendo los municipios asignar recursos económicos, equipamiento y personal para clasificar, extraer, transportar y eliminar los residuos dispuestos ilegalmente en el espacio público.

Destaca también la multiplicidad de normas que componen el marco regulatorio referido al manejo de residuos sólidos en el país, mencionando las siguientes:
a) Código Sanitario: establece la obligación de las municipalidades de recolectar, transportar y eliminar por métodos adecuados las basuras, residuos y desperdicios que se depositen o produzcan en la vía urbana (artículo 11, letra b).

Asimismo, el párrafo III del Título II (artículos 78 a 81) se refiere a los “desperdicios y basuras”; en él se establecen las autorizaciones sanitarias de distintas instalaciones de manejo de residuos.

b) Decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales: se refiere al cobro del servicio municipal de extracción de residuos sólidos domiciliarios.

Establece criterios para cobro diferenciado; programas ambientales, incluyendo reciclaje; frecuencia o volúmenes de extracción; o las condiciones de accesibilidad; todos ellos criterios que deben establecerse por cada municipalidad a través de ordenanzas locales. Finalmente, establece una exención general a usuarios cuya vivienda o unidad habitacional tenga un avalúo fiscal igual o inferior a 225 unidades tributarias mensuales, así como la facultad para que cada municipalidad exima a ciertas personas del pago de la tarifa por el servicio de aseo (Título III, artículos 5° a 11).

c) Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades: establece como función privativa de las municipalidades el aseo y ornato de la comuna (artículo 3°, letra f) y entrega a la unidad de medio ambiente, aseo y ornato la función del servicio de extracción de la basura.
d) Decreto Supremo N° 685, de 1992, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que promulga el Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eliminación.

El Convenio de Basilea regula el movimiento transfronterizo de desechos peligrosos y estipula obligaciones a las Partes para asegurar el manejo ambientalmente racional de los mismos, particularmente su disposición.

e) Ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente: exige evaluación ambiental a ciertos proyectos vinculados al manejo de residuos (artículo 10, letras i, ñ y o).

Asimismo, establece como función del Ministerio del Medio Ambiente proponer políticas y formular normas, planes y programas en materias de residuos (artículo 70, letra g).

f) Decreto Supremo N° 594, de 2000, del Ministerio de Salud, establece el Reglamento sobre Condiciones Sanitarias y Ambientales Básicas en los Lugares de Trabajo:

g) Decreto Supremo N° 148, de 2004, del Ministerio de Salud, establece el Reglamento Sanitario sobre el Manejo de Residuos Peligrosos.

h) Decreto Supremo N° 45, de 2007, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, establece la norma de emisión para la incineración y co-incineración.

i) Decreto Supremo N° 189, de 2008, del Ministerio de Salud: regula condiciones sanitarias y de seguridad básicas en los rellenos sanitarios.

j) Decreto Supremo N° 6, de 2009, del Ministerio de Salud: regula el manejo de residuos generados en establecimientos de atención de salud.

k) Decreto supremo N° 4, de 2009, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: reglamenta el manejo de lodos generados en plantas de tratamiento de aguas servidas.

l) Decreto supremo N° 2, de 2010, del Ministerio de Salud: regula la autorización de movimientos transfronterizos de residuos peligrosos consistentes en baterías de plomo usadas; y

m) Decreto supremo N° 3, de 2012, del Ministerio del Medio Ambiente: reglamenta el manejo de lodos provenientes de plantas de tratamiento de efluentes de la industria procesadora de frutas y hortalizas.

b) FUNDAMENTOS DEL PROYECTO DE LEY.

El Mensaje reconoce que nuestro país ha realizado importantes avances en el manejo de residuos domiciliarios, precisando que en el año 1995 la totalidad de los residuos domiciliarios se eliminaban en vertederos, y tan sólo diez años más tarde un porcentaje superior al 60% se disponía en rellenos sanitarios que cumplen con una serie de exigencias técnicas sanitarias y ambientales.

No obstante lo anterior, puntualiza que el énfasis de la gestión de residuos se ha puesto en resolver adecuadamente su disposición final, esfuerzo que ha demostrado ser insuficiente, lo que obliga a redefinir su enfoque, incluyendo la valorización de los residuos, en todos sus aspectos.

Prosigue el Mensaje señalando que, actualmente, la gran mayoría de los municipios limitan su gestión a la disposición final de los residuos a través de contratos con empresas privadas o mediante manejo propio. En general, dichos organismos no han manifestado un interés concreto para el manejo integral de sus residuos y buscan, por lo general, eliminarlos sin considerar estrategias como fomentar la prevención de su generación o su potencial valorización.

De tal manera, afirma, los contratos de disposición final, muchas veces desincentivan las iniciativas de reciclaje, ya que los costos por tonelada son menores mientras más aumente la cantidad de residuos a disponer. Sin perjuicio de lo anterior, algunos municipios han formalizado el reciclaje a través de contratos para la recolección diferenciada. Asimismo, existe un mercado informal de recicladores e intermediarios para la recolección de papel, cartón, chatarra y otros residuos reciclables.

Por otra parte, también existe un mercado formal con empresas recuperadoras y recicladoras de papel y cartón, chatarra, plástico, hojalatas, aceites, baterías y neumáticos, entre otros residuos, empresas que se han desplegado en las principales ciudades del país.

Si bien el Mensaje reconoce la existencia de avances en materia sanitaria, enfatiza que la tasa de valorización de residuos generados es aún incipiente, no superando el 10%.
Refiere que entre 2009 y 2010 se realizó el estudio “Levantamiento, Análisis, Generación y Publicación de Información Nacional Sobre Residuos Sólidos de Chile”, el cual presenta las siguientes estimaciones para el año 2009: una generación de 16,9 millones de toneladas de residuos, de las cuales 10,4 millones de toneladas corresponden a residuos industriales y 6,5 millones de toneladas a residuos domiciliarios, de estos últimos un alto porcentaje (33%) corresponde a materiales potencialmente valorizables. Estos datos no incluyen a los residuos mineros masivos. Más aún, algunos residuos domiciliarios de consumo masivo considerados residuos peligrosos, como lo son los medicamentos vencidos, no son tratados adecuadamente. Por otra parte, una lista acotada de productos de consumo masivo representa un gran porcentaje de la generación de estos residuos potencialmente valorizables y/o peligrosos.

Para enfrentar este complejo panorama, el año 2005, el Consejo Directivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, aprobó la Política de Gestión Integral de Residuos Sólidos, elaborada por un Comité Técnico, con representantes del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, Ministerio de Salud, Ministerio de Economía, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y la Comisión Nacional del Medio Ambiente. Esta política tenía como objetivo “lograr que el manejo de residuos sólidos se realice con el mínimo riesgo para la salud de la población y el medio ambiente, propiciando una visión integral de los residuos, que asegure un desarrollo sustentable y eficiente del sector”.

Uno de los aspectos relevantes que incorpora la mencionada Política de Gestión se refiere a la necesidad de contar con una gestión integral de residuos que abarque todas las etapas de un producto, desde que es elaborado hasta su eliminación. Debe considerarse que cuando se habla de gestión de residuos, el primer objetivo es evitar la generación; si ello no es posible, se debe procurar su minimización; si esto no es posible, entonces se debe recién evaluar su potencial disposición final. Este principio de jerarquía en la gestión de residuos, reconocido en gran parte de los países desarrollados, ha probado su efectividad en el tiempo.

Por su parte, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), en la Evaluación de Desempeño Ambiental del país efectuada el año 2005, estableció una serie de recomendaciones para fomentar la valorización de residuos en Chile, tales como: “Profundizar la aplicación de los principios el que contamina paga y el usuario paga mediante cargos apropiados sobre el manejo de residuos” y “evaluar las posibilidades de introducir instrumentos económicos nuevos como cargos por residuos peligrosos, entre otros”.

Los instrumentos económicos que propone la OCDE usan las fuerzas del mercado como impulsoras del cumplimiento de las metas ambientales. Este tipo de mecanismos permite entonces internalizar, en el momento mismo del acto de consumo, la externalidad asociada al producto demandado. Entre los instrumentos económicos más utilizados para el control de externalidades se reconocen instrumentos de precio y de cantidad. En el contexto internacional, más de 45 países utilizan instrumentos de cantidad para promocionar la valorización de residuos a través del mecanismo conocido como Responsabilidad Extendida al Productor (REP). La REP corresponde a un régimen especial de gestión de residuos conforme al cual los productores son responsables de la organización y financiamiento de la gestión de los residuos de productos que comercialicen en el país definidos como prioritarios.

Agrega el Mensaje que el envío de este proyecto de ley es un compromiso que asumió el gobierno del entonces Presidente Sebastián Piñera Echeñique en su Programa, el que fue reafirmado en la Cuenta Pública del 21 de mayo de 2011. Junto con lo anterior, destaca el gran consenso político que suscita entre diputados y senadores el envío a tramitación legislativa al Congreso Nacional de un proyecto de ley de esta naturaleza, lo cual queda reflejado en la presentación de dos mociones parlamentarias que han sido presentadas con anterioridad.
La primera, corresponde a la moción de los Honorables Diputados señores Eugenio Bauer, Romilio Gutiérrez, Gustavo Hasbún, Javier Hernández, Iván Moreira, Leopoldo Pérez, Manuel Rojas, David Sandoval, Ignacio Urrutia y Gastón Von Mühlenbrock, mediante la cual se propone incorporar un nuevo artículo 47 bis en la ley N°19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente, estableciendo que los productores deberán evitar la propagación de los residuos que se generen con ocasión del desarrollo de su actividad económica, debiendo adoptar todas las medidas necesarias para que se efectúe con el menor impacto medio ambiental posible. (Boletín N° 8.450-12).
La segunda, contenida en el Boletín N° 8.854-12, presentada por las Senadoras señoras Isabel Allende y Soledad Alvear, y los Senadores señores Guido Girardi y Alejandro Navarro, en la cual se establece que el generador de un residuo será siempre responsable subsidiariamente de los efectos y perjuicios que éste genere hasta su completa disposición o eliminación.

Pone de relieve que para la elaboración de esta iniciativa se realizaron numerosas reuniones con los diferentes actores del sector regulado por este proyecto de ley, recogiendo sus inquietudes a fin de establecer una normativa que haga viable su implementación en función a las realidades de los mercados que está regulando. De esta forma, no solo hay un consenso político en cuanto a la necesidad de introducir la Responsabilidad Extendida del Productor, sino que también existe un consenso en el sector productivo en cuanto a que es imperioso introducir sistemas de gestión que permitan hacerse cargo de sus productos una vez que éstos se transforman en residuos.

Finalmente, destaca el Mensaje que en la elaboración de este proyecto de ley el Gobierno, a través del Ministerio del Medio Ambiente, ha realizado una ardua tarea interdisciplinaria y de coordinación con otros ministerios y organismos públicos, como el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y la Fiscalía Nacional Económica, proceso que culminó con la presentación de la iniciativa legal al Consejo Consultivo del Ministerio del Medio Ambiente para su opinión, recibiendo un amplio respaldo de sus consejeros, añadiendo que sometido al pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, este se pronunció, por unanimidad, favorablemente al proyecto, cumpliéndose así con lo dispuesto en el artículo 71 letra f) de la ley N° 19.300, Bases Generales del Medio Ambiente, concluyendo que la iniciativa cuenta con un amplio respaldo tanto en el sector público como en la sociedad civil.
- - -

c) DERECHO COMPARADO

Aunque con diferencias en el diseño y los productos a los que aplica, la Responsabilidad Extendida del Productor se encuentra implementada en la Unión Europea y los países que la conforman, también encontramos ejemplos en Estados Unidos y Canadá, Australia, Japón, Brasil y Colombia. Señala el Mensaje que los países europeos son los que llevan mayor tiempo de implementación, con regulación que data de comienzos de los años noventa.

Puntualiza que al momento de elaborar la presente iniciativa, la ley N° 22/2011 de residuos y suelos contaminados de España, así como los reales decretos de desarrollo, fueron un importante referente. En efecto, se rescató el esquema para el establecimiento de las obligaciones y los sistemas de gestión, y además se incorporaron disposiciones tendientes a evitar errores observados en la práctica, vinculados a la obtención y manejo de información, al resguardo de la libre competencia y a las facultades de sanción y fiscalización.
- - -

d) OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY

El proyecto pretende incorporar la valorización de los residuos como un elemento central en la gestión de los residuos sólidos, e introducir en la legislación existente en la materia, un instrumento económico que busca generar mecanismos que permitan aumentar los niveles de reciclaje de los residuos que actualmente se disponen en rellenos sanitarios o son depositados en vertederos ilegales. De esta manera la iniciativa establece algunos instrumentos de gestión ambiental en materia de residuos, destacando entre ellos la Responsabilidad Extendida del Productor (REP).

La REP consiste en la responsabilidad que recae en los productores de los denominados productos prioritarios en orden a cumplir con ciertas obligaciones tales como registrarse, organizar y financiar la gestión de residuos, cumplir metas de recolección y valorización a través de alguno de los sistemas de gestión que establece la iniciativa, y asegurar que el tratamiento de los residuos recolectados se realice por gestores autorizados. De esta forma, el fabricante o importador deberá hacerse cargo del producto una vez terminada su vida útil, debiendo cumplir metas de reciclaje establecidas por el Ministerio del Medio Ambiente.

De esta forma, la REP persigue dos objetivos principales: por una parte, promover el diseño de productos que procuren el aumento de su vida útil y potencial de valorización y, por otra, incentivar la reutilización y valorización de productos al final de su vida útil. Ello permite asumir las externalidades ambientales propias de los residuos (contaminación suelo y aguas, olores, emisiones, vectores), disminuir la disposición final de residuos, aumentando con ello la vida útil de los rellenos sanitarios, formalizando, además, el mercado de reciclaje que existe actualmente en nuestro país.
- - -

e) CONTENIDO DEL PROYECTO

La iniciativa legal se estructura en base a siete títulos, consta de treinta y ocho artículos permanentes y cuatro disposiciones transitorias.
Título I.- Disposiciones Generales

Establece el objeto de la ley, enuncia principios, y define conceptos para su adecuada interpretación. (Artículos 1° a 3°, inclusive).

Título II.- De la gestión de los residuos

Crea, en sus artículos 4° a 7°, dos instrumentos de gestión de residuos que podrán ser desarrollados por el Ministerio del Medio Ambiente:

a) la certificación, rotulación y etiquetado de productos, y

b) los sistemas de depósito y reembolso.

Además, señala las obligaciones de generadores, gestores, importadores y exportadores de residuos.

De esta manera, los Títulos I y II, establecen un marco general para la gestión de los residuos en el país, sin modificar la legislación sanitaria ni municipal existente en la materia, sino que reconociéndolas y construyendo sobre ellas.

Título III.- De la Responsabilidad Extendida del Productor
El Título III y siguientes, introducen y regulan la Responsabilidad Extendida del Productor (REP), que es definida por el artículo 8° de la iniciativa como un régimen especial de gestión de residuos, conforme al cual los productores de los productos prioritarios que indica el proyecto de ley, son responsables de la organización y financiamiento de la gestión de los residuos de los productos prioritarios que se comercialicen en el país. Conforme a la definición que establece el numeral 19 del artículo 3° de la iniciativa legal, son productores todas aquellas personas que introducen por primera vez un producto prioritario en el mercado nacional, ya sea como fabricantes o como importadores.

Los productores prioritarios tienen la obligación de: a) inscribirse en el registro a que se refiere el artículo 70, letra p) de la ley N° 19.300; b) organizar y financiar la recolección de los residuos de los productos prioritarios en todo el territorio nacional, así como su almacenamiento, transporte y tratamiento de conformidad a la ley; c) cumplir con las metas y otras obligaciones asociadas, en los plazos, proporción y condiciones establecidas en los decretos supremos que dicte el Ministerio del Medio Ambiente, y d) asegurar que la gestión de los residuos de los productos prioritarios se realice por gestores autorizados y registrados.

Precisa el Mensaje que los residuos tienen un ciclo de vida que comienza a nivel nacional cuando los distintos productos son importados o elaborados, de manera que el primer actor en el ciclo de vida del residuo corresponde al productor. Éste se puede definir como la persona que, independiente de la técnica de comercialización, vende un producto por primera vez en el mercado nacional, vende bajo marca propia un producto adquirido de un tercero que no es el primer distribuidor, o importa un producto prioritario para su uso profesional.

a) Aplicación de la REP a productos prioritarios.-

El artículo 9° de la iniciativa establece taxativamente nueve productos a los cuales se les aplica la responsabilidad extendida del productor, a saber: a) aceites lubricantes; b) aparatos eléctricos y electrónicos; c) diarios, periódicos y revistas; d) envases y embalajes; e) medicamentos; f) neumáticos; g) pilas y baterías; h) plaguicidas, e i) vehículos. 

Cabe destacar que estos nueve productos se han priorizado en base a criterios de volumen, peligrosidad, potencial de valorización y experiencia comparada.
b) Metas de recolección y valorización de residuos y otras obligaciones.
La principal obligación que la iniciativa impone a los productores prioritarios es la de cumplir con las metas de recolección y de valorización de los residuos, las que serán establecidas para cada producto por el Ministerio del Medio Ambiente.

El establecimiento de tales metas se efectuará en relación a la cantidad de productos prioritarios introducidos en el mercado nacional por cada productor, aplicando los principios de gradualidad y de jerarquía en el manejo de los residuos, considerando las mejores técnicas disponibles. Estas metas podrán contemplar diferencias según cobertura geográfica, composición material o características del producto, entre otros. Tales metas se fijarán mediante un decreto supremo, previa tramitación de un procedimiento administrativo que involucra la participación de todos los actores implicados.

Por su parte, el artículo 11 establece otras obligaciones asociadas, destacando la de etiquetado, información a comercializadores, gestores y consumidores, y estrategias de comunicación y sensibilización.

c. Sistemas de gestión.
El artículo 16 preceptúa que las obligaciones que los productores deben cumplir en el marco de la responsabilidad extendida del productor, deben realizarse a través de sistemas de gestión, permitiéndose a los productores desempeñarse individualmente o a través de un sistema colectivo de gestión.

En caso que los productores opten por un sistema colectivo de gestión, deberán hacerlo mediante la constitución o incorporación a una persona jurídica, integrada exclusivamente por productores, que tendrá como fin exclusivo la gestión de los recursos prioritarios, la que será responsable ante la autoridad. Asimismo, estas personas jurídicas deberán evitar conductas atentatorias a la libre competencia, así como garantizar el ingreso y la participación equitativa de todos los productores del respectivo producto prioritario.

d) Título IV.- Mecanismos de apoyo a la Responsabilidad Extendida del Productor.

Tal como señala el Mensaje, la REP requiere de otros mecanismos de apoyo para su efectiva implementación, los que están contemplados en el Título IV, artículos 27 a 32 inclusive, destacando entre ellos la educación ambiental en el manejo de los residuos y la cooperación e involucramiento de las municipalidades en el proceso.

Destaca, asimismo, la creación del Fondo establecido en el artículo 29 destinado a financiar proyectos, programas y estudios para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización.

También se reconoce el rol de los recicladores de base, propendiendo a su formalización y participación efectiva en la gestión de residuos en el nuevo marco normativo.

Título V.- Sistema de información.
La iniciativa en análisis establece en su artículo 33 un sistema de registro, indispensable para asegurar la debida transparencia del funcionamiento de la REP. El registro, que utiliza la Plataforma del actual Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes (RETC), deberá contener información sobre los productores obligados, los gestores de residuos autorizados y los sistemas integrados de gestión; el cumplimiento de las metas de recolección y valorización y otras materias. Lo anterior permitirá que la autoridad conozca quiénes son los obligados; que la ciudadanía pueda verificar si un productor determinado está o no registrado y, en consecuencia sometido a la REP; que tanto la autoridad como los productores sepan qué sistemas de gestión se encuentran autorizados, y que los productores sepan a qué gestores pueden contratar.

El mismo registro incorpora los resultados de la gestión de residuos, que permite verificar el cumplimiento de las metas.

Título VI.- Régimen de fiscalización y sanciones.
El presente Título, artículos 33 a 36 inclusive, establece el régimen de fiscalización, infracciones y sanciones a la presente ley, otorgando competencia a la Superintendencia del Medio Ambiente que se regirá, en lo que corresponda, por lo dispuesto en el Título II de su ley orgánica, contenida en el artículo 2° de la ley N° 20.417.
Título VII.- Modificaciones de otros cuerpos legales.
El artículo 37 introduce modificaciones a la Ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, agregando un Párrafo 6 bis, a continuación del artículo 48 bis, mediante el cual se regula la certificación, rotulación y etiquetado, respecto de tecnologías, procesos, bienes y servicios o actividades que cumplan con los criterios de sustentabilidad y contribución a la protección del patrimonio ambiental del país.

Título VIII.- Normas transitorias

El título considera cuatro disposiciones transitorias. La primera, establece que los recolectores de base se podrán registrar durante los dos primeros años de la vigencia de la ley sin contar con la certificación a que se refiere el artículo 29.

En tanto, el artículo segundo, establece la forma en que se deberá informar mientras no entren en vigencia los decretos supremos que establezcan las metas y obligaciones asociadas a cada producto prioritario.

El artículo tercero dispone que los reglamentos referidos en el artículo 4°, inciso segundo y en el artículo 12, inciso primero, deberán dictarse dentro del plazo de un año contado desde la publicación del proyecto de ley en estudio.

La disposición cuarta, prescribe que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a la partida del presupuesto del Ministerio del Medio Ambiente, facultando al Ministerio de Hacienda, para suplementar dicho presupuesto en la parte que no se pudiere financiar, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.

- - -

V. DISCUSIÓN DEL PROYECTO
El Ministro del Medio Ambiente, señor Pablo Badenier, expuso que el presente proyecto de ley contiene disposiciones técnicas de alta complejidad por la especificidad de su materia, destacando por la misma razón el significado de la iniciativa para la Cartera de Estado, tanto así, que aun cuando el proyecto de ley fue ingresado a tramitación durante la administración anterior, el actual gobierno decidió continuar su discusión con ciertas modificaciones, en particular, asignar un presupuesto para fomentar la reutilización de desechos, considerando más de $6.000 millones anuales en régimen de funcionamiento.

Explicó que, si bien la iniciativa pretende establecer un marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor, actualmente se concibe más como un proyecto de ley de fomento al reciclaje, inserto, a su vez, en una política pública general de orientación para la gestión de residuos, que contempla diversas etapas: prevención en generación - el mejor residuo es aquel que no se genera -, reutilización, reciclaje, valorización energética y disposición final de residuos (rellenos sanitarios y vertederos). Recordó que no todas las regiones del país cuentan con rellenos sanitarios (sitios de disposición final de residuos aprobados por resolución de calificación ambiental, impermeabilizados, con sistemas de extracción pasiva o activa de gas metano), ya que diversas zonas del país disponen sus desechos en vertederos legales e ilegales.

La tasa de generación de residuos nacional, afirmó, es significativamente alta y, de acuerdo a estimaciones preliminares, seguirá creciendo con similar dinamismo. En la actualidad, cada persona en Chile origina 1,2 kilos diarios de residuo, acumulando más de 7 millones de toneladas de residuos domiciliarios anuales. Lamentablemente, aseveró, no más del 10% de tales residuos se recicla, motivo por el cual es urgente cambiar el sistema de generación y gestión de residuos en Chile, para lo cual la ley N° 20.417, que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente reconoce en el ministerio del ramo facultades para proponer políticas y formular normas, planes y programas en materia de residuos.

Informó también, que la primera evaluación ambiental a Chile elaborada por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), comprometió al país a fomentar la valorización de residuos, implementar el uso de instrumentos económicos para el cumplimiento de metas ambientales, entre ellos, la Responsabilidad Extendida del Productor, en virtud de la cual productores, importadores o fabricantes, de determinados productos que generan un residuo deben financiar y organizar una cadena de recolección y valorización de tales desechos. Dicho mecanismo se aplica extendidamente en países europeos, con tasas de reciclaje ostensiblemente elevadas, donde alcanzan porcentajes entre un 75% y un 100% en ciertos productos.

Comentó que el proyecto de ley crea el instrumento denominado Responsabilidad Extendida del Productor, reconociendo la legislación sanitaria actual en materia de gestión de residuos (instalación de puntos limpios, almacenamiento, transporte y disposición final de desechos); establece nuevas competencias del Ministerio del Medio Ambiente en gestión de residuos a través de la dictación de reglamentos que considerarán instrumentos para prevenir la generación, o bien, promover la valorización de desechos mediante el ecodiseño (creando envases con mayor factibilidad de reciclaje); la certificación, rotulación y etiquetado de envases; sistemas de depósito y reembolso de residuos; y la recolección selectiva de residuos en su origen.

El proyecto de ley, resaltó, busca incrementar porcentualmente la cantidad de residuos a reciclar; prevenir la generación de residuos; perfeccionar el diseño de productos y envases; extender la vida útil de los productos; elevar el nivel de reutilización, reciclaje u otro tipo de valorización de residuos; disminuir el uso de recursos naturales, reduciendo la disposición final de residuos causando, por consiguiente, un menor impacto ambiental; y extender la vida útil de los rellenos sanitarios, ya que no es fácil implementar un recinto de tales características en cada región.

La idea, continuó, es aplicar la Responsabilidad Extendida del Productor a un subconjunto de productos que generan residuos, considerados como productos prioritarios: aceites lubricantes; aparatos eléctricos y electrónicos (celulares, ampolletas, monitores, hornos microondas, refrigeradores, etc.); diarios, periódicos y revistas; envases y embalajes (de vidrio, plástico, papel, cartón, metal y madera); medicamentos; neumáticos; pilas y baterías; plaguicidas; y vehículos. El proyecto de ley, insistió, obligará al productor, importador o fabricante, a retirar una cuota de aquellos productos.

Entre las razones para considerar tales productos como prioritarios, mencionó la existencia de regulación comparada, el consumo masivo, la factibilidad de valorizar tales productos, el carácter de residuo peligroso de ciertos productos de uso masivo, el volumen significativo y el no retiro de dichos productos cuando corresponden a residuos domiciliarios; un vertedero ilegal, aseguró, se forma por la acumulación mayoritaria de varios de estos productos. Además, señaló, cuando se generan dichos residuos a nivel residencial se torna compleja la eliminación, ilustrando como ejemplo, el caso del cambio de refrigerador.

Aunque la iniciativa considera un número definido de productos prioritarios, indicó, el proyecto de ley contempla un procedimiento para la posible incorporación de nuevos productos (biomasa, agroindustria u otros); por otro lado, si el reciclaje o valorización de un producto prioritario no funciona correctamente, no se justifica o existe una manera más adecuada de regular su reutilización, se puede solicitar la eliminación del producto prioritario del listado, siguiendo similar procedimiento.

El régimen contemplado en la iniciativa legal para incorporar nuevos productos como prioritarios se estructura de manera equivalente a la generación de normas o planes del Ministerio del Medio Ambiente, es decir, el procedimiento se inicia con la elaboración de un estudio socioeconómico del producto, luego se solicita información al sector público y privado, posteriormente la decisión de incorporación es consultada públicamente y, finalmente, dicho resultado se somete a consideración del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad.

Luego se refirió a la implementación del proyecto de ley, señalando que el primer año se dictaría el reglamento que regulará el procedimiento para fijar, por decreto, metas de recolección de residuos de productos prioritarios. Igualmente, indicó, dicho año se implementaría el sistema de registro y la plataforma de información, y se elaborarían los decretos de metas de recolección para los primeros cuatro productos prioritarios: envases y embalajes preseleccionados, neumáticos, baterías y aceites lubricantes. El segundo año, agregó, se incorporarían otros envases y embalajes; aparatos eléctricos y electrónicos; pilas; y diarios, periódicos y revistas; en el tercer año se completaría el listado con la inclusión de medicamentos, plaguicidas y vehículos.

Por otra parte, declaró que una parte significativa del presupuesto comprometido para la implementación de la presente iniciativa legal se vincula con involucrar a las municipalidades en los sistemas de gestión, transformando a dichos órganos públicos en gestores de residuos. El presupuesto considera, además, la creación de un Fondo para el Reciclaje.

De acuerdo al proyecto de ley, corresponderá al Ministerio del Medio Ambiente determinar metas reales de recolección y valorización de residuos que permitan la reutilización de un volumen considerable de desechos. Ahora bien, señaló, para que los productores puedan cumplir tales metas deberán coordinar acciones con los distintos gestores: municipalidades, recolectores o empresas valorizadoras, y los propios productores, quienes serán autorizados a constituir sociedades sin fines de lucro para recolectar y valorizar residuos.

Cada meta de recolección y valorización de residuos, aclaró, se fijará por medio de un decreto supremo que definirá el porcentaje de retiro en función de la cantidad de productos prioritarios introducidos en el mercado nacional.

Explicó también que, conforme a la iniciativa legal, se considerará productor de producto prioritario al fabricante o importador que coloca por primera vez un producto prioritario en el mercado nacional, con excepción de los envases y embalajes, caso especial donde se atiende a quien introduce en el mercado el producto envasado y/o embalado, no al productor del envase o embalaje.

Posteriormente, aludió a las obligaciones del productor. Cada productor de producto prioritario deberá registrarse en un catastro público; organizar y financiar la recolección y tratamiento de residuos, mediante un sistema de gestión; asegurar que el tratamiento de residuos recolectados se realice por intermedio de gestores autorizados; cumplir metas de recolección y valorización de residuos de productos prioritarios que determine el Ministerio del Medio Ambiente; efectuar declaración en plataforma electrónica de Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes (RETC), plataforma que ha sido utilizada para la implementación de impuestos verdes en fuentes móviles y fijas, como también para el registro de productores de residuos peligrosos.

Respecto a los sistemas de gestión de residuos, expresó que dichos sistemas corresponden a mecanismos para que el productor cumpla con la meta fijada para la recolección de residuos. Tal sistema puede ser individual o colectivo, y requiere presentar previamente un plan de gestión para que sea autorizado por el Ministerio del Medio Ambiente. El sistema colectivo de gestión de residuos considera ciertas restricciones, ya que se deberá informar a dicho ministerio el sistema de gestión y operación de residuo, el público al cual se dirige el sistema, la cantidad de residuo recibido y el valor alcanzado por el residuo recolectado. Los productores pueden optar también, a constituir un sistema de gestión administrado por un tercero, quien deberá organizarse como persona jurídica sin fines de lucro e implementar una licitación abierta para adjudicar los servicios, fomentando así la inclusión de diversos gestores y el cumplimiento de las metas fijadas.

Resaltó también, las obligaciones establecidas para los sistemas de gestión. Entre ellas, cada sistema deberá asegurar el cumplimiento de metas para cada productor; celebrar convenios con gestores registrados y municipalidades o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica para la prestación del servicio de manejo de residuos; informar al Ministerio del Medio Ambiente el cumplimiento de metas mediante la elaboración de un informe certificado por un auditor externo; y entregar al Ministerio del Medio Ambiente cualquier información requerida para el cumplimiento de la presente iniciativa legal. La administración de la información es esencial para el cumplimiento de las metas de recolección porque permite evitar la configuración de eventuales incumplimientos.

Por su parte, indicó, el gestor de residuo podrá ser una persona natural o jurídica, de carácter público o privado, que ejecute operaciones de manejo de residuos; dicha persona deberá contar con una autorización para el manejo de residuos, según la normativa vigente; y declarar, al menos, la naturaleza, volumen o cantidad, costos, origen, tratamiento y destino de los residuos, a través del Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes (RETC).

El proyecto de ley, agregó, considera incentivos económicos para que las municipalidades se incorporen como gestores de residuos. Cada municipio podrá celebrar convenios con sistemas de gestión o recicladores de base; deberá emitir permisos municipales para establecer y operar instalaciones de almacenamiento en bienes nacionales de uso público bajo su administración (puntos limpios / centros de acopio); e incorporar en ordenanzas municipales la obligación de separar residuos en origen. Las municipalidades, apuntó, podrán acceder al Fondo para el Reciclaje con el objeto de implementar tales medidas.

Asimismo, la iniciativa legal reconoce formalmente a los recicladores de base como gestores de residuos, quienes podrán realizar operaciones de recolección selectiva, así como de gestión de instalaciones de almacenamiento de residuos, pretratamiento y comercialización de residuos. Para ejercer dicha labor, deberán incorporarse a un registro en el plazo de tres años y certificarse de acuerdo a la ley N° 20.267, que crea el Sistema Nacional de Competencias Laborales y perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo.

Los consumidores también ejercerán un rol relevante en el marco de la Responsabilidad Extendida del Productor, porque a las actividades económicas que deban someterse al Servicio de Evaluación Ambiental se les exigirá en la respectiva resolución de calificación ambiental, la separación y entrega de residuos de productos prioritarios a un gestor; en el caso de las actividades económicas que no deban someterse a una evaluación ambiental, el respectivo permiso o autorización deberá incorporar entre sus exigencias la separación de residuos y entrega a un gestor. Por su parte, el ciudadano que compre un producto prioritario será obligado a separar y entregar el residuo de dicho producto a un punto limpio, un gestor o un centro donde se distribuya o venda tal residuo, aun cuando, aclaró, el incumplimiento de dicha obligación no estará sujeto a fiscalización ni sanción.

Como un mecanismo de apoyo a la implementación de la responsabilidad extendida del productor, reiteró, el proyecto de ley contempla el Fondo para el Reciclaje, cuyo presupuesto anual en régimen de funcionamiento ascenderá a $2.100 millones, que permitirá al Ministerio del Medio Ambiente financiar proyectos, programas, estudios y acciones para prevenir la generación de residuos y fomentar la valorización, ejecutados por municipalidades o asociaciones de municipalidades, cuyos requisitos para su asignación serán fijados por un reglamento.
Finalmente, manifestó que el proyecto de ley otorga competencia a la Superintendencia del Medio Ambiente para fiscalizar y sancionar infracciones, sanciones que incluyen multas de hasta 10 mil Unidades Tributarias Anuales (UTA), prohibición de venta de productos, revocación de autorización de sistema de gestión y publicidad de infractores. Las metas de recolección de residuos de productos prioritarios, subrayó, es una obligación para los productores y su incumplimiento está sometido a procedimientos similares a la fiscalización de otros instrumentos ambientales.

El Honorable Senador señor Moreira concordó con el señor Ministro en la importancia de la presente iniciativa legal porque su sanción significará un avance trascendental en la gestión de residuos a nivel nacional, por ello valoró que el actual gobierno haya considerado insistir en la tramitación del presente proyecto de ley.

No obstante, observó la necesidad de responder a nivel regional con el cumplimiento de las futuras metas de recolección y valorización de residuos de productos prioritarios, evitando concentrar los objetivos en la Región Metropolitana. Si bien el proyecto de ley menciona la condición geográfica, a propósito del principio de gradualidad y de las metas de recolección y valorización, en el artículo 2° letra b) y 10, respectivamente, urge una mayor definición sobre la disposición final de los residuos en regiones. La iniciativa también menciona el territorio nacional en el artículo 8° letra b) y 22 letra e), pero resulta evidente, afirmó, que no se establece como un imperativo. Como alternativa, propuso establecer como un contenido mínimo del decreto que fije las metas de recolección el cumplimiento de metas a nivel regional.

En la misma línea, destacó la creación de un fondo para fomentar el reciclaje dirigido a las municipalidades, dada la mayor dificultad de dichos entes públicos para llevar a cabo acciones de reciclaje por razones de localización o presupuestarias, sin embargo, reiteró la necesidad de considerar un criterio regional para la asignación de tales recursos.

Por otra parte, se refirió a los vehículos como producto prioritario, señalando que la exigencia debiera limitarse sólo a vehículos usados, ya que éstos son ingresados al país mediante el sistema de franquicia, correspondiendo en su mayoría a vehículos antiguos de menor vida útil, motivo por el cual solicitó evaluar una alternativa distinta a la establecida en la iniciativa legal, pues de mantenerse la obligación impactará en el precio del producto nuevo afectando al consumidor final.

Por último, consultó por el cómputo del plazo para dar cumplimiento a cada meta, pues, graficó, un productor que introduce 1.000 baterías en el mercado en un año determinado, cuya meta de recuperación es de un 60% ¿en qué plazo deberá cumplir dicha meta? ¿En qué oportunidad se considerará que incurre en incumplimiento? ¿Se considerará la vida útil del producto? Tampoco se observa con claridad, manifestó, el procedimiento que seguirá la Superintendencia del Medio Ambiente para fiscalizar el cumplimiento, ya que no se menciona un plazo de obsolescencia para cada producto.

La Honorable Senadora señora Allende solicitó al Ministerio del Medio Ambiente la posibilidad de elaborar un catastro nacional de los vertederos legales e ilegales, pues mientras no se observe un avance en la erradicación de recintos ilegales, difícilmente se avanzará en materia de reutilización y valorización de residuos. Asimismo, consultó por la existencia de información acerca de las municipalidades que separan los residuos domésticos en su origen.

El Honorable Senador señor Horvath, a su turno, preguntó por la reutilización de residuos orgánicos, en especial, por la posibilidad de establecer incentivos económicos para la generación de energía en base a dichos residuos.

El Ministro del Medio Ambiente, señor Pablo Badenier, resaltó que un mecanismo para disminuir y eliminar los vertederos clandestinos es precisamente la reutilización y valorización de residuos, porque los productos establecidos como prioritarios en el presente proyecto de ley son elementos característicos de tales vertederos. Con el marco establecido por la iniciativa se valorarán dichos residuos, desincentivando la formación de vertederos ilegales por la menor presencia de neumáticos, refrigeradores o aparatos electrónicos. No existe un catastro de vertederos ilegales a nivel nacional, sólo se cuenta con información de la Región Metropolitana, y de los rellenos sanitarios y vertederos autorizados correspondientes a cada Región.

En la sesión siguiente, el Secretario del Movimiento Nacional de Recicladores de Chile AG, señor Exequiel Estay, expuso que los recicladores de base son trabajadores independientes dedicados a la recolección y comercialización de residuos reciclables. Actualmente, según un estudio elaborado por la Universidad de Chile y la empresa Gerdau Aza, más de 180.000 personas se dedican de manera estable a la actividad. Los integrantes de la organización, apuntó, hace décadas identificaron en la base de la cadena de reciclaje la oportunidad de emprender un trabajo digno. Hoy representan el 90% de la recuperación de residuos sólidos domiciliarios y afines en la Región Metropolitana y recuperan más de 60 tipos de materiales reciclables comercializables presentes en los residuos, siendo responsables de más del 70% del material reciclado a nivel nacional.

Recordó que, con ocasión de la discusión del proyecto de ley general de residuos, la Ministra del Medio Ambiente de la época, señora Ana Lya Uriarte, planteó al movimiento social la necesidad de transformarse en un movimiento gremial, que representara la opinión de los recicladores de base. Fue así que la organización se constituyó como movimiento social el año 2007 y como asociación gremial el 2010, buscando como objetivo el reconocimiento e inclusión de los recicladores, en el marco del diseño de la política de gestión de residuos, el anteproyecto de la ley general de residuos y el anteproyecto de la ley que establecía el marco de la responsabilidad extendida del productor.

Como asociación gremial, comentó, representan a 32 organizaciones adheridas, con más de 5.300 asociados presentes en 39 comunas, desde la Región de Tarapacá a la Región de la Araucanía. Asimismo, mencionó que a la fecha han celebrado cinco alianzas formales con distintos municipios: Santiago, Recoleta, Maipú, Quinta Normal y Temuco, desarrollando también, un trabajo colaborativo en seis Regiones del país: IV de Coquimbo, V de Valparaíso, VII del Maule, VIII del Bío Bío, IX de la Araucanía y Metropolitana. Del mismo modo, añadió que como organización son miembros del Movimiento Mundial de Recicladores, de la Red Latinoamericana de Recicladores (Red Lacre) y de la Alianza Global de Recicladores (GlobalRec).

Explicó que los recicladores de base han estado presentes a lo largo de toda la historia nacional, aunque bajo distintas nomenclaturas. Así, desde el nacimiento de la Nación hasta 1900 se conocían como hueseros o traperos, luego en el período comprendido entre 1900 y 1970 se les denominó chatarreros o botelleros, posteriormente, en el período que abarca entre 1970-1991 se les conoció como cartoneros, entre 1991-2005 como recolectores y, finalmente, como recicladores de base desde el año 2005 hasta hoy. A instancia de una organización internacional de origen alemán, detalló, más la participación del Arzobispado de Santiago, a través de la Pastoral Obrera, se inició a principios de la década del 90 un proceso de organización de los cartoneros para transformar la actividad en recolectores de materiales reciclables. El año 2005, precisó, en San Leopoldo, Brasil, se definió como concepto general para América Latina la denominación de recicladores de base.

Luego de conformar la asociación gremial, continuó, han debido elaborar una estrategia de incidencia en políticas públicas, que ha sido desarrollada tanto a nivel nacional como regional. La estrategia nacional se basa en dos pilares fundamentales: una política de inclusión de los recicladores, por un lado, liderada por el Ministerio del Medio Ambiente y la Organización Internacional del Trabajo (OIT), con la participación de la Fundación Avina, política que ha dado reconocimiento y visibilidad a la actividad, tanto en la discusión de proyectos de ley relacionados con el rubro, como en los medios de comunicación; y, por otro, el proyecto de ley que establece un marco de responsabilidad extendida del productor, con participación activa del movimiento en el proceso de diseño y consulta, tanto en el Ministerio del Medio Ambiente como en el Congreso Nacional.

A nivel regional, prosiguió, se ha intentado ejecutar una estrategia que permita materializar los lineamientos definidos a nivel nacional. Como ejemplo, apuntó, en la Región de Valparaíso se ha presentado la situación del cierre del vertedero El Molle, donde el movimiento deberá atender el destino de las familias que se dedican actualmente al reciclaje en dicha zona. En la Región de la Araucanía, agregó, se ha abordado el problema de la escasez de recicladores en comunas alejadas, desarrollando un plan en conjunto con la Secretaría Regional Ministerial del Medio Ambiente para promover planes de reciclaje. Y en Santiago, donde se ha implementado el programa Santiago Recicla, en cuatro comunas de la Región, para evaluar el impacto de la presente iniciativa legal en las familias dedicadas a la actividad de recolección. Dicho proyecto pertenece a la Iniciativa Regional para el Reciclaje Inclusivo (IRR), integrada por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), el Fondo Multilateral de Inversiones (FOMIN), Coca Cola, Pepsico, Fundación Avina y la Red Latinoamericana de Recicladores.

El objetivo de la organización, declaró, es avanzar hacia la profesionalización del servicio de recolección de residuos. Como demuestra la realidad, afirmó, el ejercicio de dicha actividad ha permitido a muchos integrantes del movimiento gremial superar la pobreza y la vulnerabilidad socioeconómica, mediante el emprendimiento y la creación de nuevos escenarios a partir de los residuos que desecha la sociedad. Hoy, sin considerar las políticas públicas orientadas a la reutilización de los residuos, más de cuatro millones de personas se dedican a la actividad en Latinoamérica.

Los recolectores de base han sido reconocidos por las Naciones Unidas como el primer eslabón para enfrentar el cambio climático y el presente proyecto de ley así lo asume al incorporar como principio la inclusión, dignificando su labor.

Sin embargo, estableció que, si bien la iniciativa incorpora en sus definiciones a los recicladores de base, el mecanismo concebido para constituirse como gestor de residuos puede representar un posible riesgo de exclusión del sector. Dicha preocupación ha estado presente al interior de la organización gremial, pues como gestores de residuos competirán en igualdad de condiciones con empresas de mayor envergadura, sin reunir las herramientas ni el capital necesario. En tal sentido, acotó, la manera como los productores privados decidan organizarse y el comportamiento de los demás gestores marcará la pauta de inclusión o exclusión de los recolectores de base en el reciclaje de residuos.

Sin duda, reiteró, el proyecto de ley reconoce a los recicladores de base, porque, además del principio de inclusión, la iniciativa incluye una definición de reciclador de base, establece la inclusión de recicladores como criterio de evaluación de los sistemas de gestión y la capacitación de los recicladores como requisito para obtener la certificación para acceder al sistema. Asimismo, el proyecto en discusión exime a los recolectores de base del pago para incorporarse al nuevo registro que administrará el Ministerio del Medio Ambiente y para adquirir las bases de licitación.

De igual modo, añadió, las municipalidades podrán celebrar convenios de trabajo con recicladores de base para implementar sistemas de gestión; y se separarán las metas de recolección y de valorización de residuos, con el fin de potenciar las ventajas comparativas de los recicladores de base en cuanto a la recolección. El exponente calificó el último punto como de vital importancia para el sector que representa, por cuanto la recolección es el elemento distintivo de los recicladores de base, no la valorización de los productos prioritarios, ya que carecen de infraestructura necesaria para cumplir con tal objetivo. También destacó, el reconocimiento de la iniciativa a los recicladores de base para ser consultados como organismo competente en la materia.

No obstante, anunció, el proyecto de ley también considera áreas de riesgo de exclusión para el sector. Primero, catalogó como insuficiente el plazo de tres años para obtener la certificación exigida por la futura normativa, dado que no existe un catastro nacional de los recicladores de base y la información que se conoce es aún precaria, por tal motivo, solicitó extender el plazo a cinco años, con el objeto de implementar un sistema de certificación de competencias y capacitación para recicladores de base que comprenda la totalidad de las personas que desempeñan dicha actividad.

Igualmente, insistió en la posibilidad que los nuevos sistemas de recolección de residuos superen a la cadena de recuperación actual, con la posible monopolización del uso de los espacios públicos. Cuando se inició la discusión del proyecto de ley, recordó, siempre se planteó como principal objetivo la reutilización de los residuos sólidos domiciliarios, sin embargo, el listado de productos prioritarios confunde, debido a la presencia de medicamentos y vehículos, aun cuando en la actualidad también se presentan como desechos en los hogares nacionales.

La iniciativa promueve la recolección selectiva porque se ha comprobado que el sistema de reutilización de residuos se activa a través de la selección de desechos, tal como demuestran iniciativas similares implementadas en Colombia y Brasil. La colecta selectiva requiere que las grandes empresas se involucren en el reciclaje, ya que Chile, lamentó, es uno de los pocos países que no cuenta con un Consejo de Empresas para el Reciclaje (CEMPRE), con compromisos, tareas y metas precisas.

Otro tema que el proyecto de ley no menciona es la educación informal en materia ambiental. Los recicladores de base cumplen una labor importante en educación ambiental, en relación directa con la comunidad, entregando información necesaria sobre la separación de residuos en origen; tal labor educativa debe ser reconocida en los sistemas de implementación de la nueva normativa.

Para finalizar, reflexionó sobre el concepto de valoración energética y el riesgo de abusar de la incineración de residuos, como ocurrió en San Bernardo y Brasil; Dios recicla y el Diablo incinera, concluyó.

A continuación, el Presidente del Comité Pro Reciclaje, de la Sociedad de Fomento Fabril (SOFOFA), señor Patricio Jottar, expuso que como organización gremial apoyan decididamente una legislación que establezca el marco para una Responsabilidad Extendida del Productor y Fomento al Reciclaje, ya que constituye una iniciativa legal que promueve correctamente la protección al medio ambiente.
Agregó que establecer una responsabilidad extendida del productor es superior a cualquier otro instrumento ambiental. En su calidad de gerente general de la Compañía Cervecerías Unidas S.A. (CCU), puso como ejemplo el caso del impuesto verde propuesto durante la administración anterior. Dicho tributo consistía en calcular el daño que podía ocasionar al medio ambiente una botella plástica desechable, cargando con un gravamen tal envase; así, una botella de bebida de tres litros, cuyo impuesto se fijara en un 2%, implicaría incrementar el precio a público de $1.000 a $1.020, con un impacto en términos de consumo tendiente a 0. De esta forma, el impuesto podría ser considerado insuficiente y su carga incrementada sucesivamente, sin resolver el problema de la disposición de los residuos.
Por el contrario, la Responsabilidad Extendida del Productor fuerza a la industria a crear sistemas de recolección para garantizar que dichos envases de plástico vacío dispersos en la calle o en vertederos sean reutilizados y valorizados, con la colaboración, por supuesto, de los 60 mil recolectores de base antes mencionados, garantizando un buen sistema de reaprovechamiento de los desechos.
No obstante, observó, en el reciclaje conviven dos grandes mundos: el domiciliario municipal y el industrial. A juicio de la organización, la herramienta propuesta en el presente proyecto de ley es un extraordinario instrumento ambiental para el mundo municipal y domiciliario, no así para el ámbito industrial, por ende, debieran regularse en fases distintas y sucesivas.
La razón, justificó, radica en la realidad diametralmente opuesta en materia de reciclaje que atraviesa cada sector. Por un lado, el sector domiciliario municipal no recicla más de un 5% de los residuos y el industrial, en cambio, bordea el 60%. Esto se debe, afirmó, a los distintos incentivos presentes en cada uno de ellos. Las personas, como dueños de casa, no reciben ningún incentivo para reutilizar un residuo, el cual, seguramente, será eliminado en un sitio de disposición final; la industria, por su lado, goza de diversos incentivos para valorizar sus desechos, como por ejemplo, la venta de residuos a otras empresas que requieren tales residuos como insumos para sus procesos productivos. Son dos mercados distintos: el mercado domiciliario es casi inexistente, el mercado industrial funciona adecuadamente; de ahí la idea de regular ambos sectores de manera diferenciada.
Como SOFOFA, añadió, han presentado al Ministerio del Medio Ambiente una lista de 12 productos, netamente domiciliarios, absolutamente preparados para enfrentar una iniciativa de tales características: televisores, tabletas, computadores, teléfonos celulares, impresoras, neumáticos y vehículos particulares, aceites lubricantes, latas de aluminio, botellas de plástico, envases de vidrio, de cartón para bebidas y de cartón en general. Más que crear un sistema integrado de gestión que se inicie de cero, se puede asumir una política de incentivos para que la industria incremente los índices actuales de reciclaje.
En resumen, como entidad gremial valoran y apoyan el proyecto de ley, pero debiera implementarse en primer término a nivel domiciliario y, luego, a nivel industrial.
El Presidente de la Comisión de Medio Ambiente, de la Asociación Chilena de Municipalidades, alcalde señor Rodrigo Sánchez, destacó la relevancia de legislar sobre la gestión integral de residuos, aunque mostró cierta preocupación por la separación de elementos orgánicos componentes de la basura, de los productos que serán priorizados para ser reutilizados y valorizados, cuando en realidad, afirmó, se debiera abordar la gestión de manera global, rescatando la infinidad de elementos que componen los desechos.

Además, aseveró, si bien es importante avanzar en la erradicación gradual de rellenos sanitarios, también es necesario generar políticas públicas orientadas a valorizar todo tipo de residuos, asimilando la experiencia internacional en la materia.

Igualmente, comentó, el avance tecnológico debiera disminuir el posible riesgo a la salud y al entorno que podrían ocasionar procesos de gestión de residuos, como incinerar o gasificar. Las municipalidades integrantes de la asociación, indicó, se han propuesto desarrollar iniciativas relacionadas con la revalorización de residuos, tanto orgánicos como inorgánicos.

En la actualidad, explicó, se han elaborado proyectos en conjunto con dos universidades: por un lado, la metanización de residuos orgánicos, ejecutado por la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, donde actualmente se gestionan recursos para desarrollar un plan de biodigestión; y, por otro, la gasificación, programa liderado por la Universidad de Santiago de Chile , para certificar equipos que, de acuerdo a los fabricantes, no producen dioxinas ni furanos en el proceso de gestión de residuos.

Con iniciativas de esta índole, instó, el Estado debiera apuntar a desarrollar políticas públicas para reducir la emisión de gases de efecto invernadero y elaborar una matriz energética donde se incorporen las energías renovables no convencionales (ERNC).

Del mismo modo, pidió que la obligación privativa de los municipios de recolectar y disponer residuos, sea ejercida mediante métodos adecuados, teniendo siempre presente la posibilidad de valorizar residuos por medio de la generación de energía, incorporando tal valorización en la matriz energética. Los municipios no pueden ser actores pasivos, advirtió, pues tales órganos públicos son capaces de generar ahorro e ingresos, en especial, por la disminución presupuestaria ocasionada con motivo de la entrada en vigencia de la ley N° 20.033, conocida como Ley de Rentas Municipales II, que declaró exento de pago de derechos de aseo a una parte importante de la población.

Hoy, agregó, ciertos municipios alcanzan el 65% de exención, por ende, en municipalidades con ingresos más modestos dicho universo sólo incrementa el déficit presupuestario. Sin perjuicio de lo anterior, declaró observar una oportunidad en la presente iniciativa legal para superar tal pérdida, al valorizar los residuos en forma asociativa en aquellas comunas más pequeñas o rurales, con la opción, incluso, de comercializar residuos a la industria del reciclaje, cumpliendo así el objetivo de desarrollar iniciativas de gestión integral.

En síntesis, expresó, la Asociación de Municipalidades valora la iniciativa de establecer un marco legal para la responsabilidad del productor y el fomento al reciclaje, sobre todo la opción de crear un sistema de gestión integral de residuos. Asimismo, solicitó al Ejecutivo considerar recursos para la elaboración de iniciativas orientadas en dicha dirección, dado que los exiguos recursos municipales no son suficientes para alcanzar dicha meta.

Posteriormente, el Gerente General, de la Asociación de Municipalidades para la Sustentabilidad Ambiental (AMUSA), señor Alejandro Smythe, expuso que el año 2014 las municipalidades de Vitacura, Quilicura, Colina, Pudahuel y Juan Fernández constituyeron la organización, amparados en la legislación que autoriza la asociación de municipios, con la finalidad de asumir la responsabilidad de la sustentabilidad ambiental a nivel local. Los temas cotidianos superan la agenda de las municipalidades, motivo por el cual se decidió crear una entidad con objeto único.

En dicha oportunidad, añadió, la asociación se fijó como lineamientos estratégicos la capacitación e investigación, mediante la celebración de convenios con universidades, gremios e instituciones; la exploración de tendencias y tecnologías de sustentabilidad, por medio de acciones de eficiencia energética, mapeos de contaminación y organización de seminarios; y el apoyo en materias regulatorias, como el presente caso del proyecto de ley que establece el marco para la Responsabilidad Extendida del Productor (REP). La agrupación de municipios definió como objetivo inicial emprender un proyecto, financiado internacionalmente, para ejecutar en cada municipalidad integrante planes piloto de recolección selectiva con separación en origen.

En caso de aprobarse la iniciativa legal en estudio, anunció, los beneficios para las municipalidades, de acuerdo a estimaciones informadas por el proyecto Santiago Recicla, podrían alcanzar los $16.000 millones anuales, considerando los 3 millones de toneladas de residuos domiciliarios en la Región Metropolitana; la tarifa de recolección, tratamiento y disposición final, ascendente a $30 mil por tonelada; y un 100% de recuperación de material reciclable. Dicha suma podría incrementarse al doble si se traslada la experiencia a todo Chile.

Los planes piloto en ejecución, añadió, otorgarán datos clave a los actores del nuevo sistema de gestión de residuos, ya que servirán para la implementación de la nueva regulación, el establecimiento de metas de reciclaje de productos prioritarios, la comprensión del comportamiento ciudadano en materia de reutilización y la eficiencia de los sistemas de reciclaje actual. Dentro de dicha estadística se comprende: tasas de participación, de captura de materiales, de recuperación y estimaciones de costo.

La asociación, explicó, ha buscado capturar una muestra representativa de datos y técnicas de recolección, por ello la diversidad socioeconómica y cultural de los municipios mostrada en cada plan. La Municipalidad de Vitacura, detalló, representa el segmento social ABC1, cuya área piloto se compone de 525 hogares, donde se han entregado dos tipos de bolsas, una de color azul para fibras y otra verde para envases, más un contenedor para vidrios. En el caso de la Municipalidad de Colina, el segmento seleccionado corresponde a un nivel socioeconómico C3, con 300 viviendas, a quienes se ha entregado una bolsa de color amarillo, solicitando separar envases y embalajes, cartones, periódicos, revistas y diarios. En la Municipalidad de Quilicura, por su parte, la muestra está dirigida al segmento social D y E, con 306 hogares. Por último, en la Municipalidad de Pudahuel, el estudio corresponde al nivel socioeconómico C2, con 243 viviendas.

Los residuos, comentó, se retiran una vez por semana para ser conducidos a la estación de transferencia de Quilicura, donde son separados y computados. El plan dura un año, y el primero se inició el 13 de diciembre de 2014 en Vitacura, y el último el 27 de marzo del presente en Pudahuel. Además, se han obtenido caracterizaciones adicionales, como el comportamiento de establecimientos educacionales, industriales y comerciales; y se ha elaborado un diagnóstico de la situación de los recicladores de base.

También, observó que los municipios vinculan al sistema de gestión de residuos con la comunidad, por consiguiente, su rol como coadyuvantes en la exitosa implementación de la nueva legislación es fundamental. Asimismo, invitó a las autoridades a aprovechar la experiencia de las municipalidades en la materia, encargando a ellas asistir técnica y logísticamente a los actores del nuevo sistema, apoyando el cumplimiento del objetivo final: la recolección selectiva de residuos. Para tal efecto, se deben realizar programas ambientales específicos a nivel local y fortalecer la educación municipal.
Finalmente, hizo presente algunas propuestas que pudieran perfeccionar el presente proyecto de ley, poniendo énfasis en el permiso municipal para la utilización de bienes nacionales de uso público, establecido en el artículo 19 de la iniciativa. Para el caso, advirtió que todos los permisos otorgados a nivel municipal son de carácter precario, luego que, para establecer derechos permanentes, se requiere otorgar una concesión de uso adjudicada mediante un procedimiento de licitación pública, por tanto, consultó si se modificará la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades o se creará un estatuto jurídico distinto.

Del mismo modo, mencionó otras sugerencias relacionadas con el principio de universalidad, convenios con gestores, plazo de informe del Tribunal de la Libre Competencia, certeza en plazos para elaboración de reglamentos y decretos supremos, procedimientos alternativos en caso de excepciones de licitaciones públicas y revisión de obligación de consumidores a entregar productos prioritarios.

Seguidamente, el Presidente de la Asociación Nacional de la Industria del Reciclaje (ANIR), señor Roberto Izquierdo, valoró la iniciativa legal en estudio por constituir un marco regulatorio para una actividad que la industria desarrolla hace bastante tiempo, como es la reutilización y valorización de residuos. El diseño original, recordó, apuntaba a obtener un mayor reciclaje de residuos domiciliarios y la responsabilidad de los municipios en la recolección, extendiendo tal obligación a los productores de dichos residuos.

Como ha sido advertido por otros expositores, declaró que el proyecto de ley no distingue los dos mundos que conviven en la actividad del reciclaje: industrial y domiciliario. La diferenciación, apuntó, es necesaria por cuanto el porcentaje actual de reutilización de residuos es muy disímil, ya que en la industria se logra recuperar aproximadamente el 60% de los residuos, en cambio, en los hogares nacionales sólo se recicla una cantidad inferior al 5%. Dos razones, en su opinión, justificaron la asimilación de ambos sectores; por un lado, el desconocimiento del Ministerio del Medio Ambiente de los procedimientos utilizados en la industria, tanto en recolección como en reciclaje de residuos; por otro, la ausencia de participación del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo en la elaboración de la iniciativa en debate.

En la Región Metropolitana, precisó, se disponen 7.500 toneladas diarias de residuos en los distintos rellenos sanitarios y vertederos, donde el 50% de los desechos podrían ser reutilizados y valorados, complementando la actividad que desarrolla actualmente la industria, sector que necesita de dichos productos para incrementar sus cifras de reciclaje. También, contribuiría enormemente a la conservación del medio ambiente al separar dichos residuos y se reduciría la necesidad de instalar nuevos rellenos sanitarios o vertederos, tan resistidos por la comunidad.

Aun cuando no será una tarea fácil modificar la situación actual, anunció, debido a la vigencia de los contratos suscritos entre los municipios y las empresas de recolección de aseo residencial, es imperativo avanzar en la reutilización de residuos domiciliarios, dado el valor de los volúmenes de vidrio, plástico, aluminio, hojalata de acero, ropa usada o electrodomésticos que se podrían recolectar y valorizar, si se cambia el sistema de gestión de residuos municipal y se educa a la comunidad.

Llamó también, a introducir modificaciones en la Ley General de Urbanismo y Construcciones para resolver la imposibilidad actual de separar desechos en edificios; una vez dispuesto los residuos en los vertederos es imposible separar los desechos por la contaminación que se produce. El desarrollo de una industria del reciclaje de residuos domiciliarios tiene mucha proyección, pues sólo en la Región Metropolitana se podría recuperar más de un millón de toneladas de productos que, incluso, hoy se importan para su reutilización y valorización.

Por ejemplo, detalló, la industria del plástico importa entre 15 y 18 millones de toneladas para la elaboración de botellas, pero si se reciclara el enorme volumen de dicho material que se dispone en vertederos sería innecesario importar tal cantidad. En el caso del papel y cartón, la industria conservera, vitivinícola y frutícola utiliza 540 mil toneladas, de las cuales 387 mil son coleccionadas por los recicladores de base y 70 mil se importan, no obstante, si se pudiera separar tal material de los residuos domiciliarios y reutilizar tampoco se requeriría dicha importación.

En cuanto al papel, especificó, la industria recicla 100 mil toneladas anuales e importa 30 mil, en particular, para la producción de papel tissue, importación que podría evitarse si se separara dicha materia en origen. En aluminio, agregó, se importan 29 mil toneladas, sin embargo, si se recolectara de los residuos domiciliarios se podrían recuperar 35 mil toneladas, quedando un remanente para exportar. En acero, se recolecta un millón de toneladas, de las cuales 700 mil se procesan en la empresa Gerdau Aza y en la Compañía Acerera del Pacífico (CAP), la diferencia se exporta; aun cuando dicha cifra no considera la hojalata que podría recuperarse de los residuos domiciliarios.

Respecto a los residuos forestales reciclados, prosiguió, 4,8 millones de metros cúbicos anuales se destinan a producir celulosa, otro millón 485 mil se emplea como biomasa combustible para generación eléctrica, 453 mil metros cúbicos sólidos de astilla y aserrín se usan para la elaboración de tableros de madera aglomerada y 312 mil metros cúbicos de fardos de paja se utilizan para combustible. En aceites y lubricantes, se importan 125 mil toneladas anuales, de las cuales 25 mil se reutilizan en elaboración de nuevos productos, 70 mil se reciclan o se usan como combustible para generación de vapor y energía, y 55 mil no tienen destino preciso.

La industria salmonícola, agregó, genera 240 mil toneladas de desechos anuales, reciclando el 100% de los residuos en tres fábricas ubicadas en la IX región, en producción de harina de pescado especial, aceite de salmón y exportación para producción de alimentos para mascotas. En neumáticos, se importan 122 mil toneladas, donde 45 mil se destinan a la minería, 10 mil a la agricultura y 67 mil al transporte de automóviles. De dicho volumen, la industria del recauchaje consume 10 mil toneladas anuales, 1000 se destinan a combustible en la industria del cemento, para producción de yeso industrial que se utiliza como abono agrícola o materia prima para producir cemento, 6 mil, en tanto, se reciclan para gránulos de caucho; una parte importante podría ser destinada a generación eléctrica, pero ello demandaría una inversión en tecnología especial.

Como se observa, puntualizó, una serie de productos son reutilizados, en algunos casos para restituir o casi restituir las características del producto inicial, como el plástico o papel; en otros para elaboración de nuevos productos, como el salmón, la astilla y el aserrín; o bien, para generación eléctrica.

En suma, destacó el objetivo del proyecto de ley porque permitiría reutilizar residuos domiciliarios que hoy se disponen en vertederos, complemento necesario para incrementar el reciclaje a nivel industrial, en aras de un desarrollo más sustentable.

A continuación, el Director de la Asociación de Empresas y Profesionales para el Medio Ambiente (AEPA), señor Hernán Durán, precisó que su exposición se centra en observaciones a ciertos principios, definiciones y artículos determinados del presente proyecto de ley; objeción que se suma a la carencia de una ley general de residuos, dado que la iniciativa legal en estudio sólo refiere a un grupo específico de productos que no representa más del 15% de los residuos en general, que han sido priorizados por su mayor capacidad para ser reutilizados y valorizados.

Si bien la iniciativa considera ciertos principios, acotó, olvida nociones adoptadas a nivel internacional, como el principio de desarrollo sustentable reconocido en la Cumbre de la Tierra celebrada en Río de Janeiro, 1992. Por otra parte, se enfatiza en principios administrativos o valóricos, en vez de ambientales, como el principio de gradualidad o de libre competencia. Tal desorientación normativa, lamentó, se refleja en el objetivo del presente proyecto de ley, dado que la versión original no aludía al medio ambiente ni a la salud humana, conceptos que fueron incorporados con posterioridad en la discusión, aunque mencionados secundariamente, cuando en realidad, afirmó, el artículo 1° debió comenzar señalando que el objeto de la ley es proteger la salud humana y el medio ambiente.

Tal debilidad se reitera en otros pasajes del texto legal propuesto, mostrando cierta deficiencia en el articulado. Así, cuando se menciona el principio del que contamina paga, se establece que el productor de un residuo es responsable de hacerse cargo del mismo, e internalizar los costos y las externalidades negativas asociados a su manejo y disposición. En su opinión, la expresión del principio no es correcta porque implica responsabilizar al productor no sólo de los costos de tratar el residuo, sino también, de reparar el posible daño que pueda ocasionar el desecho.

Los residuos domésticos, apuntó, no se rigen por el principio del que contamina paga, dado que los hogares no asumen el pago de los residuos que generan, ni siquiera el 30% de la comunidad que paga derechos de aseo; en cambio, el sector industrial debe pagar el costo a las empresas que reciben sus residuos o reciclan sus desechos; debilidad que se presenta por la ausencia de una ley general de residuos.

Con respecto a los principios de gradualismo e inclusión, reiteró, no son propios de una normativa ambiental. La inclusión estaba comprendida en el principio de desarrollo sustentable, que combinaba aspectos de crecimiento económico, desarrollo social y protección ambiental. Cuando se eliminó el principio de sustentabilidad, incorporando el principio de inclusión, se descuidaron los otros dos aspectos. Para el caso, propuso reincorporar el principio de desarrollo sustentable, tal cual se concibió en la Declaración de Río de Janeiro 1992, es decir, el derecho al desarrollo debe ejercerse de forma tal que responda equitativamente a las necesidades tanto de desarrollo como ambientales de las generaciones presentes y futuras.

También aludió al principio de jerarquía en el manejo de residuos, cuyo origen proviene de la política ambiental desarrollada a partir del año 2000, sin embargo, el 2005 se eliminó la prevención en la generación de residuos, razón por la cual, resaltó la conveniencia de recuperar como objetivo principal del reciclaje el evitar la generación de un desecho. Sobre el principio de libre competencia, insistió, no corresponde a un principio ambiental, desnaturalizando el espíritu del proyecto de ley, luego que dicha finalidad es suficientemente garantizada en la Constitución Política, por tanto, recomendó eliminarlo de la iniciativa legal.

Luego se refirió al principio precautorio, el cual prescribe que la falta de certeza científica no podrá invocarse para dejar de implementar las medidas necesarias para disminuir el riesgo de daños para el medio ambiente derivado del manejo de residuos. No obstante, los preceptos internacionales sobre la materia, como la Declaración de Río de Janeiro 1992, no han sido formulados de dicha forma. En efecto, desde su origen el principio sostiene que la autoridad puede ejercer una acción preventiva cuando hay razones para creer que las sustancias, los desechos o la energía introducida en el medio ambiente pueden ser nocivos para la salud o para el medio ambiente, entregando a la autoridad la decisión de actuar ante una incertidumbre científica, sin perder el carácter obligatorio de la normativa.

En último término, criticó la noción de manejo ambientalmente racional, que, a su juicio, corresponde a una mala traducción del concepto inglés Sound Management. En su lugar, propuso reemplazar la expresión “racional” por “adecuado”.

Posteriormente, comentó ciertos artículos del presente proyecto de ley. En primer término, mencionó el artículo 4°, que se refiere a la prevención y valorización de residuos, observando que la norma no refuerza la necesidad de un sistema de información que facilite el seguimiento del producto y su residuo durante el ciclo de vida del desecho. El artículo 5°, añadió, debe incorporar el concepto de los sistemas de información para la gestión.

El artículo 9°, en tanto, debiese especificar que cuando se refiere a baterías, comprende los productos elaborados con plomo ácido, ya que podría confundirse con las baterías domésticas similares a las pilas. Agregó también, que es necesario precisar que el listado comprende todos los residuos de productos prioritarios generados en el país, sin excluir ninguna actividad económica, ya que, por ejemplo, el mayor número de neumáticos desechados son generados por la industria minera, la que no debiera marginarse de la responsabilidad como productor.

Por su parte, el artículo 11 letra b), referido a la obligación de información a distribuidores o comercializadores, gestores y consumidores, incluyendo la desagregación del costo de gestión de los residuos en la boleta o factura, demuestra que el instrumento de recaudación no puede reducirse al sistema de depósito y reembolso (abonar una suma de dinero para devolución de un envase), debiendo incorporar otros elementos, como tarifas y tasas.

El artículo 22, continuó, referido a la autorización de los sistemas de gestión, no define el concepto de plan de gestión, pese a la importancia de dicho instrumento ambiental. A su juicio, cada plan de gestión podría incluir un listado de verificación construido a partir de las resoluciones de calificación ambiental y reglamentos que debieran elaborar los sistemas de gestión para cada producto, incorporando, además, temas centrales para el Ministerio del Medio Ambiente, como el cambio climático, la huella del agua o la calidad de suelos. Asimismo, observó que no se precisa la entidad que verificará el cumplimiento del plan, pudiendo confundirse la auditoría externa con una actividad de tipo contable. Por último, el artículo menciona un plazo de vigencia del plan de gestión de cinco años, pero no alude a su actualización, ya que el artículo 24, que aborda la materia, no contiene un nuevo plazo.

Luego se abocó a los mecanismos de apoyo a la Responsabilidad Extendida del Productor. En primer término, apuntó al artículo 27, sobre educación ambiental, observando nuevamente la necesidad de reemplazar el concepto “racional” por la expresión “adecuada”, cuando se refiere a gestión ambiental. Observó también, que el artículo 28 no menciona que las municipalidades pueden recibir recursos de los sistemas de gestión por razones pertinentes; y sobre el fondo para el reciclaje regulado en el artículo 29, mencionó la ausencia de criterios ambientales y sanitarios para la elaboración del contenido de los reglamentos respectivos. Igualmente, objetó el artículo 31, norma que establece las obligaciones de los distribuidores y comercializadores, por el carácter subjetivo para evaluar la condición suficiente de las instalaciones para aceptar la entrega gratuita de residuos de productos prioritarios comercializados, aun cuando en una norma posterior se indica que dichos recintos no requerirán autorización sanitaria especial.

Sobre el sistema de información desarrollado en el artículo 33, subrayó la necesidad de disponer de la trazabilidad de todo el ciclo de vida del residuo, por cada producto prioritario, con el objeto de evaluar el cumplimiento de metas de recolección en cada etapa o fase desde que se elabora el producto, ingresa al mercado y, luego, se transforma en residuo.

Aludió, finalmente, al régimen de fiscalización y sanciones, especialmente a los artículos 34 y 35, advirtiendo que la acción fiscalizadora debe sustentarse en la aplicación del principio precautorio, asunto no definido en la normativa propuesta. Del mismo modo, criticó que no se hayan considerado como gravísimas ciertas infracciones ambientales y sanitarias.

Al concluir la exposición, agregó la necesidad de considerar el uso de las mejores tecnologías disponibles y las mejores prácticas ambientales, al formular los distintos reglamentos que contempla el presente proyecto de ley.

El Presidente de la Asociación Nacional de la Prensa ANP, señor Ricardo Hepp K., manifestó que la Asociación que preside es una Asociación Gremial fundada el año 1951, cuya misión es la defensa integral de la libertad de prensa, refiriendo que desde entonces ha ido reuniendo a diarios, periódicos y revistas fundadas y editadas en el país, actualmente agrupa a un total de 117 publicaciones. Precisó que la entidad tiene un compromiso permanente con el aseguramiento del libre e indiscriminado acceso a las fuentes de información, que junto con el perfeccionamiento de la actividad periodística constituyen el norte de su quehacer.
De esta manera, puntualizó, el compromiso de la Asociación es el de asegurar el libre e indiscriminado acceso a las fuentes noticiosas de interés público.
El Secretario General de la ANP, señor Francisco Moreno Guzmán, manifestó que, a su juicio, el proyecto en estudio, presenta ciertos elementos de especial preocupación que atentan contra el derecho a la libertad de prensa y la libertad de expresión, señalando que han identificado tres aspectos de la iniciativa que consideran eventualmente peligrosos para la libertad de prensa, así como cuatro objeciones a la pretendida incorporación de diarios, periódicos y revistas como “productos prioritarios”, a los que se refiere el artículo 9° de la iniciativa.
1. Autorización previa para vender diarios, periódicos y revistas.

En primer término, expresó que la legislación actual asegura el libre derecho a comunicar e informar y el derecho a emitir opinión bajo cualquiera circunstancia, añadiendo que la ley N° 19.733, sobre las libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo, no exige ningún tipo de requisito previo, de manera que cualquier persona natural o jurídica tiene el derecho a fundar, editar y publicar cualquier tipo de periódico o revista.
Tal libertad, precisó, se verá amenazada una vez que entre en vigencia el proyecto de ley en estudio, ya que conforme lo dispone el artículo 26, se prohibirá la enajenación de periódicos o revistas, al ser estos productos prioritarios, que se encuentren sometidos a un sistema de gestión de residuos, y respecto de los cuales no se hayan cumplido las metas y obligaciones vigentes que establecerá el Ministerio del Medio Ambiente, mediante decreto supremo. 
Consecuente con lo anterior, la Asociación Nacional de la Prensa asevera que la iniciativa debe orientarse a otro tipo de productos prioritarios, respecto de los cuales los diarios y revistas no tienen relación alguna en función a los efectos que producen sus residuos, haciendo especial hincapié en la circunstancia que cualquier diario, sea comunal, provincial o regional, requiera, en forma previa a su venta una autorización del Ministerio del Medio Ambiente, lo que vulnera el artículo 19 N° 12 de la Carta Fundamental, la ley N° 19.733 y tratados internacionales vigentes suscritos por nuestro país.
2.- Sanción de prohibición de vender diarios, periódicos y revistas.

Enseguida, refirió que el proyecto considera infracción gravísima el no cumplimiento de las metas de recolección y valorización establecidas mediante decreto supremo del Ministerio de Medio Ambiente, facultando a la Superintendencia del Medio Ambiente para establecer la sanción de prohibición de venta de un producto prioritario, cual es el caso de diarios, periódicos y revistas que incumplieran dichas metas. La aplicación de la referida sanción, aseveró, abre una ventana para que la autoridad administrativa establezca, en el futuro, ciertos castigos o reprimendas en base a un supuesto incumplimiento de las normas del artículo 35 del proyecto.
Luego, puso de relieve que no existe en la legislación chilena una figura similar a la sanción que propone el proyecto, puesto que la Ley de Prensa sólo permite que un tribunal decrete el cierre de una publicación, en la medida que no haya dado cumplimiento a las obligaciones de información.
3.- El proyecto impone obligaciones a comercializadores y distribuidores que atentan contra el derecho de propiedad y el derecho a desarrollar cualquier actividad económica.

El artículo 31 establece que tanto los comercializadores como los distribuidores de productos prioritarios tienen la obligación de aceptar, sin costo, la entrega de los residuos que comercialice de parte de sus consumidores, siempre que sus instalaciones tengan una superficie suficiente.
Puntualizó que de esta manera, un kiosko, una tienda de barrio o cualquier pequeño establecimiento comercial que venda periódicos o revistas se encontrarán obligado a recibir estos residuos y, adicionalmente, deberá entregarlos al gestor de residuos contratado por el respectivo sistema de gestión. Tal situación, enfatizó, constituye una restricción al derecho de dominio y un menoscabo a la libre iniciativa económica, además de constituir una carga gravosa e injusta, con lo cual gran cantidad de estos comercios optarán justificadamente por abstenerse de vender diarios, revistas y periódicos.

OBJECIONES A LA INCORPORACIÓN DE DIARIOS, PERIÓDICOS Y REVISTAS COMO “PRODUCTOS PRIORITARIOS”.

1.- Desconoce la realidad actual de la industria del reciclaje de diarios, periódicos y revistas, en la que participan 82 empresas relacionadas al acopio y recuperación de papel y cartón.
Aseveró que un estudio encargado por el Ministerio del Medio Ambiente el año 2010 sobre los envases y embalajes de cartón estableció la existencia de “82 empresas relacionadas al acopio y recuperación de papel y cartón y materiales relacionados, de los cuales un 19% se ubica en la Región Metropolitana, entre ellas destacan SOREPA, RECUPAC y Reciclados Industriales. La zona geográfica comprendida entre la V y la VIII Región concentra el 52% de este tipo de empresas”.

Destacó que en esta materia la mayoría de las empresas asociadas a la Asociación Nacional de la Prensa ya está desarrollando planes de reciclaje, existiendo una estructura industrial que funciona, la que es fuente de trabajo de una gran cantidad de personas e instituciones de beneficencia.
2.- Desconoce la realidad de las sociedades periodísticas y editoras que publican diarios, periódicos y revistas.
Continuó señalando que la iniciativa establece que todas las sociedades que publican prensa están obligadas a organizar y financiar la recolección de los residuos de los productos prioritarios que elabore en todo el territorio nacional. Tal norma, opinó, desconoce en absoluto la realidad, ya que existen periódicos o diarios comunales, a los cuales les será imposible organizar y financiar un sistema de gestión nacional, imposición que a todas luces es manifiestamente injusta y desproporcionada.
3.- Desconoce la disminución de consumo de papel de diario en Chile durante los últimos años como consecuencia de la penetración de INTERNET.
Aseveró que para la prensa constituye un desafío monetizar los sitios web de noticias, ya que la gran parte de la población en la actualidad se informa a través de Internet, habiendo experimentado la suscripción y venta de periódicos y revistas una brusca caída en los últimos años.
Por lo anterior, le llamó sobremanera la atención la cifra entregada por el Mensaje, que señala que el año 2011 se generaron 252.000 toneladas de papel de diario, agregando que la Asociación Nacional de la Prensa efectuó la investigación pertinente, afirmando que de acuerdo a cifras oficiales del Instituto Forestal, dependiente del Ministerio de Agricultura, el año 2012 la generación de residuos de papel se redujo a 245 mil toneladas, y el año 2013 bajó a 167 mil toneladas, lo que representa una disminución del 31,8%, por lo cual reiteró que tal circunstancia, sumada a las consideraciones y objeciones anteriores indican que sería un error legislar en relación al papel.
4.- Desconoce la regulación comparada en REP.
Señaló que existe una contradicción entre la información entregada por el ex Ministro Subrogante del Medio Ambiente, señor Ricardo Irarrázaval, quién en septiembre de 2013 en la Cámara de Diputados aseveró que no existía regulación comparada sobre la incorporación de diarios, periódicos y revistas en los sistemas de Responsabilidad Extendida del Productor, y la información otorgada por el Ministro del Medio Ambiente, señor Pablo Badenier en mayo de 2015, en el sentido que sí existiría regulación comparada al respecto. Añadió que una investigación efectuada por esa entidad gremial, conduce a afirmar que los países que utilizan la REP, tales como Alemania, Austria, Francia y Holanda, no consideran a los diarios, periódicos y revistas dentro de sus sistemas de Responsabilidad Extendida del Productor. El único caso contrario es el de Canadá, el cual aseveró es de naturaleza muy distinta a la que se plantea en el proyecto.
Concluyó aseverando que la Asociación Nacional de la Prensa AG., considera que el proyecto que impone un sistema de Responsabilidad Extendida del Productor (REP) a todas las sociedades periodísticas y editoras del país, es una iniciativa que atenta contra la libertad de expresión y la libertad de prensa, la que dañará seriamente el derecho de las empresas periodísticas a trabajar sin presiones económicas o administrativas, afectando su función social.
Reiteró que lamenta que el proyecto desconozca las altas tasas actuales de reciclaje de diarios, periódicos y revistas; así como la legislación comparada en relación a estos productos; la fuerte disminución en el consumo de papel generado por el impacto de Internet, y la realidad de los medios de comunicación social de carácter comunal, provincial y regional.
La Gerente General de la Asociación de Industriales del Plástico ASIPLA, señora Mariela Formas, expresó que la entidad que representa ha participado desde sus inicios en la elaboración de este proyecto de ley, ya que cree que es el momento de efectuar un cambio sustancial en la industrial del reciclaje domiciliario, añadiendo que ASIPLA participa activamente en el Comité Pro Reciclaje de la Sociedad de Fomento Fabril, precisando que hoy expone por ASIPLA, ya que esta ley es esencial para eliminar los pasivos ambientales que por años ha producido la industria del plástico.

Manifestó que la Responsabilidad Extendida del Productor REP, es un modelo que permite a la sociedad optimizar sus residuos y transformarlos en recursos económicos, todo lo cual está basado en nuevas teorías económicas en las cuales prima un modelo de economía circular.
Afirmó que en la REP es esencial asegurar la existencia de la libre competencia, ya que en todos los sistemas o en los mercados en que se ha implementado existe competitividad, puesto que en ella debe participar la sociedad como un todo.
Es así como el Estado sienta las bases y fija la legislación aplicable; los municipios y los gobiernos locales también hacen su gestión; el sector privado financia la recolección selectiva, y la ciudadanía tiene los incentivos puestos para separar el reciclaje desde los orígenes, es decir desde sus propios hogares.

Ciertamente, afirmó, la REP ha sido un instrumento ampliamente utilizado en los países desarrollados desde hace más de 20 años, habiendo resultado particularmente exitoso en el mundo del envase y del embalaje, por lo tanto manifestó que como industria del plástico adhieren plenamente a la aplicación de este instrumento en nuestro país.
Expresó que previo a considerar como aplicaría la REP en Chile es preciso referirse a los datos, señalando que anualmente se generan 16,9 millones de toneladas de residuos, de las cuales 10,4 millones de toneladas corresponden a residuos industriales, en tanto que 6,5 millones de toneladas son domiciliarias. Del mundo domiciliario un 48% corresponde a residuos orgánicos, de estos un 30% corresponde a envases y embalajes, del cual un 11% corresponde a los plásticos.
Agregó que en el mundo industrial existe un mercado para los residuos, el cual encuentra su justificación en la competitividad, ya que las empresas deben pagar por la gestión de sus residuos, puesto que éstas no sacan sus residuos a las calles, sino que contratan a gestores autorizados para que dispongan los residuos peligrosos en plantas de tratamientos y los no peligrosos en rellenos sanitarios.
Para optimizar sus ingresos y recursos, las empresas venden estos residuos, los que a su vez se transforman en recursos para otras empresas, refiriendo que en la industria del plástico la utilización de material reciclado ha crecido más de un 24% en el último año. Es así como se observa que el reciclaje en la industria del plástico alcanza al 66% anual, y si se suma a ello la recolección que se exporta alcanza un 95%; en el vidrio, continuó, el reciclaje del post consumo industrial es más de un 77%; en tanto que en la industria de papeles y cartones el reciclaje del post consumo industrial asciende a un 65%. Todo ello debido a la existencia de un mercado que es esencial para la competitividad de las empresas.

No obstante, enfatizó que la situación en el mercado de los residuos domiciliarios es diametralmente opuesta, atribuyendo tal asimetría a la falta de regulación, aseverando que es en este ámbito de los residuos domiciliarios, donde calza perfecto la Ley sobre Responsabilidad Extendida del Productor, puesto que, además, el proyecto crea los incentivos correctos.
Continuó señalando que en el mundo de los residuos domiciliarios, un productor distribuye sus productos en el mercado, el cual llega a los hogares, y estos hogares o consumidores o ciudadanos, que somos todos, podemos entregarlos a las municipalidades o disponerlos en puntos limpios; o bien podemos entregarlos a los recicladores de base: No obstante, precisó, menos de un 10% de estos residuos terminan en plantas de reciclaje, y el 90% termina en rellenos sanitarios. Puntualizó que si se desglosan estas cifras, separando los residuos comerciales, se llega a la triste realidad que si se saca todos los patios traseros de los supermercados, la cifra de los residuos domiciliarios, en plásticos, sólo asciende a 0,37%, vale decir nada.
Es por ello que para abastecer las plantas de reciclaje de plástico, -puesto que las inversiones en plantas de reciclaje ya se hicieron- se ha debido importar durante el año 2014, la cantidad de 18.000 toneladas de residuos plásticos de botellas, material que nuestro país necesita para llegar con sus exportaciones a los destinos más exigentes, con envases y embalajes de material reciclado, lo que se logra usando el plástico reciclado que viene de afuera, ya que nuestro país no es capaz de recolectarlo de los domicilios.
Lo anterior, reafirma la idea central en orden a que esta ley de Responsabilidad Extendida del Productor, debe aplicarse solamente a un mercado netamente domiciliario.

En materias de políticas públicas, prosiguió, es fundamental focalizar, manifestando que en el mercado del reciclaje industrial tenemos tasas de reciclaje a niveles de países OCDE, sin embargo nuestro mercado domiciliario es paupérrimo, no funciona y carece de incentivos.
Comentó que el proyecto en estudio permite alinear los incentivos y fomentar correctamente los incentivos en el mercado domiciliario, lo que constituye una oportunidad para focalizar esta política pública, evitando confundirlo con el mercado industrial. Arguyó que el mercado industrial tiene otra lógica, opera con otras reglas, siendo dudoso agruparlos, puesto que es ahí donde podría surgir una suerte de colusión, ya que los industriales tienen canales de distribución acotados, con clientes acotados, lo que no ocurre en el mercado domiciliario, en el que los clientes son todos los hogares y casas del país, encontrándose así un mercado absolutamente atomizado, de manera que es prácticamente imposible que en el mercado domiciliario se den prácticas que atenten contra la libre competencia.

Luego explicó cómo funcionaría la Responsabilidad Extendida del Productor en el mundo domiciliario, señalando que el productor coloca el bien en el mercado, encontrándose obligado individualmente o a través de sistemas integrados de gestión, agrupándose con otras empresas fabricantes o importadoras de igual producto, a licitar la gestión de sus residuos a través de gestores. Estos gestores pueden ser municipalidades, agrupaciones de municipios o privados, a través de puntos limpios, recicladores de base o un conjunto de ellos. A su vez, las mismas empresas deben incentivar, a través de sus departamentos de comunicación, a los hogares a entregar sus residuos a los gestores y, de esta manera, estos gestores venden a las plantas de reciclaje los insumos que vuelven a transformarse para volver a ser utilizables.
Enseguida, expresó que para que la REP sea exitosa en el ámbito domiciliario es preciso acotarla solamente a dicho sector; iniciar el sistema con un grupo acotado de productos prioritarios, siendo fundamental aprender de los países que han sido exitosos en la materia, agregando que en el mundo hay 15 productos que funcionan eficientemente, debiendo por lo tanto comenzar con ellos; resguardar la libre competencia, ya que de otra manera los costos del reciclaje se trasladan a precios; coherencia regulatoria que permite el ingreso al mercado a productos con material reciclado; incluir a los municipios, materia que, en su opinión, se encuentra correctamente abordada en el proyecto; incorporar a la ciudadanía, que es un tema que no aborda el proyecto, pero que sí debiera considerarse más adelante.

Terminó su intervención refiriéndose a la necesidad de efectuar modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, de manera que todos los hogares se encuentren obligados a pagar los derechos de aseo y recolección de basura, toda vez que actualmente el 70% de los hogares se encuentra exento, opinando que de no mediar tal modificación siempre botar basura resultará más fácil y barato que reciclar.

El Presidente de la Asociación Nacional Automotriz de Chile A.G. ANAC, señor Alvaro Mendoza, comenzó su intervención respondiendo una afirmación del Honorable Senador señor Horvath relativa a los vehículos abandonados en las zonas francas y en las zonas de extensión, señalando que el tema escapa a la competencia de esa asociación gremial, ya que las zonas francas son ajenas al sistema de comercialización de vehículos del resto del país, puesto que se permite el ingreso de vehículos usados y carecen de regulación, habiéndose transformado en verdaderos basurales, materia que es ajena al proyecto en estudio y que debe ser abordada por el Estado.
Refirió que la Asociación Nacional Automotriz de Chile A.G. ANAC, es una entidad gremial de carácter técnico que agrupa a la totalidad de las marcas automotrices de vehículos que se comercializan en nuestro país, que ascienden a 114, de manera que representan a los fabricantes de vehículos livianos, medianos y pesados.
Enseguida, expresó su preocupación por la tramitación acelerada del proyecto, al fijarle suma urgencia, ya que quedarán sin análisis materias importantes que requieren una reflexión más profunda, las que podrían ocasionar importantes efectos a nivel económico y microeconómico en las empresas, principalmente en el aumento de costos y precios de determinados productos.
Manifestó que el objetivo de la ley, como lo señala el artículo 1°, es el de reducir la contaminación, utilizar recursos desaprovechados y proteger la salud de las personas y el medio ambiente, disminuyendo la generación de residuos y fomentando su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización.
Además, según lo señala el Mensaje, la iniciativa también pretende alinearse con las políticas y estándares OCDE en materia ambiental y de salud, destacando que, en su opinión, las Recomendaciones que imparte el mencionado Organismo son esencialmente abiertas, lo cual no implica que nuestro país las cumpla apresuradamente, máxime si se observa que países con un desarrollo superior al nuestro aún no las han implementado, enfatizando que en el caso de los automóviles dicha Recomendación se encuentra vigente en un solo país.
Agregó que la Responsabilidad Extendida del Productor es un mecanismo altamente conveniente, particularmente en lo que respecta a los residuos domiciliarios, precisando que hay que tener cuidado al incorporar como productos prioritarios a determinados artículos, ya que ello puede devenir en una traba al desarrollo del país e impedir el acceso de estos bienes de consumo a gran parte de la población.
Luego se refirió concretamente a la incorporación de los vehículos como producto prioritario, señalando que de los nueve productos que establece el artículo 9° del proyecto, existen cuatro (aceites lubricantes, aparatos electrónicos y eléctricos, neumáticos, pilas y baterías) que son parte de los elementos que forman parte de un vehículo, de manera que al agregar a los vehículos se está duplicando el producto prioritario.
De esta manera, prosiguió, cabe preguntarse si existe justificación técnica, y económica para tratar a los vehículos como producto prioritario y como una universalidad, más allá de sus partes específicas.
Al respecto, afirmó que no es correcto, toda vez que el vehículo es una universalidad, es un conjunto de conjuntos, aseverando que en su despiece se llega a las 10.000 partes y piezas o componentes, todos ellos funcionalmente relacionados y físicamente vinculados, donde se une todo con todo, que se comercializa como un todo completo y no por partes separadas, constituyendo una universalidad.
Aseveró que la mejor demostración de que los vehículos constituyen una universalidad es efectuar la comparación con las viviendas, que corresponden a otro tipo de universalidades, siendo, además, los vehículos los artículos que las preceden en la escala de valor económico, aseverando que nadie pretendería considerar a las viviendas como producto prioritario, como tampoco corresponde tratar al vehículo de manera separada como un elemento que escapa a sus partes y piezas.
Luego señaló que la Ley N° 18.483, sobre Estatuto Automotriz, en su artículo 1° señala que el vehículo es un conjunto de conjuntos, de manera que es de toda lógica que se defina específicamente que partes y piezas del vehículos estarán afectas a la Responsabilidad Extendida del Productor y que partes no lo estarán.
Enseguida, aseveró que no es pertinente incluir a los vehículos como productos prioritarios ya que en nuestro país tienen una larga vida útil que se extiende a 25 o más años, lo que los distingue del resto de los productos prioritarios que en promedio no superan los 2 años.
Agregó que nuestro parque automotriz aún es pequeño, con muy bajo nivel de obsolescencia, refiriendo que la población tiene acceso a su primer automóvil con un modelo que tiene varios años de antigüedad.
Refirió que nuestro parque automotriz es nuevo y pequeño, señalando que al año 1983 se vendían anualmente 5.000 vehículos, en tanto que el año 2013 se vendieron 280.000 automóviles. El aumento del ingreso per cápita ha posibilitado la adquisición de vehículos nuevos, lo que no obsta a que los vehículos usados continúen siendo muy cotizados, en atención a que provienen de un parque automotriz pequeño.
Enseguida, expresó que en los países que tienen sistemas integrados de gestión para los automóviles, se cuenta con un elemento esencial, cual es la economía de escala que permite la existencia de una masa crítica para generar negocios de separación de metales, de chatarra y otros elementos, refiriendo que si se observan los parques automotrices en que hay sistemas análogos al que se pretende crear, éstos son de un tamaño gigantesco, alcanzando a los 220.000.000 de automóviles, efectuando la comparación con la realidad nuestra en que el parque automotor es de 3.700.000 automóviles, no existiendo, por lo tanto, la masa crítica suficiente para implementar un sistema de esta naturaleza.
Añadió que de acuerdo a cifras entregadas por el Registro Nacional de Vehículos Motorizados la salida anual de vehículos de circulación alcanza a los 19.000 automóviles, de los cuales existe una real obsolescencia de 2.000 unidades por año, ya que todo el resto se recupera, se reutiliza o se chatarriza efectivamente, conforme a las ofertas del mercado.
Por las razones que expuso, concluyó expresando que el país no se encuentra preparado para incluir a los vehículos motorizados en la REP, sin perjuicio que, en un futuro, y cuando las condiciones de mercado así lo aconsejen, pudiera debatirse en profundidad y sin premura este delicado tema.
El Gerente General de Gestión Local Sustentable EMERES, señor Jaime Cataldo, señaló que EMERES es una asociación de 20 municipalidades urbanas de la Región Metropolitana, que agrupa a 3.500.000 de personas y que dispone anualmente 1.6 millones de toneladas de residuos.
Manifestó su conformidad con las disposiciones de esta ley, por cuanto reafirma el rol de los municipios y asociaciones de municipalidades como gestores de residuos y, principalmente, establece una revalorización de los residuos como bienes ambientalmente sustentables.
Enfatizó que es importante que el proyecto corrobore la responsabilidad que tienen los municipios sobre los residuos domiciliarios, obligando a los generadores de los mismos a entregárselos a las municipalidades respectivas para su manejo.
Destacó la relevancia del artículo 21 del proyecto, que posibilita la celebración de convenios entre las municipalidades o agrupación de municipalidades con los sistemas de gestión, destinados a la separación en origen y a la recolección selectiva de gestión. No obstante, manifestó su inquietud respecto a la forma en que se resolverán los eventuales conflictos que se susciten entre los sistemas de gestión y las municipalidades y los sistemas de gestión, señalando que es importante precaverlo desde ya.
Manifestó que en países pioneros en gestión de residuos, las asociaciones de municipalidades y los gobiernos regionales han tenido un rol fundamental, refiriendo que actualmente están en conversaciones para formar una asociación de municipios temática y de gestión de residuos EMESUR, de manera de tener un tamaño crítico para interactuar con los sistemas integrados de gestión.
Opinó que el proyecto es coherente con las facultades privativas que la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades otorga a los municipios en materia de aseo, razón por la cual considera que las ordenanzas municipales no pueden ser optativas, debiendo efectuarse paulatinamente una modificación de las mismas, a objeto que las municipalidades obliguen a la comunidad a separar los residuos por origen, y éstas efectúen la recolección segregada de los residuos.

Finalmente, destacó la importancia de la creación de un Fondo para el Reciclaje, no obstante lo cual, opinó, que en ningún caso estos recursos deben ser concursables para los municipios o asociaciones de municipios, y que los mismos deben asignarse de acuerdo a un programa de actividades a implementar por períodos de cinco años, sujetos a evaluación, de manera que aquellas municipalidades que cumplen con sus programas o metas sean favorecidos con nuevos fondos para tal objetivo.
El Honorable Senador señor Horvath señaló que en la sesión se ha planteado la conveniencia de enfocar la iniciativa en los residuos domiciliarios, afirmando que la recolección en origen ha sido resistida en algunos países por cuanto a través de los residuos es muy fácil conocer las costumbres de cada hogar; también destacó la importancia de revisar las exenciones de cobro establecidas para los servicios de aseo y recolección de basura ya que constituyen un desincentivo a esta iniciativa; luego aludió a los residuos peligrosos, señalando que en el caso de ellos es importante la trazabilidad, y finalmente observó que es preciso abordar las condiciones sanitarias en que laboran los recolectores de base.
El Presidente de la Asociación Nacional de la Industria del Reciclaje ANIR, señor Roberto Izquierdo, manifestó su inquietud por la manera como se está tramitando este proyecto, opinando que la celeridad y la suma urgencia suma que se le ha otorgado, son contrarias a la trascendencia que tiene una legislación de esta naturaleza destinada a regir un largo tiempo.
Agregó que la industria del reciclaje trabaja en base a las leyes del mercado, afirmando que aplicar el sistema integrado de gestión de recursos a la industria ha demostrado ser una fuente de corrupción, citando el caso de una asociación dedicada al reciclaje de neumáticos en España, SIGNUS, que procesa el 80% de este producto, cuyos propietarios son las principales empresas fabricantes de neumáticos, refiriendo que una parte de los neumáticos reciclados son exportados a países africanos, ya que los empresarios dueños de esta asociación, supuestamente “sin fines de lucro”, prohíben la comercialización de estos neumáticos reciclados dentro de España.
El Honorable Senador señor Horvath expresó su voluntad en orden a que dentro del escaso margen de tiempo existente para despachar el proyecto, se resguarden ciertos aspectos mínimos en los cuales hubo consenso en la sesión celebrada el día lunes 11 de mayo.

En primer término, destacó que el proyecto debe focalizarse a los residuos domiciliarios; también garantizar ciertos aspectos básicos para los recolectores de base, en materias relativas a capacitación, condiciones sanitarias, proceso de selección in situ y otras; en el caso de los industriales, quienes plantearon que el sector ya se encuentra en un proceso de reciclaje de un 60%, hay ciertos temas sensibles que quedaron en evidencia, -como ocurre con la incorporación de los vehículos a la categoría de productos prioritarios-, situación que podría obviarse si se consideraran afectos a la REP sólo determinadas partes y piezas de los vehículos motorizados y no los vehículos en su conjunto, y, en lo que respecta a los plazos para la incorporación de los recolectores de base al sector formal es preciso subsanarlo por la vía de las indicaciones.

El Honorable Senador señor Moreira, se refirió a los planteamientos efectuados por la Asociación Nacional de la Prensa, manifestando su preocupación por la redacción de ciertos artículos que es necesario precisar a objeto de precaver eventuales limitaciones a la libertad de prensa y expresión.

De esta manera, solicitó al Ejecutivo un compromiso respecto al envío de indicaciones que subsanen las objeciones formuladas por la mencionada entidad gremial, en relación a las siguientes materias:

1. Que el artículo 36, letra b) del proyecto, que establece como sanción por incumplimiento de las metas de gestión la prohibición de vender el producto prioritario, no sea aplicable a los diarios, periódicos o revistas, señalándolo expresamente.

2.- Eximir a los kioskos, almacenes de barrios u otros lugares pequeños que vendan periódicos, diarios y revistas de la obligación que establece el artículo 31 del proyecto, que obliga a disponer de un lugar para almacenar sin costo los residuos de los referidos productos, ya que, ante tal imposición, los propietarios de estos pequeños comercios optarán por no vender diarios, revistas y periódicos.

El Ministro del Medio Ambiente, señor Pablo Badenier expresó que obviamente no es la intención del Ejecutivo establecer mediante este proyecto ningún tipo de restricción a la libertad de prensa, señalando que la ANP planteó básicamente dos observaciones:

La primera, referida al artículo 31 que establece que los establecimientos de comercialización o distribución deben contar con una superficie adecuada para disponer los residuos de productos prioritarios, aseverando que el Ejecutivo no ha pensado en implementar la norma a kioskos u otros pequeños locales comerciales, comprometiéndose a aclarar este aspecto mediante una indicación que señale cuáles son los centros de comercialización y distribución a los que se les aplicaría la norma. En términos generales, precisó, el Ejecutivo estima que se debe aplicar a centros comerciales que tengan una capacidad por sobre determinada cantidad de estacionamientos.

El otro aspecto, apuntó, se refiere a la facultad de la Superintendencia del Medio Ambiente para imponer ante una infracción gravísima la prohibición de venta del producto prioritario, señalando que tal facultad está planteada en general, no en particular, afirmando que esta norma tiene un símil con normativas sectoriales como ocurre con la reglamentación sanitaria. A vía de ejemplo, indicó, que una imprenta podría infringir normas que afectan la salud de sus trabajadores, debiendo ser clausurada, y no por ello podría plantearse que estaríamos ante un acto de la autoridad sanitaria atentatorio de la libertad de prensa.

No obstante lo anterior, el señor Ministro de Medio Ambiente se comprometió a efectuar un alcance sobre la materia.

Enseguida, se refirió a diversos aspectos planteados en la sesión anterior. En primer término, aludió a la situación de los vehículos, señalando que el Ejecutivo comparte la argumentación de ANAC, en cuanto a que ciertos productos vinculados a vehículos podrían eventualmente estar sobrerregulados, ya que dentro de los productos prioritarios se considera a los aceites, lubricantes, baterías, pilas, neumáticos, vale decir partes constitutivas relevantes de los residuos que genera un vehículo, por lo tanto estimó razonable efectuar una revisión del listado de los productos prioritarios en ese aspecto.

También aludió a lo planteado por el Honorable Senador Moreira, respecto a las metas de recolección de carácter regional, expresando la disponibilidad del Ejecutivo en orden a explicitar metas de recolección y revalorización que puedan tener una consideración geográfica.

Manifestó que también, por la vía de la indicación, propondrá el aumento de plazo, de 3 a 5 años, para que los recolectores de base puedan certificar sus competencias laborales, como asimismo otorgarles la posibilidad de participar en programas de capacitación ambiental, en términos del contacto directo con el consumidor.

Continuó expresando que el Ejecutivo tampoco tiene inconveniente en indicar que los productos prioritarios de origen industrial queden sujetos a metas de recolección y valorización y a un sistema de registro, sin que ello signifique vinculación a un sistema de gestión, que es lo que lo que hace la diferencia con los residuos de origen domiciliario. Puntualizó que además debe quedar en el proyecto la definición de “residuo industrial”.

La Directora Ejecutiva del Programa Chile Sustentable, señora Sara Larraín, expresó que el proyecto de ley marco para la gestión de residuos y la responsabilidad extendida del productor corresponde a una regulación parcial de la gestión integral de desechos, y es el resultado de un proceso al que se han comprometido distintos gobiernos, particularmente en el inicio del Gobierno del entonces Presidente Sebastián Piñera, oportunidad en que se planteó la gestión de los desechos a través de los denominados impuestos verdes, que el Congreso Nacional no aprobó.

Señaló que no obstante ciertas opiniones vertidas en la sesión anterior, nadie está en contra de una regulación que establece que el que genera un producto, dentro de una lógica de ciclo de vida, debe hacerse cargo del mismo hasta su disposición final. Aseveró que ello corresponde a todas las políticas de la OCDE y obedece, además, a razones de justicia ambiental en la medida que este pasivo es de cargo de la sociedad en su conjunto, ya que de otra manera se tiene que hacer cargo el Estado, a través de los municipios, desviando recursos que urge dedicar a educación, salud, etc.

Prosiguió señalando que la Responsabilidad Extendida del Productor establece las condiciones futuras para la actividad de recolección, reciclaje y mercado de desechos, a través de los sistemas de gestión y de certificación.
Relató que Chile Sustentable ha trabajado desde el año 2012 con las organizaciones ciudadanas, principalmente junto al Movimiento Nacional de Recicladores, con el objeto de generar un modelo inclusivo, a través de la definición e incorporación de los recicladores de base a los sistemas de gestión, quienes por varios años han buscado que se concrete tal participación y reconocimiento a la labor socioeconómica y medioambiental que desarrollan.
Hizo hincapié en que han colaborado con el Gobierno a objeto de generar un espacio de participación de los Recicladores de Base en los futuros sistemas de gestión, evitando así que la nueva ley margine a más de 180.000 personas que se sustentan mediante esta actividad económica en Chile, puntualizando que son 60.000 las unidades familiares que mantienen una actividad estable de recolección como su único medio de vida.
Agregó que actualmente este sector no está censado ni catastrado por el Estado, como si ocurre en el caso de los pescadores o mineros artesanales, campesinos de subsistencia y otros que hoy cuentan con institucionalidad, reconocimiento y apoyo del Estado para sus actividades de subsistencia. Actualmente, los pescadores artesanales tienen acceso al crédito, los pequeños agricultores, cuentan con asistencia técnica y crediticia a través de INDAP, en la minería ocurre lo mismo, en tanto que tratándose de los recolectores de base el Estado no cuenta siquiera con un registro.

Enseguida, se refirió a las mejoras introducidas al proyecto en el primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados, destacando entre ellas la incorporación de una definición adecuada de recolectores de base; se perfeccionó la definición del principio ambiental “el que contamina paga”; se consideró el término “ciclo de vida”, en la medida que este es el concepto que fundamenta la Responsabilidad Extendida del Productor; asimismo, se logró introducir el principio de inclusión dentro del proyecto, puesto que las políticas públicas deben comprometerse con la lógica transversal de la inclusión, particularmente en un mercado que tiende a generar carteles; también se separaron las metas de recolección y de valorización, con el fin de potenciar las ventajas comparativas que tienen los recicladores de bases, los cuales no tienen posibilidades para valorizar grandes desechos, pero sí tienen ventajas comparativas respecto de las grandes empresas en relación con los circuitos de recolección; se asumió por parte del Estado el compromiso de capacitar a los recicladores de base, lo que permitirá a este numeroso grupo de trabajadores su ingreso a la economía formal, y, finalmente, se eximió a los recolectores de base del pago de las bases de licitación y del cobro por la inscripción en el registro que llevará el Ministerio del Medio Ambiente.

Respecto al proceso de certificación de los recicladores de base, opinó que el plazo que establece el proyecto debiera ampliarse a 5 años, ya que el plazo de tres años no alcanzará para que se capacite al sector, agregando que el presupuesto no lo permite y que, tampoco, se cuenta con un catastro que permita efectuar una programación del proceso de capacitación y certificación.

Luego, abordó las materias que en opinión de la Organización que dirige es preciso perfeccionar en esta instancia legislativa.

En primer lugar, aludió a la norma del artículo 20 que faculta a las Municipalidades para celebrar convenios con los sistemas de gestión autorizados, para entregar en comodato bienes nacionales de uso público, destinados al establecimiento y operación de instalaciones de almacenamiento de productos prioritarios.

Comentó que en relación con dicha norma es adecuado que ciertos bienes nacionales de uso público sean destinados a centros de acopio, no obstante estima conveniente establecer una discriminación positiva a favor de los recicladores de base, señalando que de otra manera les sería prácticamente imposible contar con tales lugares para realizar su labor.

Enseguida, aludió a la educación ambiental, afirmando que los recicladores de base ejercen un rol socio ambiental, ya que al relacionarse directamente con la comunidad, entregan la información necesaria a todos los residentes sobre como separar residuos en origen, aseverando que esta labor educadora debiera ser reconocida en el artículo 27 del proyecto, que trata de la educación ambiental, incorporándolos junto a otros actores que actualmente están ejerciendo esta tarea educativa.

Asimismo, aludió al plazo de 3 años que otorga el artículo 1°transitorio para que los recicladores de base puedan registrarse y continuar ejerciendo su actividad sin contar con la certificación exigida, agregando que una vez vencido el plazo los recicladores quedan fuera del sistema del reciclaje. Por tal razón, junto con el Movimiento Nacional de Recicladores de Base, solicitan a la Comisión y al Ejecutivo, considerar una indicación que amplíe este plazo de certificación a 5 años.

Asimismo, señaló que como parte de los sistemas de información de la ley, debe considerarse en el proyecto la existencia de un catastro de los recicladores de base, con el fin de emplear responsablemente la política pública que se está generando en un sector que ha subsistido por sus propios medios a través de esta actividad.

Enseguida, se refirió a los obstáculos que dificultan la labor de los recicladores de base, señalando la dificultad en la obtención de los permisos sanitarios; también las condiciones de seguridad sanitaria y laboral, puesto que manipulan ciertos desechos tóxicos, realizan esfuerzos de carga y se encuentran expuestos a situaciones que deterioran su salud. Por ello reiteró la necesidad de formalizar su situación, de manera de facilitarles el acceso al crédito público y privado, y el apoyo técnico y financiero de instituciones públicas como lo tienen los pescadores artesanales, pequeños agricultores y pequeños mineros.

El asesor de Asuntos Regulatorios de la Sociedad de Fomento Fabril, señor Jaime Espínola coincidió con el planteamiento de Chile Sustentable, en orden a ampliar el plazo a 5 años para que los recicladores de bases obtengan su certificación, aseverando que, además, la certificación podría contribuir a que este sector pueda acogerse al régimen tributario de renta presunta, aseverando que es indispensable que al comenzar a operar formalmente en el mercado realicen inicio de actividades. Opinó que, además, la certificación podría constituirse en el mecanismo que otorgue la autorización sanitaria para que puedan operar.

El Honorable Senador señor Moreira reiteró su preocupación en orden a que el Ejecutivo se comprometa a resguardar, por la vía de las indicaciones, el acceso a la libertad de prensa e información que podría verse conculcado si se mantiene la redacción del artículo 36.

Asimismo, solicitó al Gobierno el envío de indicaciones que otorguen mayor plazo para la certificación de los recicladores de base, y todo lo que guarda relación con la formalización de este grupo de trabajadores.
El Ministro del Medio Ambiente, señor Pablo Badenier, relató que este proyecto ingresó el año 2013, señalando que el actual Gobierno no lo retiró por cuanto le pareció un proyecto bien inspirado, no obstante lo cual le introdujo modificaciones de envergadura en el primer trámite constitucional, agregando que esta iniciativa tenía costo fiscal cero en su inicio, y que el actual Ejecutivo le introdujo modificaciones presupuestarias que permitirán contar con un presupuesto de 6.000 millones anuales cuando el sistema se encuentre en régimen.
Destacó que la modificación más trascendente que se introdujo en la Cámara de Diputados, a través de indicaciones del Ejecutivo, guarda relación con los recicladores de base, al reconocerlos explícitamente y comprometer un programa de certificación de competencias laborales que permitirá la formalización de la actividad, permitiéndoles gradualmente el acceso al crédito, a programas de capacitación y asistencia técnica.

Aseveró que ha conversado con expertos internacionales, quienes reconocen como un valor la existencia de estos 60.000 recolectores de base, ya que eso es lo que permite a los sistemas de gestión una capilaridad que no existe en los sistemas de otros países, aseverando que, obviamente, ello requiere de una verdadera formalización y que esa tarea corresponde no sólo al Ministerio a su cargo, sino que también requiere de un esfuerzo de las distintas asociaciones de recolectores de base.

El Honorable Senador señor Moreira expresó su apoyo a la iniciativa, no obstante manifestó que se debe avanzar paralelamente en el tema de los rellenos sanitarios y en las metas regionales, dejando constancia que este proyecto no sólo debe aplicarse en la Región Metropolitana, sino que debe implementarse adecuadamente en regiones.

El Honorable Senador señor De Urresti refirió que le llamó la atención cuando siendo Diputado, recibieron en la Cámara de Diputados a los recicladores de base y el más lejano que había, provenía de Loncoche, agregando que existe el conocimiento para reciclar en cualquier lugar de Chile, señalando que es un problema endémico del país que las políticas públicas sean diseñadas en Santiago y el énfasis disminuye al llegar a Curicó, por lo que sugirió que la implementación de este proyecto tenga una contraparte en los Gobiernos Regionales, a objeto se hagan cargo de incentivar a los recicladores de base, particularmente en localidades aisladas.

- - -

A continuación, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Antonio Horvath Kiss puso en votación general el proyecto, que resultó aprobado con los votos favorables del Honorable Senador señor Antonio Horvath Kiss (Presidente) y de los Honorables Senadores Alfonso de Urresti Longton (Isabel Allende Bussi), Alberto Espina Otero, Iván Moreira Barros y Patricio Walker Prieto.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

A continuación, se transcribe literalmente el texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales os propone aprobar en general:

“PROYECTO DE LEY:

Que establece marco para la gestión de residuos, la responsabilidad extendida del productor y fomento al reciclaje.

TITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°.- Objeto. La presente ley tiene por objeto disminuir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización, a través de la instauración de la responsabilidad extendida del productor y otros instrumentos de gestión de residuos, con el fin de proteger la salud de las personas y el medio ambiente.

Artículo 2°.- Principios. Los principios que inspiran la presente ley son los siguientes:

a) El que contamina paga: El productor de un residuo es responsable de hacerse cargo del mismo, y de internalizar los costos y las externalidades negativas asociados a su manejo y disposición. 

b) Gradualismo: Las obligaciones para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización serán establecidas o exigidas de manera progresiva, atendiendo a la cantidad y peligrosidad de los residuos, las tecnologías disponibles, el impacto económico y social y la situación geográfica, entre otros.

c) Inclusión: Conjunto de mecanismos e instrumentos de capacitación, financiación y formalización orientados a posibilitar la integración plena de los recicladores de base en la gestión de los residuos, incluidos los sistemas de gestión en el marco de la responsabilidad extendida del productor.

d) Jerarquía en el manejo de residuos: Orden de preferencia de manejo, que considera como primera alternativa la prevención en la generación de residuos, luego la reutilización, el reciclaje de los mismos o de uno o más de sus componentes y la valorización energética de los residuos, total o parcial, dejando como última alternativa su eliminación, acorde al desarrollo de instrumentos legales, reglamentarios y económicos pertinentes.

e) Libre competencia: El funcionamiento de los sistemas colectivos de gestión en ningún caso podrá atentar contra la libre competencia.

f) Participativo: La educación, opinión y el involucramiento de la comunidad son necesarios para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización.

g) Precautorio: La falta de certeza científica no podrá invocarse para dejar de implementar las medidas necesarias para disminuir el riesgo de daños para el medio ambiente derivado del manejo de residuos.

h) Preventivo: Conjunto de acciones o medidas que se reflejan en cambios en los hábitos en el uso de insumos y materias primas utilizadas en procesos productivos, diseño o en modificaciones en dichos procesos, así como en el consumo, destinadas a evitar la generación de residuos, la reducción en cantidad o la peligrosidad de los mismos.

i) Responsabilidad de la cuna a la tumba: El productor de residuos es responsable del manejo de los residuos, desde su generación hasta su valorización y,o eliminación, en conformidad a la ley.

j) Transparencia y publicidad: La gestión de residuos se efectuará con transparencia, de manera que la comunidad pueda acceder a la información relevante sobre la materia.

k) Trazabilidad: Conjunto de procedimientos preestablecidos y autosuficientes que permiten conocer las cantidades, ubicación y trayectoria de un residuo o lote de residuos a lo largo de la cadena de gestión.

Artículo 3°.- Definiciones. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

1) Almacenamiento: Acumulación de residuos en un lugar específico por un tiempo determinado, previo a su valorización y,o eliminación.

2) Ciclo de vida de un producto: Etapas consecutivas e interrelacionadas de un sistema productivo, desde la adquisición de materias primas o su generación a partir de recursos naturales, hasta su eliminación como residuo.

3) Comercializador: Toda persona natural o jurídica, distinta del productor, que vende un producto prioritario al consumidor.

4) Distribuidor: Toda persona natural o jurídica, distinta del productor, que comercializa un producto prioritario antes de su venta al consumidor.

5) Ecodiseño: Integración de aspectos ambientales en el diseño del producto, envase, embalaje, etiquetado u otros, con el fin de disminuir las externalidades ambientales a lo largo de todo su ciclo de vida.

6) Eliminación: Todo procedimiento cuyo objetivo es disponer en forma definitiva o destruir un residuo en instalaciones autorizadas.

7) Generador: poseedor de un producto que lo desecha o tiene la intención u obligación de desecharlo de acuerdo a la normativa vigente.

8) Gestor: Persona natural o jurídica, pública o privada, que realiza cualquiera de las operaciones de manejo de residuos y que se encuentra autorizada y registrada en conformidad a la normativa vigente.

9) Gestión: Operaciones de manejo y otras acciones de política, de planificación, normativas, administrativas, financieras, organizativas, educativas, de evaluación, de seguimiento y fiscalización, referidas a residuos.

10) Instalación de almacenamiento: Lugar o establecimiento de recepción y acumulación selectiva de residuos, debidamente autorizado, previo a su envío hacia una instalación de valorización o eliminación.

11) Manejo: Todas las acciones operativas a las que se somete un residuo, incluyendo, entre otras, recolección, almacenamiento, transporte, pretratamiento y tratamiento.

12) Manejo ambientalmente racional: La adopción de todas las medidas posibles para garantizar que los residuos se manejen de manera que el medio ambiente y la salud de las personas queden protegidos contra los efectos perjudiciales que pueden derivarse de tales residuos.

13) Mejores prácticas ambientales: La aplicación de la combinación más exigente y pertinente de medidas y estrategias de control ambiental.

14) Mejores técnicas disponibles: La etapa más eficaz y avanzada en el desarrollo de los procesos, instalaciones o métodos de operación, que expresan la pertinencia técnica, social y económica de una medida particular para limitar los impactos negativos en el medio ambiente y la salud de las personas.

15) Ministerio: Ministerio del Medio Ambiente.

16) Preparación para la reutilización: Acción de revisión, limpieza o reparación, mediante la cual productos o componentes de productos desechados se acondicionan para que puedan reutilizarse sin ninguna otra transformación previa. 

17) Pretratamiento: Operaciones físicas preparatorias o previas a la valorización o eliminación, tales como separación, desembalaje, corte, trituración, compactación, mezclado, lavado y empaque, entre otros, destinadas a reducir su volumen, facilitar su manipulación o potenciar su valorización.

18) Producto prioritario: Sustancia u objeto que una vez transformado en residuo, por su volumen, peligrosidad o presencia de recursos aprovechables, queda sujeto a las obligaciones de la responsabilidad extendida del productor, en conformidad a esta ley.

19) Productor de un producto prioritario o productor: Persona que, independientemente de la técnica de comercialización:

a) enajena un producto prioritario por primera vez en el mercado nacional.

b) enajena bajo marca propia un producto prioritario adquirido de un tercero que no es el primer distribuidor.  

c) importa un producto prioritario para su propio uso profesional.

En el caso de envases y embalajes, el productor es aquél que introduce en el mercado el bien de consumo envasado y, o embalado.

El decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario sobre la base de criterios y antecedentes fundados determinará los productores a los que les será aplicable la responsabilidad extendida del productor, previa consideración de su condición de pequeña o mediana empresa.

20) Reciclador de base: Persona natural que, mediante el uso de la técnica artesanal y semi industrial, se dedica en forma directa y habitual a la recolección selectiva de residuos domiciliarios o asimilables y a la gestión de instalaciones de almacenamiento de tales residuos, incluyendo su clasificación y pretratamiento. Sin perjuicio de lo anterior, se considerarán también como recicladores de base las personas jurídicas que estén compuestas exclusivamente por personas naturales registradas como recicladores de base, en conformidad al artículo 33.

21) Reciclaje: Empleo de un residuo como insumo o materia prima en un proceso productivo distinto del que lo generó, incluyendo el coprocesamiento y compostaje, pero excluyendo la valorización energética.

22) Recolección: Operación consistente en recoger residuos, incluido su almacenamiento inicial, con el objeto de transportarlos a una instalación de almacenamiento, una instalación de valorización o de eliminación, según corresponda. La recolección de residuos separados en origen se denomina diferenciada o selectiva.

23) Residuo: Sustancia u objeto que su generador desecha o tiene la intención u obligación de desechar de acuerdo a la normativa vigente.

24) Reutilización: Acción mediante la cual productos o componentes de productos desechados se utilizan de nuevo, con la misma finalidad para la que fueron producidos.

25) Sistema de gestión: Mecanismo instrumental para que los productores, individual o colectivamente, den cumplimiento a las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor, a través de la implementación de un plan de gestión.

26) Superintendencia: Superintendencia del Medio Ambiente.

27) Tratamiento: Operaciones de valorización y eliminación de residuos.

28) Valorización: Conjunto de acciones cuyo objetivo es recuperar un residuo, uno o varios de los materiales que lo componen y,o el poder calorífico de los mismos. La valorización comprende la preparación para la reutilización, el reciclaje y la valorización energética.

29) Valorización energética: Empleo de un residuo con la finalidad de generar energía.

TITULO II

DE LA GESTIÓN DE LOS RESIDUOS

Artículo 4°.- De la prevención y valorización. Todo residuo potencialmente valorizable deberá ser destinado a tal fin evitando su eliminación. 

Para tal efecto, el Ministerio, considerando el principio de gradualismo y cuando sea pertinente, deberá establecer mediante decreto supremo los siguientes instrumentos destinados a prevenir la generación de residuos y,o promover su valorización:

a) Ecodiseño.

b) Certificación, rotulación y etiquetado de uno o más productos.

c) Sistemas de depósito y reembolso.  

d) Separación en origen y recolección selectiva de residuos.

Uno o más reglamentos establecerán el procedimiento para la elaboración de los decretos supremos que establezcan los instrumentos anteriores. Este procedimiento deberá contener a lo menos las siguientes etapas:

a) Un análisis general del impacto económico y social.

b) Una consulta a organismos públicos competentes y privados, incluyendo a los recicladores de base.

c) Una etapa de consulta pública.

La propuesta de decreto supremo que regule alguno de los instrumentos señalados en los literales anteriores deberá ser sometida al pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, de conformidad a lo establecido en los  artículos 71 y siguientes de la ley N°19.300. Tal decreto será reclamable en los términos establecidos  en el artículo 14.

La Superintendencia será competente para fiscalizar el cumplimiento de dichos instrumentos e imponer sanciones, en conformidad a su ley orgánica.
Artículo 5°.- Obligaciones de los generadores de residuos. Todo generador de residuos deberá entregarlos a un gestor autorizado para su tratamiento, de acuerdo con la normativa vigente, salvo que proceda a manejarlos por sí mismo en conformidad al artículo siguiente. El almacenamiento de tales residuos deberá igualmente cumplir con la normativa vigente.

Los residuos sólidos domiciliarios y asimilables deberán ser entregados a la municipalidad correspondiente o a un gestor autorizado para su manejo, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 32.

Artículo 6°.- Obligaciones de los gestores de residuos. Todo gestor deberá manejar los residuos de manera ambientalmente racional, aplicando las mejores técnicas disponibles y mejores prácticas ambientales, en conformidad a la normativa vigente, y contar con la o las autorizaciones correspondientes.

Asimismo, todo gestor deberá declarar, a través del Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes, al menos, la naturaleza, volumen o cantidad, costos, tarifa del servicio, origen, tratamiento y destino de los residuos, de acuerdo a lo dispuesto en el reglamento a que se refiere el artículo 70, letra p), de la ley N°19.300.

Artículo 7°.- Obligaciones de los importadores y exportadores de residuos. Los importadores y exportadores de residuos se regirán por lo dispuesto en el Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y su eliminación, y por las demás normas legales y reglamentarias que regulen la materia.

Mediante decreto supremo, expedido por el Ministerio y firmado además por el Ministro de Salud, se establecerán los requisitos, exigencias y procedimientos para la autorización de importación y,o exportación de residuos hacia o desde el territorio nacional, el que deberá incluir la regulación de las garantías asociadas.

Cuando la autoridad correspondiente advierta que un importador o exportador no cuenta con la autorización señalada en el inciso precedente, el Ministerio podrá adoptar las medidas necesarias para el adecuado manejo de los residuos, a costa del infractor.
TITULO III

DE LA RESPONSABILIDAD EXTENDIDA DEL PRODUCTOR

Párrafo 1°

Disposiciones generales

Artículo 8°.- Responsabilidad extendida del productor. La responsabilidad extendida del productor corresponde a un régimen especial de gestión de residuos, conforme al cual los productores de productos prioritarios son responsables de la organización y financiamiento de la gestión de los residuos de los productos prioritarios que comercialicen en el país.

Los productores de productos prioritarios deberán cumplir con las siguientes obligaciones:

a) Inscribirse en el registro establecido en el artículo 33.

b) Organizar y financiar la recolección de los residuos de los productos prioritarios en todo el territorio nacional, así como su almacenamiento, transporte y tratamiento en conformidad a la ley, a través de alguno de los sistemas de gestión a que se refiere el párrafo 3° de este título. La presente obligación será exigible con la entrada en vigencia de los respectivos decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas.

c) Cumplir con las metas y otras obligaciones asociadas, en los plazos, proporción y condiciones establecidos en el respectivo decreto supremo.

d) Asegurar que la gestión de los residuos de los productos prioritarios se realice por gestores autorizados y registrados.

Artículo 9°.- Productos Prioritarios. El reglamento referido en el artículo 12 establecerá los productos sometidos a responsabilidad extendida del productor. Para tal efecto, se considerará la efectividad del instrumento para la gestión del residuo, su volumen, peligrosidad y, o potencial de valorización.  

Este reglamento considerará, a lo menos, los siguientes productos prioritarios:

a) Aceites lubricantes.

b) Aparatos eléctricos y electrónicos.

c) Diarios, periódicos y revistas.

d) Envases y embalajes.

e) Medicamentos.

f) Neumáticos.

g) Pilas y baterías.

h) Plaguicidas.

i) Vehículos.

Los ministerios podrán proponer al Ministerio la incorporación de un nuevo producto prioritario al reglamento. Este evaluará dicha solicitud en consideración a los criterios señalados en el inciso primero.

Párrafo 2°

Metas de recolección y valorización y otras obligaciones asociadas

Artículo 10.- Metas de recolección y valorización. Tanto las metas de recolección como de valorización de los residuos de productos prioritarios serán establecidas mediante decretos supremos dictados por el Ministerio.

El establecimiento de tales metas se efectuará en relación a la cantidad de productos prioritarios introducidos en el mercado nacional por cada productor, aplicando los principios de gradualismo y de jerarquía en el manejo de residuos, considerando las mejores técnicas disponibles y las mejores prácticas ambientales como criterio para tal efecto. Las metas podrán contemplar diferencias según cobertura geográfica, composición material o características del producto y condiciones para el cumplimiento, entre otros.

Artículo 11.- Obligaciones asociadas. Con el fin de asegurar el cumplimiento de metas, los decretos supremos indicados en el artículo anterior deberán regular las siguientes obligaciones:

a) De etiquetado.

b) De información a distribuidores o comercializadores, gestores y consumidores, incluyendo la desagregación del costo de gestión de los residuos en la boleta o factura. Este costo deberá mantenerse en toda la cadena de comercialización.

c) De diseño e implementación de estrategias de comunicación y sensibilización.

d) De diseño e implementación de medidas de prevención en la generación de residuos.

e) De entrega separada en origen y recolección selectiva de residuos.

f) De limitaciones en la presencia de sustancias peligrosas en los productos.

g) De exigencias de ecodiseño.

h) De diseño y operación de instalaciones de almacenamiento. 

i) Establecimiento de roles y responsabilidades específicas de los diferentes actores involucrados en el cumplimiento de las metas.

Artículo 12.- Procedimiento para el establecimiento de metas y otras obligaciones asociadas. Un reglamento establecerá el procedimiento para la elaboración de los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas por producto prioritario, el que deberá contener a lo menos las siguientes etapas:

a) Un análisis general del impacto económico y social.

b) Una consulta a organismos públicos competentes y privados, quienes conformarán un comité operativo ampliado que el Ministerio creará, de conformidad al artículo 70, letra x), de la ley N°19.300. Dicho comité se constituirá por representantes de los ministerios, así como por personas naturales y jurídicas ajenas a la Administración del Estado que representen a los productores, los gestores de residuos, las asociaciones de consumidores, los recicladores de base, la academia, las organizaciones no gubernamentales, entre otros.

c) Una etapa de consulta pública, la que incluirá la opinión del Consejo Consultivo del Ministerio del Medio Ambiente.

Artículo 13.- Pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad. La propuesta de decreto supremo que establezca metas y otras obligaciones asociadas deberá ser sometida al pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, de conformidad a lo establecido en los artículos 71 y siguientes de la ley N°19.300.

Artículo 14.- Recurso de reclamación. Sin perjuicio de los recursos administrativos que procedan, los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas serán reclamables ante el Tribunal Ambiental respectivo, por cualquier persona que considere que no se ajustan a esta ley y que le causan perjuicio. 

El plazo para interponer el reclamo será de treinta días, contado desde la fecha de publicación del decreto en el Diario Oficial. 

Los recursos serán conocidos por el tribunal que en primer lugar se avoque a su consideración, excluyendo la competencia de los demás.

La interposición del reclamo no suspenderá en caso alguno los efectos del acto impugnado.

Artículo 15.- De la revisión de las metas y otras obligaciones asociadas. Las metas de recolección y valorización de residuos de los productos prioritarios, así como las demás obligaciones asociadas, deberán ser revisadas como máximo cada cinco años, de conformidad al procedimiento establecido en el reglamento.

Párrafo 3°

De los sistemas de gestión

Artículo 16.- Sistemas de gestión. Las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor podrán cumplirse a través de un sistema individual o de un sistema colectivo de gestión para cada producto prioritario, según se trate de un único o varios productores. 

Los productores acogidos a un sistema colectivo no podrán invocar dicha circunstancia para eximirse o disminuir su responsabilidad respecto del mismo. En caso de incumplimiento, cada productor responderá en proporción a las metas que le apliquen.

Artículo 17.- Sistemas colectivos de gestión. Los productores que deseen cumplir con sus obligaciones de manera colectiva, deberán hacerlo mediante la constitución o incorporación a una persona jurídica que no distribuya utilidades entre sus asociados, la que será responsable ante la autoridad. Dicha persona jurídica tendrá como fin exclusivo la gestión de los residuos de los productos prioritarios, y en ningún caso se entenderá como organización de interés público para los efectos de la ley N°20.500.

Asimismo, deberá estar integrada exclusivamente por productores, salvo que el respectivo decreto supremo permita la integración de distribuidores u otros actores relevantes.

Sin perjuicio de la normativa aplicable a la persona jurídica que se constituya, los estatutos deberán garantizar la incorporación de todo productor del respectivo producto prioritario, en función de criterios objetivos, y la participación equitativa de productores, que aseguren acceso a la información y respeto a la libre competencia, y podrán  establecer una remuneración para sus directores.

Los productores deberán financiar los costos en que incurra la referida persona jurídica en el cumplimiento de su función, en base a criterios objetivos, tales como la cantidad de productos comercializados en el país y la composición o diseño de tales productos, de conformidad a lo dispuesto en el decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario. 

En caso de extinción de la persona jurídica, sus bienes pasarán a otro sistema colectivo de gestión o a los productores asociados, según sus estatutos.

Artículo 18.- Obligaciones de los sistemas de gestión. Todo sistema de gestión deberá:

a) Constituir fianza, seguro u otra garantía para asegurar el cumplimiento de la obligación a que se refiere el artículo 8°, letra c), según lo dispuesto en el decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas a cada producto prioritario.

b) Celebrar los convenios necesarios con gestores registrados, municipalidades y,o asociaciones municipales con personalidad jurídica en los términos establecidos en los artículos 20 y 21. 

c) Informar al Ministerio sobre el cumplimiento de las metas y otras obligaciones asociadas, en los términos establecidos en el respectivo decreto supremo. Dicho informe deberá ser certificado por un auditor externo y contener, al menos, la cantidad de productos prioritarios comercializados en el país el período inmediatamente anterior; una descripción de las actividades realizadas; el costo de la gestión de residuos, en el caso de un sistema individual, y la tarifa correspondiente al costo de la gestión de residuos y su fórmula de cálculo, en el caso de un sistema colectivo; y el cumplimiento de las metas de recolección y valorización, así como de las obligaciones asociadas, si corresponde.

d) Proporcionar al Ministerio toda información adicional que le sea requerida por éste, referida al cumplimiento de las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor.

Artículo 19.- Permiso municipal para la utilización de bienes nacionales de uso público. Sin perjuicio de la celebración de un convenio de acuerdo al artículo 21, los sistemas de gestión autorizados podrán solicitar a la municipalidad respectiva un permiso no precario para utilizar veredas, plazas, parques y otros bienes nacionales de uso público para el establecimiento y,u operación de instalaciones de almacenamiento o de recepción temporal de material segregado.

Los antecedentes para solicitar el permiso, los derechos aplicables y las condiciones de operación serán establecidos mediante ordenanza municipal.

La municipalidad resolverá fundadamente sobre la solicitud presentada si se comprueba que su ejercicio no perjudica el uso principal de los bienes y se ajusta a lo dispuesto en los respectivos decretos supremos, ordenanzas municipales e instrumentos de planificación territorial.

El plazo del permiso no podrá ser inferior a cinco años.
Artículo 20.- Convenios con gestores. Los sistemas de gestión sólo podrán contratar con gestores autorizados y registrados. 

Para tal efecto, los sistemas colectivos de gestión deberán realizar una licitación abierta, esto es, un procedimiento concursal, mediante el cual el respectivo sistema de gestión realiza un llamado público, convocando a los interesados para que, sujetándose a las bases fijadas, formulen propuestas para un servicio de manejo de residuos. Las bases de licitación deberán ser entregadas de manera gratuita a los recicladores de base que manifiesten interés en participar.

Los servicios de recolección y tratamiento serán licitados por separado. En el caso de la recolección, los contratos deberán tener una duración máxima de cinco años.

Los sistemas colectivos de gestión deberán contar con un informe del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia que declare que en dichas bases no existen reglas que impidan, restrinjan o entorpezcan la libre competencia. Las licitaciones se ajustarán a los términos que establezca el citado informe.

Los sistemas de gestión, cuando así lo requieran, deberán solicitar al Ministerio que se les exceptúe de realizar una licitación abierta por razones fundadas, como ausencia o inadmisibilidad de interesados en ella; casos de emergencia, urgencia o imprevisto; circunstancias o características del convenio que así lo requieran y cuando se trate de la contratación de recicladores de base.

Lo establecido en los incisos anteriores no se aplicará cuando los gestores sean municipalidades o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica, caso en el cual se regirán por lo dispuesto en el artículo siguiente.

Artículo 21.- Convenios con municipalidades. Los sistemas de gestión podrán celebrar convenios con las municipalidades o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica, destinados a la separación en origen, a la recolección selectiva, al establecimiento y,u operación de instalaciones de almacenamiento de residuos de productos prioritarios, o a la ejecución de otras acciones que faciliten la implementación de esta  ley en sus comunas.

Artículo 22.- Autorización de los sistemas de gestión. Los sistemas de gestión serán autorizados por el Ministerio, para lo cual deberán presentar un plan de gestión que contenga, al menos, lo siguiente:

a) La identificación del o los productores, de su o sus representantes e información de contacto.

b) La identificación de la persona jurídica, copia de sus estatutos e identificación de los asociados, en el caso de un sistema colectivo de gestión.

c) Las reglas y procedimientos, en el caso de un sistema colectivo de gestión, para la incorporación de nuevos asociados y funcionamiento del sistema, que garanticen el respeto a las normas para la defensa de la libre competencia.

d) La estimación anual de los productos prioritarios a ser comercializados en el país, promedio de su vida útil y estimación de los residuos a generar en igual período.

e) La estrategia para lograr el cumplimiento de las metas y demás obligaciones asociadas en todo el territorio nacional, incluyendo las instalaciones de almacenamiento.

f) El mecanismo de financiamiento de las operaciones de gestión y copia de la garantía constituida, si corresponde.

g) Los procedimientos de licitación, en el caso de un sistema colectivo de gestión.

h) Los mecanismos de seguimiento y control de funcionamiento de los servicios contratados para el manejo de residuos.

i) Los procedimientos para la recolección y entrega de información al Ministerio. 

j) Los sistemas de verificación de cumplimiento del plan, a través de auditorías externas que serán realizadas periódicamente por terceros idóneos debidamente certificados por la Superintendencia, de acuerdo a su ley orgánica. Existirá incompatibilidad absoluta entre el ejercicio de labores de auditoría y la gestión de residuos.

Dicho plan tendrá por objeto dar cumplimiento a las obligaciones establecidas en esta ley y tendrá una vigencia de cinco años.

Para garantizar el cumplimiento de las normas de defensa de la libre competencia a que se refiere la letra c), será necesario que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia emita un informe que declare que en las reglas y procedimientos para la incorporación de nuevos asociados y funcionamiento del sistema colectivo de gestión no existen hechos, actos o convenciones que impidan, restrinjan o entorpezcan la libre competencia.

El reglamento establecerá el procedimiento, los requisitos y criterios para la autorización de los sistemas de gestión, así como los requisitos de idoneidad de los auditores externos.

Los sistemas que sean autorizados serán incorporados por el Ministerio en el registro a que se refiere el artículo 33.

Artículo 23.- Renovación de la autorización. La solicitud de renovación de la autorización del sistema de gestión deberá presentarse ante el Ministerio con al menos seis meses de antelación al vencimiento del respectivo plan de gestión. En lo demás se regirá por lo dispuesto en el artículo anterior.

Artículo 24.- Actualización del plan de gestión. Toda modificación del plan de gestión deberá ser inmediatamente informada al Ministerio. 

Las modificaciones significativas que recaigan sobre los contenidos referidos en las letras b), c), e), f) y g) del artículo 22 requerirán la autorización del Ministerio, en los términos establecidos en el reglamento.

Artículo 25.- Interpretación administrativa. El Ministerio estará facultado para interpretar administrativamente las disposiciones de los decretos supremos de cada producto prioritario.

Artículo 26.- Prohibición de enajenación de productos prioritarios no sometidos a un sistema de gestión. Se prohíbe la enajenación de productos prioritarios no sometidos a un sistema de gestión y respecto de los cuales se encuentren vigentes las metas y obligaciones asociadas establecidas en los respectivos decretos supremos.

TITULO IV

MECANISMOS DE APOYO A LA RESPONSABILIDAD EXTENDIDA DEL PRODUCTOR

Artículo 27.- Educación ambiental. El Ministerio diseñará e implementará programas de educación ambiental destinados a transmitir conocimientos y crear conciencia en la comunidad sobre la gestión ambientalmente racional de los residuos.

Artículo 28.- Municipalidades. A fin de colaborar con el adecuado cumplimiento del objeto de  esta ley, las municipalidades: 

a) Podrán, de manera individual o asociada, celebrar convenios con sistemas de gestión.

b) Podrán celebrar convenios con recicladores de base.

c) Se pronunciarán fundadamente sobre las solicitudes de los sistemas de gestión respecto a permisos para el establecimiento y, u operación de instalaciones de almacenamiento en los bienes nacionales de uso público bajo su administración, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 19, y en conformidad a lo señalado en el artículo 65, letra c), de la ley orgánica constitucional de Municipalidades, si correspondiere.

d) Podrán incorporar en sus ordenanzas municipales la obligación de separar los residuos en origen y fomentar el reciclaje.

e) Promoverán la educación ambiental de la población sobre la gestión sustentable de los residuos.

f) Podrán diseñar e implementar estrategias de comunicación y sensibilización.

g) Podrán diseñar e implementar medidas de prevención en la generación de residuos.

Artículo 29.- Del fondo para el reciclaje. El Ministerio contará con un fondo destinado a financiar estudios para la gestión de residuos, como asimismo para financiar, previo concurso, proyectos, programas y acciones para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización, ejecutados por municipalidades o asociaciones de éstas.

Este fondo estará integrado por:

a) Los recursos que el Estado reciba por concepto de asistencia técnica o cooperación internacional.

b) Las donaciones, herencias y legados que reciba, las que estarán exentas del trámite de insinuación prescrito en el artículo 1401 del Código Civil y de toda contribución o impuesto.

c) Las transferencias que conforme a su presupuesto realicen los gobiernos regionales.

d) Los recursos que para este objeto consulte anualmente la ley de Presupuestos del Sector Público.  

e) Los recursos que le asignen otras leyes.

f) En general, cualquier otro aporte proveniente de entidades públicas o privadas, nacionales o extranjeras, a cualquier título.

Para la ejecución del fondo se podrán celebrar convenios con otras entidades públicas. Los recursos que se transfieran a tal efecto no se incorporarán a los presupuestos de los organismos receptores.

El reglamento establecerá el procedimiento y los criterios para la asignación de los recursos que considere el fondo.

El reglamento deberá contener, a lo menos, las siguientes materias:

a) Bases y procedimiento de postulación.

b) Evaluación y selección de los proyectos, programas, estudios y acciones.

c) Derechos y obligaciones de los proponentes seleccionados.

d) Entrega de los recursos y procedimientos de control.

e) Criterios que incentiven la inclusión de los recicladores de base.

f) Criterios que permitan priorizar la asignación de recursos a municipalidades que, por razones de localización o disponibilidad presupuestaria, requieren apoyo para participar activamente de los objetivos de esta ley, o bien que han celebrado convenios con sistemas de gestión.

Artículo 30.- Recicladores de base. Los recicladores de base registrados en conformidad al artículo 33 podrán participar de la gestión de residuos para el cumplimiento de las metas.

Para registrarse, deberán estar debidamente certificados en el marco del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales establecido en la ley N°20.267.

Artículo 31.- De las obligaciones de los distribuidores y comercializadores. Todo distribuidor o comercializador de productos prioritarios cuyas instalaciones tengan una superficie suficiente, de acuerdo a lo establecido en el decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario, deberá aceptar sin costo la entrega de los residuos de productos prioritarios que comercialice de parte de los consumidores. La obligación de aceptar la entrega no podrá supeditarse a la venta de un nuevo producto.

Las instalaciones de almacenamiento destinadas a tal efecto no requerirán de una autorización sanitaria adicional a la del mismo establecimiento.

Los distribuidores o comercializadores estarán obligados a entregar a título gratuito a los gestores contratados por el respectivo sistema de gestión, todos aquellos residuos recibidos de los generadores de un producto prioritario.

Artículo 32.- De las obligaciones de los consumidores. Todo consumidor estará obligado a entregar el residuo de un producto prioritario al respectivo sistema de gestión, bajo las condiciones básicas establecidas por éstos e informadas a todos los involucrados.

El titular de un proyecto o actividad que se someta al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, en su Declaración o Estudio de Impacto Ambiental, deberá comprometerse a celebrar un convenio con uno o más sistemas de gestión para la entrega de los residuos de productos prioritarios que genere en su operación. Dicho compromiso se incorporará en la respectiva resolución de calificación ambiental.

Los reglamentos respectivos establecerán las obligaciones pertinentes para los proyectos que no ingresan al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.  

TÍTULO V

SISTEMA DE INFORMACION

Artículo 33.- Registro. El Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes, a que se refiere el artículo 70, letra p), de la ley N°19.300, contendrá información sobre:

a) Los productores de productos prioritarios.

b) Los sistemas de gestión autorizados.

c) Los distribuidores o comercializadores de productos prioritarios, cuando corresponda.

d) Los gestores autorizados.

e) El cumplimiento de metas de recolección y valorización.

f) Toda otra información que establezca el respectivo reglamento.

El reglamento establecerá el contenido y funcionamiento del Registro, el que deberá asegurar la confidencialidad comercial e industrial. 

El Ministerio estará facultado para cobrar un arancel por la inscripción en el registro, con excepción de los recicladores de base. Los ingresos percibidos por este concepto serán destinados al funcionamiento del Registro.

El Ministerio procurará que la información contenida en el registro sea difundida en un lenguaje inteligible a través de su sitio electrónico.

TÍTULO VI

RÉGIMEN DE FISCALIZACIÓN Y SANCIONES

Artículo 34.- Fiscalización y seguimiento. Corresponderá a la Superintendencia fiscalizar y dar seguimiento al cumplimiento de las obligaciones cuyas infracciones se establecen en el artículo siguiente. Para tal efecto se regirá, en lo que corresponda, por lo dispuesto en el Título II de su ley orgánica.

Cuando el Ministerio cuente con antecedentes que permitan presumir una infracción, deberá remitirlos a la Superintendencia y solicitar el inicio de un procedimiento sancionatorio.

Con el fin de verificar los hechos investigados, la Superintendencia podrá requerir información a gestores de residuos, a sistemas de gestión, a distribuidores o comercializadores, al Servicio Nacional de Aduanas, al Servicio de Impuestos Internos, a Municipios, entre otros. 

Artículo 35.- Infracciones. Constituirán infracciones gravísimas:

a) No inscribirse en el registro establecido en el artículo 33.

b) No contar con un sistema de gestión autorizado.

c) Celebrar convenios con gestores en contravención a lo dispuesto en el artículo 20.

d) No cumplir con las metas de recolección y valorización.

e) Incorporar antecedentes falsos en la información proporcionada al Ministerio.  

f) No informar al Ministerio sobre el cumplimiento de las metas y obligaciones asociadas, en los términos precisados en el respectivo decreto supremo.

g) Enajenar productos prioritarios no sometidos a un sistema de gestión.

Constituirán infracciones graves:

a) No contar con la fianza, seguro u otra garantía, según lo dispuesto en el artículo 18, letra a).

b) No declarar información conforme al artículo 6°.

c) No cumplir con lo dispuesto en el artículo 7°.

d) Entregar residuos de productos prioritarios a gestores no autorizados o no registrados, sea para su recolección, transporte o tratamiento.

e) No cumplir con las obligaciones asociadas establecidas en el respectivo decreto supremo.

f) No cumplir con el requerimiento de información efectuado por la Superintendencia.

g) No renovar la autorización del sistema de gestión.

h) Efectuar cambios al plan de gestión sin previa autorización, cuando ésta sea requerida en conformidad al artículo 24.  

Constituirán infracciones leves:

a) No proporcionar al Ministerio información adicional requerida.

b) No informar las modificaciones del plan de gestión.

c) Negarse a aceptar residuos y entregarlos al sistema de gestión de manera gratuita, según lo establecido en el artículo 31.

d) No cumplir con la obligación de informar establecida en el artículo segundo transitorio.  

Artículo 36.- Sanciones. Las infracciones gravísimas darán lugar a las siguientes sanciones:

a) Multa de siete mil a diez mil unidades tributarias anuales, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso siguiente.

b) Prohibición de vender el producto prioritario mientras se mantenga la infracción.

c) Revocación de la autorización del  sistema de gestión.

d) Publicación de los productores infractores en el sitio electrónico de la Superintendencia y del Ministerio.

La multa por la infracción gravísima de la letra d) del artículo anterior se aplicará por cada unidad de medida, según lo que establezca el decreto, por sobre la meta incumplida y ascenderá a un monto de 2 a 10 veces los costos de la gestión de los residuos, estimado por la Superintendencia en base a la información disponible. 

Las infracciones graves darán lugar a las siguientes sanciones:

a) Multa de tres mil una a siete mil unidades tributarias anuales.

b) Publicación de los productores infractores en el sitio electrónico de la Superintendencia y del Ministerio.

Las infracciones leves darán lugar a las siguientes sanciones:

a) Amonestación.

b) Multa de una a tres mil unidades tributarias anuales.

c) Publicación de los productores infractores en el sitio electrónico de la Superintendencia y del Ministerio.

La Superintendencia aplicará una o más de las sanciones anteriores en conformidad a lo dispuesto en el Párrafo 3° del Título III de su ley orgánica.

Artículo 37.- Recursos. En contra de la resolución de la Superintendencia que aplique una sanción, procederán los recursos a que se refiere el Párrafo 4° del Título III de su ley orgánica.

TÍTULO VII

MODIFICACIONES DE OTROS CUERPOS NORMATIVOS.

Artículo 38.- Modificaciones a la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente. Modifícase la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, en el siguiente sentido:

a) Agrégase el siguiente párrafo 6 bis, a continuación del artículo 48 bis:

“Párrafo 6 bis

De la certificación, rotulación y etiquetado

Artículo 48 ter.- Corresponderá al Ministerio del Medio Ambiente otorgar certificados, rótulos o etiquetas a personas naturales o jurídicas públicas o privadas, respecto de tecnologías, procesos, productos, bienes, servicios o actividades, que sean voluntariamente solicitados y cumplan con los criterios de sustentabilidad y contribución a la protección del patrimonio ambiental del país, de acuerdo a los requisitos que establezca el reglamento.

Asimismo, el reglamento deberá determinar el procedimiento al cual se sujetará el otorgamiento de los certificados, rótulos y etiquetas. El Ministerio podrá encomendar a entidades técnicas la verificación del cumplimiento de los requisitos que señale el reglamento. La acreditación, autorización y control de dichas entidades se regirá por lo dispuesto en el reglamento a que hace referencia el artículo 3 letra c) de la ley orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente.

Dicha Superintendencia será la encargada de  fiscalizar el debido cumplimiento de las disposiciones de que trata este artículo.
La infracción de esta normativa será sancionada de conformidad a lo dispuesto en el Título III de la ley orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, encontrándose ésta facultada, además, para revocar el certificado, rótulo o etiqueta como sanción. Sin perjuicio de lo anterior, la falsificación o utilización maliciosa de los certificados, rótulos o etiquetas será sancionada según lo establecido en los artículos 193, 194 y 196, según corresponda, del Código Penal.”.

b) Introdúcese la siguiente letra t bis) al artículo 70:

“t bis) Otorgar certificados, rótulos o etiquetas a personas naturales o jurídicas públicas o privadas, respecto de tecnologías, procesos, productos, bienes, servicios o actividades, que cumplan con los criterios de sustentabilidad y contribución a la protección del patrimonio ambiental del país, en conformidad a la ley.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Certificación de recicladores de base. Durante los primeros tres años de vigencia de esta ley, los recicladores de base podrán registrarse sin contar con la certificación exigida en el artículo 30. Transcurrido dicho plazo sin haber  acreditado este requisito ante el Ministerio, caducará su inscripción.

El Ministerio impulsará la creación de un proyecto de competencias laborales destinado a que los recicladores de base adquieran las aptitudes, conocimientos y destrezas necesarias para gestionar los residuos de acuerdo a la normativa vigente y permitirles obtener la certificación exigida en el artículo 30.

Artículo segundo.- Obligación de informar. Mientras no entren en vigencia los decretos supremos que establezcan las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario, los productores deberán informar anualmente al Ministerio, a través del Registro de Emisión y Transferencia de Contaminantes, lo siguiente:

a) Cantidad de productos priorizados comercializados en el país durante el año inmediatamente anterior.

b) Actividades de recolección, valorización y eliminación realizadas en igual período, y su costo.

c) Cantidad de residuos recolectados, valorizados y eliminados en dicho lapso. 

d) Indicación de si la gestión para las actividades de recolección y valorización es individual o colectiva.

Dicha información deberá ser entregada por primera vez en un plazo máximo de doce meses contado desde la publicación de la presente ley.

Artículo tercero.- Plazo para dictar reglamentos. Los reglamentos referidos en el artículo 4°, inciso segundo, y en el artículo 12, inciso primero, deberán dictarse dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley.

Artículo cuarto.- Gasto fiscal. El mayor gasto fiscal que represente la aplicación esta ley durante el año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio del Medio Ambiente. No obstante, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.

En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de presupuestos del Sector Público.”.”.

- - -
Acordado en sesiones celebradas los días 5, 11 y 12 de mayo de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Antonio Horvath Kiss (Presidente), señora Isabel Allende Bussi, señores Alfonso De Urresti Longton (Isabel Allende Bussi), Iván Moreira Barros, Alberto Espina Otero, José García Ruminot (Alberto Espina Otero) y Patricio Walker Prieto.

Sala de la Comisión, a 18 de mayo de 2015.
(Fdo.): Magdalena Palumbo Ossa, Secretario Abogado.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AUTORIZA ERIGIR UN MONUMENTO A LA EX DIPUTADA SEÑORA GLADYS MARÍN MILLIE

(7.523-24)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Sergio Aguiló, Marcos Espinosa, Hugo Gutiérrez, Gustavo Hasbún, Guillermo Teillier y Patricio Vallespín, señoras Cristina Girardi y Clemira Pacheco y de los ex Diputados señores Enrique Accorsi y Orlando Vargas.


Cabe señalar que este proyecto de ley fue discutido por la Comisión en general y en particular, de conformidad al acuerdo adoptado por la Sala del Senado, y propone al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

La presente iniciativa de ley persigue autorizar la erección de monumentos en memoria de la ex Diputada de la República, señora Gladys Marín Millie.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.-Numeral 5) del artículo 63 de la Constitución Política de la República; y 

2.-Ley N° 17.288, de 1970, sobre Monumentos Nacionales.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

Moción de los Honorables Diputados señores Sergio Aguiló, Marcos Espinosa, Hugo Gutiérrez, Gustavo Hasbún, Guillermo Teillier y Patricio Vallespín, señoras Cristina Girardi y Clemira Pacheco y de los ex Diputados señores Enrique Accorsi y Orlando Vargas.
La Moción que da origen a este proyecto de ley recuerda que la vida de la ex Diputada señora Gladys Marín Millie estuvo íntimamente ligada a la del país, caracterizándose por la defensa de los derechos del pueblo y por la búsqueda de mejores condiciones de vida para los trabajadores.

Asimismo, asegura que, desde temprana edad, la ex legisladora se rebeló en contra del autoritarismo y las normas absurdas que atentaban contra el ímpetu juvenil en la Escuela Normal, impulsando la lucha por los derechos juveniles en Chile y el resto del mundo. Agrega que su huella quedó en la vida de millones de jóvenes, a quienes invitó a ser protagonistas de su tiempo, asumiendo responsabilidades de Gobierno durante la Unidad Popular.

Destacan también los Diputados que dan vida a la moción su reconocida acción en la defensa de Vietnam ante la agresión extranjera y su aporte en el resguardo de los derechos universales de las mujeres, expresado en el apoyo a Ángela Davis.

Adicionalmente, subrayan, el haber sido impulsora de los trabajos juveniles voluntarios y del movimiento social por la paz y firme defensora del gobierno del ex Presidente de la República señor Salvador Allende.

Por otro lado, la moción hace presente que, en 1965, fue elegida por primera vez como Diputada de la República, transformándose en la legisladora más joven del Congreso Nacional, y que fue reelecta posteriormente en los años 1969 y 1973. Con todo, asevera que su aporte no se limitó a un plano meramente legislativo, en donde promovió leyes para favorecer a los más postergados y defendió los derechos de los trabajadores, ya que su principal preocupación radicaba en estar en contacto permanente con el pueblo, ayudándole a organizarse, a buscar solución a sus problemas y a encabezar sus luchas, como en el caso de las tomas de terrenos.

Pone de relieve que entre las leyes de su autoría figuran la ley N° 16.537, de 12 de septiembre de 1966, sobre contratación de obreros de aseo y jardín para la Municipalidad de Conchalí, y la ley Nº 17.412, del 3 de marzo de 1971, sobre títulos de dominio para los pobladores de Nueva Matucana.

En otro orden de consideraciones, la moción comenta que con el Golpe de Estado, la ex Diputada Marín fue obligada a salir al exilio, desde donde denunció las violaciones a los derechos humanos cometidas por la Dictadura Militar y buscó ayuda internacional para parar el genocidio. Acota que en ese contexto, sufrió la desaparición de su cónyuge, Jorge Muñoz, y la separación de sus hijos. Sin embargo, resalta que ello no fue motivo para terminar su lucha, ya que, por el contrario, buscó un lugar más peligroso para ello, como clandestina en el país. 

Tras el término de la dictadura militar, continúa la moción, Marín no cesó y denunció diariamente los crímenes cometidos, exigió verdad y justicia. En efecto, el 12 de enero de 1998 interpuso la primera querella contra Augusto Pinochet y estimuló la presentación de otras, llegando éstas a más de 300. Destaca también su declaración ante el Juez Baltasar Garzón, en el juicio a Pinochet, y la denuncia de los entretelones de la Operación Cóndor. Remarca que en su lucha sufrió permanentemente vejámenes, golpes y la acción vergonzante de las fuerzas represivas.

Siguiendo con el recuento de la vida de esta connotada Diputada, los autores de la moción sostienen que en 1994 fue elegida Secretaria General del Partido Comunista de Chile, llegando a ser más tarde su Presidenta. Además, resaltan que en 1998 fue proclamada como la primera candidata mujer a la Presidencia de la República en Chile.

Luchó por la ampliación de los derechos democráticos, por la participación más directa del pueblo en los asuntos de Estado y por revertir las profundas desigualdades que aquejan a nuestra sociedad.

En el terreno internacional, en tanto, notan los autores, fue permanente su solidaridad con los pueblos en la lucha por su independencia y libertad, con la causa de los campesinos, los pueblos originarios, los sin tierra y los sin casa. Asimismo, trabajó por los derechos de la mujer y el niño y por el reconocimiento de la diversidad sexual y sus derechos. Tal entusiasmo, condujo a que connotadas instituciones femeninas y de derechos humanos la propusieran para integrar el grupo de 1000 mujeres para el Premio Nobel de la Paz del 2005. 

Por último, insisten los legisladores autores de la moción, una vida consagrada a luchar por la libertad, la democracia y la justicia social para pueblo, los trabajadores y sus familias merece un reconocimiento.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El texto del proyecto de ley en informe es el que sigue: 

“Artículo 1°.- Autorízase erigir monumentos en memoria de la ex diputada Gladys Marín Millie, en las ciudades que determine la comisión especial que se crea por esta ley.

Artículo 2°.- Las obras se financiarán mediante erogaciones populares, obtenidas por medio de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas públicas se efectuarán en las fechas que determine la comisión especial que se crea en el artículo 4°, en coordinación con el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.
Artículo 3°.- Créase un fondo con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior.

Artículo 4°.- Créase una comisión especial encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por un diputado autor de la moción que le dio origen, elegido por la mayoría de ellos dentro de los sesenta días siguientes a su publicación; un representante de la Fundación Gladys Marín Millie, un representante del Partido Comunista de Chile y el Secretario Ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales.

Una vez que la comisión determine el sitio donde se erigirán los monumentos, de conformidad con lo dispuesto en la letra b) del artículo 5°, se incorporará a ella el alcalde de la comuna respectiva.

La comisión elegirá un presidente de entre sus integrantes, funcionará en dependencias de la Fundación Gladys Marín Millie, y el quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.

Artículo 5°.- La comisión especial tendrá las siguientes funciones:

a) Determinar la fecha y la forma en que se verificarán las colectas públicas a que se refiere el artículo 2°, y realizar las gestiones pertinentes destinadas a que éstas se efectúen.

b) Determinar el sitio en que se ubicarán los monumentos, en coordinación con los alcaldes involucrados, la Fundación Gladys Marín Millie y el Consejo de Monumentos Nacionales; y disponer y supervigilar sus construcciones, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N°17.288, sobre Monumentos Nacionales.

c) Llamar a concurso público de proyectos para la ejecución de las obras, fijar sus bases y resolverlo.

d) Administrar el fondo creado en el artículo 3°.

e) Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el referido fondo.

f) Cualquier otra destinada a la concreción de las obras.

Artículo 6°.- Si al concluir la construcción de los monumentos resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin que la comisión especial determine.”.
- - -

Al iniciarse el estudio de esta iniciativa legal, la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión expresó su acuerdo con el fundamento y disposiciones de esta moción, de manera de destacar y recordar la labor política y social desarrollada por Gladys Marín.

Sin perjuicio de lo anterior, decidió acotar el alcance de este proyecto de ley, de manera de precisar, como lo hacen la mayor parte de estas iniciativas legales, que el monumento que se construya en homenaje a la señora Marín fuera erigido en una comuna del país en particular, según lo determine la comisión especial que al efecto se cree y que se consagra en el artículo 4° del proyecto. Sobre el particular, cabe hacer presente que el artículo 1°, transcrito precedentemente, autoriza erigir monumentos en memoria de la ex diputada, en las ciudades que determine la referida la comisión especial, lo que pareció demasiado genérico e impreciso a esta instancia, razón por la cual acordó efectuar la precisión anteriormente señalada. Como consecuencia de lo anterior, se acordó efectuar otras enmiendas de adecuación en las demás disposiciones de la iniciativa, según se señala a continuación.
- Por las razones expuestas, y una vez cerrado el debate y puesto en votación en general y en particular el proyecto de ley, fue aprobado, con la adecuación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana y Walker, don Ignacio. 
- - -

MODIFICACIONES

En virtud de lo anterior, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología propone aprobar el texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados con la siguiente enmienda:

Artículo 1°


Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 1°.- Autorízase erigir un monumento en memoria de la ex diputada Gladys Marín Millie, en la comuna que determine la comisión especial que se crea por esta ley.”.
(Unanimidad 4x0)

Artículo 4°


Sustituir el inciso segundo por el siguiente:


“Una vez que la comisión determine el sitio donde se erigirá el monumento, de conformidad con lo dispuesto en la letra b) del artículo 5°, se incorporará a ella el alcalde de la comuna respectiva”.
(Unanimidad 4x0)

Artículo 5°

Letra b)


Reemplazarla por la siguiente:

“b) Determinar el sitio en que se ubicará el monumento, en coordinación con el alcalde involucrado, la Fundación Gladys Marín Millie y el Consejo de Monumentos Nacionales; y disponer y supervigilar su construcción, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N°17.288, sobre Monumentos Nacionales.”.

(Unanimidad 4x0)

Artículo 6°


Sustituir la expresión “de los monumentos” por “del monumento”.

(Unanimidad 4x0)

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, en los siguientes términos:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Autorízase erigir un monumento en memoria de la ex diputada Gladys Marín Millie, en la comuna que determine la comisión especial que se crea por esta ley.

Artículo 2°.- Las obras se financiarán mediante erogaciones populares, obtenidas por medio de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas públicas se efectuarán en las fechas que determine la comisión especial que se crea en el artículo 4°, en coordinación con el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

Artículo 3°.- Créase un fondo con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior.

Artículo 4°.- Créase una comisión especial encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por un diputado autor de la moción que le dio origen, elegido por la mayoría de ellos dentro de los sesenta días siguientes a su publicación; un representante de la Fundación Gladys Marín Millie, un representante del Partido Comunista de Chile y el Secretario Ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales.

Una vez que la comisión determine el sitio donde se erigirá el monumento, de conformidad con lo dispuesto en la letra b) del artículo 5°, se incorporará a ella el alcalde de la comuna respectiva.

La comisión elegirá un presidente de entre sus integrantes, funcionará en dependencias de la Fundación Gladys Marín Millie, y el quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.

Artículo 5°.- La comisión especial tendrá las siguientes funciones:

a) Determinar la fecha y la forma en que se verificarán las colectas públicas a que se refiere el artículo 2°, y realizar las gestiones pertinentes destinadas a que éstas se efectúen.

b) Determinar el sitio en que se ubicará el monumento, en coordinación con el alcalde involucrado, la Fundación Gladys Marín Millie y el Consejo de Monumentos Nacionales; y disponer y supervigilar su construcción, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N°17.288, sobre Monumentos Nacionales.

c) Llamar a concurso público de proyectos para la ejecución de las obras, fijar sus bases y resolverlo.

d) Administrar el fondo creado en el artículo 3°.

e) Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el referido fondo.

f) Cualquier otra destinada a la concreción de las obras.

Artículo 6°.- Si al concluir la construcción del monumento resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin que la comisión especial determine.”.
- - -


Tratado y acordado en sesión celebrada el día 13 de mayo de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señor Jaime Quintana Leal (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala e Ignacio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 13 de mayo de 2015.

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AUTORIZA ERIGIR UN MONUMENTO EN MEMORIA DEL EX MINISTRO, ABOGADO Y DEFENSOR DE LOS DERECHOS HUMANOS, SEÑOR JAIME CASTILLO VELASCO, EN LA COMUNA DE SANTIAGO

(9.099-24)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Fuad Chahín, Aldo Cornejo, Sergio Ojeda, Ricardo Rincón, Jorge Sabag, Victor Torres y Matías Walker y de los ex Diputados señora Carolina Goic y señores Gabriel Ascencio y Felipe Harboe.


Cabe señalar que este proyecto de ley fue discutido por la Comisión en general y en particular, de conformidad al acuerdo adoptado por la Sala del Senado, y propone al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

La presente iniciativa de ley persigue rendir un homenaje al ex Ministro, abogado y defensor de derechos humanos, señor Jaime Castillo Velasco, para lo cual autoriza erigir un monumento en su memoria, en la comuna de Santiago.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.-Numeral 5) del artículo 63 de la Constitución Política de la República.

2.-Ley N° 17.288, de 1970, sobre Monumentos Nacionales.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

Moción de los Honorables Diputados señores Fuad Chahín, Aldo Cornejo, Sergio Ojeda, Ricardo Rincón, Jorge Sabag, Victor Torres y Matías Walker y de los ex Diputados señora Carolina Goic y señores Gabriel Ascencio y Felipe Harboe.
La Moción que da vida a este proyecto de ley señala que Jaime Castillo Velasco, abogado de la Universidad de Chile y filósofo de la misma casa de estudios y de la Universidad de La Sorbonne, fue profesor universitario del plantel chileno que lo formó y de la Universidad Católica, Director de la Revista Política y Espíritu y Miembro del Consejo Nacional del Colegio de Abogados. Además, destaca su desempeño como Presidente del Instituto de Formación y de Estudios Políticos (IDEP), como miembro de la Comisión Ideológica Mundial de la Democracia Cristiana, como Fundador y Director del Secretariado Latinoamericano de Derechos Humanos (SELADEH) y como Presidente del Instituto Chileno de Estudios Humanísticos (ICHEH).
Enfatiza que Castillo Velasco fue uno de los fundadores de la Falange, en 1935, y que, junto a otros jóvenes falangistas, en 1957, fundó el Partido Demócrata Cristiano, siendo Presidente y Vicepresidente en varios períodos entre 1966 y 1986.
Por otro lado, destacan los autores de la moción en estudio que, durante el gobierno del ex Presidente de la República señor Eduardo Frei Montalva, fue titular del Ministerio de Justicia y del de Tierras y Colonización.

Asimismo, subrayan que luego del Golpe de Estado de 1973, se convirtió en un ferviente defensor de los derechos humanos, defendiendo causas asociadas a ellos, como el caso del ex canciller Orlando Letelier. Apuntan que esta importante lucha en contra de las prácticas represivas de la dictadura lo llevó al exilio en Venezuela, a partir de 1976. Agregan que en 1978, fundó la Comisión Nacional de Derechos Humanos, lugar desde donde realizó gran parte de su trabajo, y que en 1980 volvió a ser expulsado, retornando definitivamente a Chile en 1983.
Con el retorno a la democracia en 1990, prosiguen los legisladores que dan vida a esta iniciativa de ley, formó parte de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación (conocida como Comisión Rettig), primera instancia gubernamental que abordó el tema de las violaciones a los Derechos Humanos durante la dictadura. Ponen de relieve, también, su participación, durante el año 2000, en la Mesa de Diálogo, espacio que reunió a civiles y militares con el fin de encontrar un mecanismo para dar con el paradero de las 1197 personas oficialmente desaparecidas durante la dictadura. 
Siguiendo con el desarrollo de la moción, indican que su labor como abogado, profesor, político y fundamentalmente su papel en la defensa de los derechos humanos lo hizo acreedor de variados premios y reconocimientos. En efecto, recibió varias condecoraciones por parte de los Gobiernos de Venezuela y Francia, por su trabajo en distintas partes del mundo.
Entre las obras publicadas por Castillo Velasco destacan: En defensa de Maritain (1949), Las fuentes de la Democracia Cristiana (1968), Democracia y Derechos Humanos (1986), Violencia y Derechos Humanos (1993), ¿Hubo en Chile violaciones a los Derechos Humanos? Comentarios a las memorias del General Pinochet (1995).
Por último, los Honorables Diputados señores Fuad Chahín, Aldo Cornejo, Sergio Ojeda, Ricardo Rincón, Jorge Sabag, Victor Torres y Matías Walker y los ex Diputados señora Carolina Goic y señores Gabriel Ascencio y Felipe Harboe estiman que por su trascendental labor en la defensa de los derechos humanos, es necesario rendir un homenaje al señor Jaime Castillo Velasco.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El texto del proyecto de ley en informe es el que sigue: 

“Artículo 1°.- Autorízase erigir un monumento, en la comuna de Santiago, en memoria del ex ministro, abogado y defensor de los Derechos Humanos señor Jaime Castillo Velasco.

Artículo 2°.- Las obras se financiarán mediante erogaciones populares, obtenidas por medio de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas públicas se efectuarán en la Región Metropolitana y en las fechas que determine la comisión especial que se crea en el artículo 4°. Su producto se depositará en una cuenta especial que al efecto se abrirá en el Banco Estado.

Artículo 3°.- Créase un fondo especial con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior.

Artículo 4°.- Créase una Comisión Especial de ocho integrantes ad honorem encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará integrada por:
a) El alcalde de la comuna de Santiago o a quien designe en su representación.
b) Diputados y senadores del distrito y circunscripción correspondiente.
c) El Secretario Regional Ministerial de Educación de la Región Metropolitana o a quien designe en su representación.
d) El intendente de la Región Metropolitana o a quien designe en su representación.
e) Un representante de la Comisión Chilena de Derechos Humanos.
f) El presidente del Partido Demócrata Cristiano o a quien designe en su representación.
g) Un representante del Instituto Nacional de Derechos Humanos.
h) Un representante de la Fundación de Documentación y Archivo de la Vicaría de la Solidaridad.

Artículo 5°.- La Comisión tendrá las siguientes funciones:
a) Preparar las bases y el llamado a concurso público.
b) Fijar la ubicación exacta del monumento.
c) Seleccionar los proyectos respectivos.
d) Organizar la colecta pública dispuesta en el artículo 2°.
e) Administrar la cuenta y el fondo especial establecido en los artículos 2° y 3°.
f) Adquirir los bienes necesarios para el emplazamiento del monumento.
g) Cualquier otra destinada a la concreción de las obras.
La comisión iniciará las actividades para ejecutar el monumento dentro de tres años contados desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.

Artículo 6°.- Si una vez construido el monumento quedan excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados a financiar la publicación de obras con su legado y demás iniciativas literarias que la comisión determine.”.
- - -


Al analizar el proyecto de ley en informe, la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión destacó las cualidades de Jaime Castillo Velasco, en el ámbito del derecho, de la docencia y la política, de manera que se consideró que ésta iniciativa constituía una pequeña contribución al reconocimiento de su trayectoria como servidor público y como un importante personero en la defensa de los derechos humanos, como ha sido reconocido nacional e internacionalmente.

- Cerrado el debate y puesto en votación en general y en particular el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana y Walker, don Ignacio. 
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, en los siguientes términos:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Autorízase erigir un monumento, en la comuna de Santiago, en memoria del ex ministro, abogado y defensor de los Derechos Humanos señor Jaime Castillo Velasco.

Artículo 2°.- Las obras se financiarán mediante erogaciones populares, obtenidas por medio de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas públicas se efectuarán en la Región Metropolitana y en las fechas que determine la comisión especial que se crea en el artículo 4°. Su producto se depositará en una cuenta especial que al efecto se abrirá en el Banco Estado.

Artículo 3°.- Créase un fondo especial con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior.

Artículo 4°.- Créase una Comisión Especial de ocho integrantes ad honorem encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará integrada por:

a) El alcalde de la comuna de Santiago o a quien designe en su representación.

b) Diputados y senadores del distrito y circunscripción correspondiente.

c) El Secretario Regional Ministerial de Educación de la Región Metropolitana o a quien designe en su representación.

d) El intendente de la Región Metropolitana o a quien designe en su representación.

e) Un representante de la Comisión Chilena de Derechos Humanos.

f) El presidente del Partido Demócrata Cristiano o a quien designe en su representación.

g) Un representante del Instituto Nacional de Derechos Humanos.

h) Un representante de la Fundación de Documentación y Archivo de la Vicaría de la Solidaridad.

Artículo 5°.- La Comisión tendrá las siguientes funciones:

a) Preparar las bases y el llamado a concurso público.

b) Fijar la ubicación exacta del monumento.

c) Seleccionar los proyectos respectivos.

d) Organizar la colecta pública dispuesta en el artículo 2°.

e) Administrar la cuenta y el fondo especial establecido en los artículos 2° y 3°.

f) Adquirir los bienes necesarios para el emplazamiento del monumento.

g) Cualquier otra destinada a la concreción de las obras.

La comisión iniciará las actividades para ejecutar el monumento dentro de tres años contados desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.

Artículo 6°.- Si una vez construido el monumento quedan excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados a financiar la publicación de obras con su legado y demás iniciativas literarias que la comisión determine.”.
- - -


Tratado y acordado en sesión celebrada el día de hoy, con asistencia de los Honorables Senadores señor Jaime Quintana Leal (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, e Ignacio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 13 de mayo de 2015.

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO SANITARIO PARA REGULAR LA EUTANASIA

(9.602-11 y 4.271-11, refundidos)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Salud tiene el honor de informar acerca de los proyectos de la referencia, iniciados en moción de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi Ciocca y Alfonso De Urresti Longton, el primero, y señores Guido Girardi Lavín y Alejandro Navarro Brain y ex Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia, Carlos Ominami Pascual y Mariano Ruiz-Esquide Jara, el segundo.

El Senado, en sesión celebrada el 21 de abril del año en curso, aprobó la propuesta de refundir ambas iniciativas, formulada por la Comisión. Se hace presente que, dado el resultado de la votación en general, la fusión se practicaría en el segundo informe, en su caso.


Los proyectos no contienen normas que requieran un quórum especial de aprobación ni afectan a la organización o a las atribuciones de los tribunales de justicia.
Ellos fueron discutidos sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.

A las sesiones en que se estudió este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, las siguientes personas:


Del Ministerio de Salud: la señora Ministra, doctora Carmen Castillo Taucher; el Subsecretario de Salud Pública, doctor Jaime Burrows; el coordinador legislativo, doctor Enrique Accorsi; el Jefe de Gabinete, señor Claudio Castillo; el asesor legislativo, doctor Rafael Méndez Mella; la asesora de Prensa, señora Verónica Ahumada; los asesores legislativos de la Subsecretaría de Salud Pública, señoras Carolina Mora y Andrea Martones y señores Felipe Vargas, Alex Figueroa y Alberto Larraín; de la Subsecretaría de Redes Asistenciales, la encargada de comunicaciones, señora Antonieta Caro y la encargada de seguimiento legislativo, señora Paulina Palazzo Rojas.

De la Superintendencia de Salud, el Superintendente, señor Sebastián Pavlovic.

De la Universidad de Chile: el Jefe de Bioética de la Escuela de Salud Pública, doctor Miguel Kottow, quien concurrió en representación del señor Rector de esa Casa de Estudios.

Del Colegio Médico de Chile A.G.: el Directivo del Departamento de Ética, doctor Fernando Novoa Sotta.

El representante de la Asociación de Facultades de Medicina de Chile (ASOFAMECH), doctor Antonio Orellana Tobar.

De la Biblioteca del Congreso Nacional: el analista, señor Eduardo Goldstein Braunfeld.


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: la coordinadora, señora Camila Sanhueza.


La asesora del Instituto Igualdad, señora Nicole Reyes.

Los asesores del Honorable Senador Chahuán, señor Marcelo Sanhueza y señora Marcela Aranda.


Del Honorable Senador Girardi: el Jefe de Gabinete, señor Nicolás Fernández; la asesora legislativa, señora Josefina Correa.


El asesor legislativo de la Honorable Senadora Goic, señor Gerardo Bascuñán.


Del Honorable Senador Rossi: la periodista señora Laura Quintana.

El asesor legislativo De la Honorable Senadora Van Rysselberghe, señor Juan Paulo Morales.
- - - - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y 
ESTRUCTURA DE LOS PROYECTOS



Al tenor de las mociones, una de estas iniciativas de ley persigue establecer un estatuto jurídico de la eutanasia pasiva y activa y consagrar la institución del testamento vital, todo ello como derechos de los pacientes. El proyecto consta de dos artículos permanentes, que modifican el Código Sanitario y el Código Penal.


La otra propone instaurar la figura del curador encargado de cumplir la voluntad de quien ha manifestado en qué condiciones desea finalizar su vida, partiendo de la base de que la muerte digna es un derecho de las personas. La moción está compuesta por cinco artículos permanentes.
- - - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO




Los proyectos en informe se vinculan con los siguientes cuerpos normativos:

- Artículo 19 N°1 de la Constitución Política de la República, que consagra el derecho a la vida.

- Artículos 392 y 393 del Código Penal, que sancionan el homicidio y la cooperación al suicidio, respectivamente.

- Artículos 2° bis y 9° y siguientes de la ley N° 19.451, sobre transplante y donación de órganos.

- Ley N° 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención de salud.

 - Libro I del Código Sanitario, “De la protección y la promoción de la salud”.

- Título XIX y siguientes del Libro I del Código Civil.
- - - - - - -

ANTECEDENTES DE HECHO

BOLETÍN N° 9.602-11

La moción consigna primeramente que, etimológicamente, la palabra eutanasia proviene de las dos palabras griegas: eu que significa “bien”, y thánatos que significa “muerte”: Así, la eutanasia comprendería el "buen morir"; empero, en sentido más propio y estricto, “es la que otro procura a una persona que padece una enfermedad incurable o muy penosa, y la que tiende a truncar la agonía demasiado cruel o prolongada”. El vocablo fue utilizado por el inglés Francis Bacon, quien en su obra Aumentis Scientiarum señalaba “el oficio de médico no consiste únicamente en restablecer la salud, sino también en aliviar los dolores y sufrimientos que acompañan las enfermedades, y ello no tan sólo en cuanto alivio del dolor” … “contribuye y conduce a la convalecencia, sino asimismo a fin de procurar al enfermo, cuando no haya más esperanza, una muerte dulce y apacible porque esta eutanasia no es una parte menor de la felicidad”. 
La Real Academia de la Lengua, por su parte, la define en su primera acepción como “Acción u omisión que, para evitar sufrimientos a los pacientes desahuciados, acelera su muerte con su consentimiento o sin él”, luego, en su segundo significado, como “Muerte sin sufrimiento físico”. La acepción común en nuestra sociedad es la de muerte anticipada de una persona que sufre, causada generalmente por un médico; sin embargo, su denominación en otras latitudes sigue siendo un tabú, como en Alemania, a causa de las atrocidades cometidas en el período nacionalsocialista, por lo que en el citado país se prefiere emplear, en su reemplazo, la expresión “ayuda a morir”.

Continúa la moción señalando que la muerte ha sido un problema inherente al ser humano, desde que éste tenía escasos conocimientos acerca del sentido de la vida y de su origen, cuando lo único claro es su destino, que es la muerte. Esta certeza y la pregunta sobre cómo trascender han sustentado la razón de ser de todas y cada una de las cosmovisiones y religiones a través de la historia. Refiriéndose a esto, Erich Fromm afirmó que el ser humano tiene “la conciencia de su breve lapso de vida y del hecho de que nace sin que intervenga su voluntad, de que morirá antes que los que ama, o éstos antes que él, la conciencia de su soledad y su separatidad”. El mismo autor, desde una perspectiva materialista, caracterizó a las religiones de acuerdo a su estadio evolutivo, en un continuo desde la identificación con espíritus de la naturaleza, en su fase primaria, hasta la idea de que las deidades son antropomorfas, con características humanas; estas, en su mayoría, hacen la promesa de que la existencia del alma trasciende la traumática experiencia de la muerte, promesa que varía con las distintas religiones y cosmovisiones a través de la historia. El auge del pensamiento científico, el desencantamiento del mundo —según Max Weber—, devino en la secularización de la existencia, en el abandono por parte de muchos intelectuales y científicos de las primitivas supersticiones convertidas en dogmas de fe, que entonces comienzan a ser percibidas como la respuesta ante la incertidumbre de la vida y la muerte, como una  profunda alienación que aleja al ser humano de una conciencia de sí mismo, de la finitud de la existencia, de una muerte que ya no corresponde sólo a los dioses, ya sea Tánatos, Hades u otros, como los de las religiones cristianas.  En este sentido, la ciencia develó en gran parte los mitos que daban fundamento a las distintas religiones, los que pasaron a ser explicables científicamente, como las tesis evolucionistas de Charles Darwin; todo ello a su vez repercutió en la visión acerca de la muerte. En la actualidad, la idea de un sufrimiento innecesario, la prolongación inútil de la vida, la denigración de la persona, hacen necesario que sea el individuo como sujeto de derecho en quien recaiga la facultad de decidir acerca de su destino, para lo cual el testamento vital es una forma digna de afrontar el paso hacia la muerte, sea cual sea la cosmovisión del individuo. 
Aseguran los autores que, si bien la iniciativa de poner fin a la vida en el caso de enfermos terminales, para quienes la vida se ha vuelto una carga insoportable, ha sido principalmente impulsada por sectores agnósticos o ateos, ha encontrado apoyo por parte de congregaciones religiosas, como es el caso de la Iglesia Católica, “reflejándose en un documento redactado el año 1980,  por la Sagrada Congregación para la Doctrina de la Fe, órgano encargado de los aspectos doctrinales del Vaticano, el cual sentenció al respecto del derecho a la vida y la dignidad que: 1. A falta de otros remedios, es lícito recurrir, con el consentimiento del enfermo, a los medios puestos a disposición por la medicina más avanzada, aunque estén todavía en fase experimental y no estén libres de todo riesgo. Aceptándolos, el enfermo podrá dar así ejemplo de generosidad para el bien de la humanidad. 2.  Es también lícito interrumpir la aplicación de tales medios, cuando los resultados defraudan las esperanzas puestas en ellos. Pero, al tomar una tal decisión, deberá tenerse en cuenta el justo deseo del enfermo y de sus familiares, así como el parecer de médicos verdaderamente competentes; éstos podrán sin duda juzgar mejor que otra persona si el empleo de instrumentos y personal es desproporcionado a los resultados previsibles, y si las técnicas empleadas imponen al paciente sufrimientos y molestias mayores que los beneficios que se pueden obtener de los mismos. 3. Es siempre lícito contentarse con los medios normales que la medicina puede ofrecer. No se puede, por lo tanto, imponer a nadie la obligación de recurrir a un tipo de cura que, aunque ya esté en uso, todavía no está libre de peligro o es demasiado costosa. Su rechazo no equivale al suicidio: significa más bien o simple aceptación de la condición humana, o deseo de evitar la puesta en práctica de un dispositivo médico desproporcionado a los resultados que se podrían esperar, o bien una voluntad de no imponer gastos excesivamente pesados a la familia o la colectividad. 4. Ante la inminencia de una muerte inevitable, a pesar de los medios empleados, es lícito en conciencia tomar la decisión de renunciar a unos tratamientos que procurarían únicamente una prolongación precaria y penosa de la existencia, sin interrumpir sin embargo las curas normales debidas al enfermo en casos similares. Por esto, el médico no tiene motivo de angustia, como si no hubiera prestado asistencia a una persona en peligro”.

Los firmantes de la moción consignan que el tema no es pacífico y así se desprende de parte de la discusión en la doctrina penal, donde se señala que “por eutanasia se entiende la ayuda prestada a una persona gravemente enferma, por su deseo o por lo menos en atención a su voluntad presunta, para posibilitarle una muerte humanamente digna en correspondencia con sus propias convicciones”. Además, Roxin sostiene que se puede diferenciar entre eutanasia en sentido amplio y estricto. “La eutanasia en sentido estricto existe cuando la ayuda es suministrada después de que el suceso mortal haya comenzado, por lo que la muerte está próxima con o sin tal ayuda. En un sentido amplio puede hablarse también de eutanasia cuando alguien colabora a la muerte de una persona que, en realidad, podría vivir todavía por más tiempo, pero que quiere poner fin –real o presuntamente- a una vida que le resulta insoportable por causa de una enfermedad”. De esta manera la dogmática jurídica penal ha distinguido tradicionalmente entre eutanasia pasiva y activa.

Así, asegura la moción, que la eutanasia pasiva se presenta cuando una persona –normalmente el médico o sus ayudantes, aunque también algún pariente- que se encuentra al cuidado de otra, omite alargar una vida que está tocando a su fin; se renuncia a una operación o a un tratamiento intensivo que habría posibilitado al paciente una vida algo más larga. Para los efectos jurídico y eventualmente legislativo de esta hipótesis deben diferenciarse tres posibilidades: 

1) la primera es omitir medidas que alargan la vida, de acuerdo con el deseo del paciente, supuesto en que la situación jurídica es, en principio, clara. El hecho queda impune, pues resulta inadmisible tratar a un paciente en contra de su voluntad. Por tanto, si alguien afectado por un proceso canceroso rehúsa una operación que le alargaría la vida, la intervención no debe llevarse a efecto.

2) la segunda posibilidad es omitir medidas que alargan la vida en contra de la voluntad del paciente, caso en que se configura un homicidio por omisión, puesto que la inactividad ha conducido al paciente a la muerte o a una muerte temprana y quien incurre en la omisión ocupa una posición de garante, como por lo general es el caso de los médicos o los parientes, y en el caso en que no exista alguien en posición de garante, siempre está en juego la punibilidad por omisión del deber de socorro. De este modo, por ejemplo, el paciente debe ser llevado a la unidad de cuidados intensivos cuando así lo desee, siempre que con ello pueda alargarse la vida, aunque en la práctica no le cause mejoría de ningún tipo. No puede resultar decisivo que el médico lo encuentre o no razonable. En cambio, puede hacer caso omiso de los deseos cuyo cumplimiento no contribuya a una prolongación de la vida y también cuando no pueda mejorarse la evolución del paciente –por ejemplo, mediante una atenuación del dolor-. No puede exigirse al médico una actividad profesional carente de sentido, que más bien le apartaría de sus verdaderas funciones.

3) El tercer y último caso es aquel en que el paciente se encuentra ya en una situación en la que no puede expresarse. Esta hipótesis, en que el paciente es incapaz para adoptar una decisión, constituye la zona más difícil y discutida en el marco de la eutanasia pasiva. Desde luego que el problema no reside en el ámbito de la eutanasia en sentido estricto, donde el proceso mortal ya se ha iniciado y el fallecimiento se encuentra próximo. Aquí, cuando el paciente se halla en una situación prolongada de incapacidad, el Tribunal Supremo Federal alemán permite la renuncia a medidas que prolonguen la vida, como la respiración asistida, transfusiones de sangre o alimentación artificial. Además, esta solución está en concordancia con el caso en que se interrumpe el tratamiento en contra de la voluntad previa del paciente, durante el acaecimiento mismo de la muerte. 

 Los autores de la moción informan que las modernas tendencias en materia de deontología médica, sitúan el derecho de autodeterminación del paciente en primer plano y coinciden en que pertenece al deber del facultativo de ayudar a morir dignamente, la posibilidad de realizar conductas u omisiones correspondientes a la eutanasia indirecta y a la eutanasia pasiva. 

El criterio predominante expresado en los sistemas legales de la mayoría de los países es mantener la ilicitud penal de la eutanasia activa. En este aspecto, algunos autores plantean que el legislador se pliega de esta manera a una determinada concepción del mundo -defendida a ultranza por la Iglesia Católica- que considera la vida como un don sobrenatural, ajeno a las decisiones del hombre, el cual carece de autoridad para tergiversar el designio divino. El suicidio es pecado porque con ese acto el hombre vulnera la santidad de la vida, destruyendo un patrimonio exclusivo del creador.

En cuanto al testamento vital, se encuentra regulado en diversas comunidades. Así la Ley 21/2000 de Cataluña,  lo caracteriza como “el documento, dirigido al médico responsable, en el cual una persona mayor de edad, con capacidad suficiente y libremente, expresa las instrucciones a tener en cuenta cuando se encuentre en una situación en que las circunstancias que concurran no le permitan expresar personalmente su voluntad”. Elaborar este documento tiene como principal requisito contar con la mayoría de edad y estar en plenas facultades mentales. En Chile se ha argumentado que “la vida es indisponible de manera que los actos jurídicos, a veces llamados testamentos vitales o biológicos, no tienen valor vinculante en lo que refiere a constituir una causal de legitimización para que se cause a la persona la muerte, sea por acción u omisión”.
Finaliza la exposición de motivos consignando que la propuesta legislativa pretende recoger las concepciones en desarrollo sobre la eutanasia en el derecho comparado, estableciendo definiciones claras sobre la materia, en sus variantes activa y pasiva, la regulación de los requisitos de procedencia, así como la posibilidad de las personas plenamente capaces de otorgar un testamento vital. Desde otra perspectiva deja claramente establecida la justificación de la conducta desde el punto de vista del derecho punitivo, cuando se cumplen los requisitos, y establece una precisa regulación para los médicos, desde el punto de vista ético. Dos son los grupos de casos que debemos abordar separadamente: aquellos en que la decisión médica se basa en la constatación de la inexistencia de un tratamiento terapéutico adecuado para salvar la vida del paciente, o bien en la negativa a recibir tratamiento, salvo las excepciones legales,  y aquellos donde lo principal es la voluntad de aquél de poner término a su vida, aunque existan posibilidades de sobrevida. 
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Destaca esta moción que Chile no cuenta con regulación sobre los derechos que corresponden a toda persona frente a la proximidad de la muerte. 

En efecto, consignan sus autores que la dignidad es un atributo del que goza todo ser humano mientras viva y se extiende por tanto a las condiciones y circunstancias del momento de cesación de la vida. Así, toda persona tiene derecho a que el fin de sus días y su muerte misma se den en condiciones de dignidad, lo que incluye al menos que ello se produzca como consecuencia y obra de la naturaleza. En tal contexto, la ciencia y la tecnología médica, están al servicio de una vida y muerte dignas y sus medios no deben ser utilizados para prolongar artificial e innecesariamente la existencia.
Agregan los firmantes de la moción que la voluntad del paciente de querer concluir su vida en condiciones normales y naturales debe ser un derecho que esté por sobre la voluntad de terceros de pretender prolongarla artificialmente, particularmente si ello redunda en sufrimientos innecesarios, en un estado degradante de su condición humana o en la simple prolongación de la agonía. Para ello, se propone la instauración de la figura del "curador", que conforme a la ley es el cargo que se impone a cierta persona a favor de aquellos que no pueden dirigirse a sí mismos o administrar competentemente sus bienes y que se extiende no sólo a los bienes sino también a la persona de los individuos sometidos a ella; está regulada en los artículos 338 y siguientes del Código Civil.
Por esas consideraciones, enfatizan los autores, se estima de la más alta importancia legislar sobre la dignidad de las circunstancias en que pueden cesar los días de una persona, permitiendo para tal efecto la posibilidad de que cada cual decida y opte por el respeto de las condiciones que la dignidad humana y la naturaleza imponen.
- - - - -

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL


 Al iniciarse la discusión de las mociones refundidas, intervino el académico de la Universidad de Chile, doctor Miguel Kottow, quien destacó la relevancia del tema en debate y su esperanza de que se traduzca en una legislación.


En segundo término, informó que la Universidad de Chile ha formado un grupo de trabajo con la finalidad de analizar lo concerniente a la eutanasia y establecer una postura al respecto. Comprometió la entrega del informe que emane de esa instancia, una vez que concluya su labor.


Entrando en el detalle del tema en discusión, advirtió sobre la necesidad de clarificar ciertos conceptos usados al tratar este asunto. Así, expresó que, en su opinión, la expresión correcta a utilizar sería la de “eutanasia médica”, toda vez que las demás categorías, tales como directa, indirecta, pasiva o activa, no satisfacen la totalidad de las condiciones que se requieren al tratar este asunto. Explicó que el término “médica” no está referida al hecho de que sean los médicos quienes la ejecuten, sino porque se da en un contexto médico.


Respecto de las personas que podrían acceder a ella, sostuvo que no necesariamente debe tratarse de pacientes que estén recibiendo algún tratamiento, sino que en esa categoría podría también incluirse a discapacitados, como aquellos que sufren de tetraplejia. De tal modo, la ley debería contemplar situaciones de discapacidad corporal que no necesariamente son progresivas, pero que son irreversibles.


En esa línea, recomendó eliminar de la discusión la expresión “terminal”, que no debe ocuparse al referirse a ciertos pacientes graves, en virtud de que no tiene asidero científico.


Expresó que quienes podrían requerir la eutanasia son aquellos que sufren de enfermedades, afecciones o discapacidades corporales que inhabilitan a la persona que desea morir a hacerlo por sus propios medios, requiriendo el auxilio de otra. De esa forma, se puede distinguir entre suicidio, suicidio médicamente asistido y eutanasia.


Agregó que también se trata de personas para las cuales no ha habido alivio posible, pues la medicina paliativa posee límites, tanto de carácter intrínseco como extrínseco. En efecto, en cuanto a los primeros, mencionó que será imposible atenuar, por ejemplo, una tetraplejia o la angustia de estar conectado a un respirador artificial. En tanto, las limitaciones del segundo tipo se relacionan con la accesibilidad a medicamentos paliativos del dolor, al igual que su costo y calidad.


Entonces, se trata de personas que no han podido acceder a medicina paliativa o aquellas que, haciéndolo, no ha sido efectiva para solucionar su afección. Igualmente, hay que considerar a aquellos que han decidido que los costos personales de una terapia de ese tipo exceden lo que ellos están dispuestos a afrontar.


En resumen, para acceder a la eutanasia las condiciones previas son que la persona sufra una afección que imposibilite corporalmente a la persona para terminar con su vida si quisiese; que esté en una situación de sufrimientos intolerables y que esté descartada la posibilidad de terminar con ellos, y que la persona haya expresado de forma clara e inequívoca el deseo de terminar con su vida. De consiguiente, sólo cuando se da cumplimiento a esas condiciones, parecería razonable que la ley autorice que alguien ejecute un procedimiento eutanásico.


Hizo presente que el suicidio no está penalizado en la legislación, aunque la asistencia que se le otorga a esa práctica sí lo está. El suicidio médicamente asistido, utilizado básicamente en algunos estados de Estados Unidos, le pareció un concepto no apropiado y que complica la discusión, toda vez que mezcla el término “suicidio” con la activa ayuda a morir, en que a diferencia del suicidio puro y simple quien decide y ejecuta el acto no es la misma persona.


Una vez establecido el marco que guía su intervención, manifestó su intención de que la discusión avance hacia la dictación de una normativa que se haga cargo de este asunto.


Informó que otro grupo de trabajo que se ha conformado es aquel dedicado a analizar la preceptiva contenida en la ley N° 20.584
, en lo que dice relación con las disposiciones que puedan incidir en el presente proyecto de ley.


Luego, propuso mirar el tema en debate desde la perspectiva de abreviar la vida y no de acelerar la muerte, términos que le parecen más adecuados. En ese sentido, explicó que la eutanasia médica correspondería a un procedimiento de abreviación de la vida a solicitud expresa del afectado, mediante una intervención médica activa. Ello, en su opinión, no implica necesariamente la presencia de un médico para su realización.


Se refirió también a la objeción de conciencia que podría ser invocada por algunos profesionales médicos, respecto de la cual señaló no tener mayores inconvenientes, dado que si hay un derecho a ejercer un cierto procedimiento ello podrá hacerse y si alguien aduce objeción de conciencia debería respetarse, siempre que se derive al requirente a una instancia que cumpla con el derecho solicitado. Por lo demás, dicha objeción tiene un carácter personal y, en ningún caso, podría ser de naturaleza institucional.


A mayor abundamiento, indicó que encuestas llevadas a cabo en distintos países han concluido que hay un número importante de médicos –cercanos al 50% del total- dispuesto a ejercer la eutanasia, de aprobarse legalmente su procedencia. De esta manera, no habría un bloqueo de los facultativos a esta práctica médica.


Seguidamente, postuló que uno de los problemas que ha detectado en la iniciativa de ley propuesta tiene que ver con la comisión que deberá extender la autorización para que se realice el procedimiento. En cambio, naciones como Holanda y Bélgica han contemplado la actuación posterior de una instancia que verifica el cumplimiento de los requisitos legales requeridos para que se llevara a cabo el procedimiento eutanásico. En efecto, resaltó que todo el procedimiento que confluya en la eutanasia debe cumplir con una serie de requerimientos previamente establecidos –control previo- y, además, ser registrado, para que pueda ser examinado con posterioridad. Si no se cumple con todas las condiciones dispuestas, el acto podría ser penalizado.


Finalmente, sugirió eliminar del debate sobre esta materia el término homicidio, ya que, en su entender, dicha conducta está asociada con el hecho de matar a otro en contra de su voluntad, cuestión que no cabe en el tratamiento de la eutanasia.


Al concluir la intervención del doctor Kottow, la señora Ministra de Salud, doctora Cecilia Castillo, comprometió el análisis de la iniciativa de ley por parte de la repartición a su cargo, con el objetivo de formular una postura en caso de que se requiera.


Acto seguido, el Honorable Senador señor Chahuán sugirió la participación en la discusión del proyecto de un amplio número de especialistas en la materia, en el entendido de que es beneficioso que temas como la eutanasia sean debatidos, con independencia de la postura que cada uno pueda sostener al respecto.


Recordó además que el tratamiento legal de la eutanasia no formaba parte del programa de gobierno de la actual Administración, pese a lo cual señaló no tener reparo a que se proponga al debate.


Por su parte, el Honorable Senador señor Rossi, junto con celebrar la disposición mostrada por el Senador Chahuán, sostuvo que, si bien en una sociedad no se puede imponer un pensamiento determinado, sí es sano debatir temas de interés público y que tienen relación con la dignidad humana.


Manifestó su convencimiento sobre la necesidad de abordar esta materia, toda vez que en la vida de un ser humano se presentan pocas cosas tan individualísimas e indelegables como la decisión referida a cuando morir. No obstante ello, reconoció la dificultad de introducir su discusión en el Parlamento, pese  a que la decisión de abreviar la vida, en ejercicio de la libertad y autonomía de un ser humano, no afecta a terceros.


Por lo anterior, aseveró que los argumentos que sustentan que debe protegerse la vida desde el momento de la concepción hasta el fallecimiento natural de la persona se basan en un componente más bien religioso, pues con el avance de la tecnología y de los tratamientos médicos, la muerte en la actualidad está lejos de ser puramente natural.


De consiguiente, expresó que la consagración legal de la eutanasia está relacionada con el reforzamiento de la libertad del ser humano, como una proyección de su dignidad y, por lo tanto, se funda en devolver a cada persona la posibilidad de adoptar decisiones ante situaciones extremas en el ámbito de su salud. De hecho, algunos autores aducen que la enfermedad es un proceso degradante por el cual la persona pierde autonomía y en el que la decisión del momento en que morirá aparece como el último espacio en que aquella puede ser ejercida. 


A la luz de esos argumentos, opinó que es imperioso terminar con la práctica actual de la medicina, que impone como una exigencia la prolongación de la vida a cualquier costo, en lugar de optar por un acompañamiento adecuado al paciente y por el respeto a sus decisiones. Agregó Su Señoría que el procedimiento eutanásico no sólo cabría respecto de enfermos calificados como “terminales”, sino también de aquellos que sufren alguna afección grave de carácter incurable.


En otro aspecto, aseguró que, tal como se señala en la moción, es preferible la existencia de una comisión que evalúe de forma previa el cumplimiento de las condiciones para la realización de un procedimiento eutanásico ya que, de lo contrario, sería posible que una persona se sometiera a la eutanasia sin cumplir sus requerimientos, situación que no podría ser revertida, independientemente de las sanciones que pudieran imponerse.


Consultó al doctor Kottow su postura frente a la posibilidad de practicar la eutanasia en menores, cuestión que ha sido objeto de debate en legislaciones europeas, y sobre la consideración del padecimiento psíquico, no sólo corporal, de la persona que decide abreviar su vida.


El Honorable Senador señor Girardi coincidió con la relevancia de que se legisle sobre la eutanasia, en orden a dotar tanto a la vida como a la muerte de dignidad. Sostuvo que esta discusión es de difícil tratamiento, especialmente en aquellas sociedades pertenecientes a la cultura occidental, lo que no obsta que se pueda debatir haciendo valer las diferentes posiciones que hay al respecto.


Por ello, manifestó su rebeldía ante posturas que, en base a una supuesta supremacía moral, pretenden imponer verdades que se hacen extensivas al conjunto de la sociedad, especialmente por cuanto este asunto está íntimamente ligado a cuestiones relacionadas con la dignidad, intimidad, libertad y autonomía de la cada persona. Bajo esa misma óptica, situó las discusiones que se han dado en otros ámbitos, como aquella que dio origen a la legislación que permitió el divorcio en el país o las que discurren sobre matrimonio igualitario o aborto.


Hizo notar su esperanza de que el Ejecutivo no sea rehén de esas visiones integristas, sino que, por el contrario, se permita que las personas puedan hacer uso de su autonomía, es decir, se respete la decisión tanto de aquel que opta por un proceso de muerte digna, como la de quien decide continuar con su vida.


En resumen, lo que debe definirse es si el ser humano está capacitado para resolver, en circunstancias en que el buen vivir se ve truncado, el adelanto de su muerte, evento que ocurrirá de todas maneras.


Añadió que un debate de este tipo permite el crecimiento de la dimensión humana y abre un cauce a la exploración emocional, afectiva y espiritual de las personas, pudiendo identificarse distintas visiones sobre la muerte que, no obstante parecer legítimas, en su concepción no deben imponerse a toda la sociedad.


Finalmente, compartió la propuesta de hacer una discusión amplia sobre esta materia, invitando a diversos especialistas que posibiliten enriquecerla.


Dando respuesta a algunas inquietudes hechas valer por los parlamentarios, el doctor Kottow sostuvo que entre los derechos personalísimos, es decir, aquellos de carácter indelegable, está el derecho a decidir cuándo y cómo morir. No obstante, la intervención de un tercero es lo que justifica la necesidad de legislar sobre el tema.


En cuanto al testamento vital, que también aborda el proyecto, acotó que, dada la complejidad de su establecimiento y regulación, sería recomendable no tratarlo como un asunto prioritario en la regulación, pues lo más relevante es resolver la situación de las personas que expresan de forma clara, informada y repetida que no desean seguir viviendo. Por lo demás, la capacidad médica para señalar el curso exacto que seguirá una enfermedad es muy limitada. En consecuencia, si bien es un buen instrumento para anticipar si se querrá o no recibir ciertos tratamientos ante una futura afección, cree que no corresponde que se trate en este momento legislativo.


Respecto de la aplicación de eutanasia en menores de edad, explicó que en la mayoría de las legislaciones comparadas esta cuestión fue afrontada mucho después de la legalización de la eutanasia. Argumentó que se trata de una  materia de tal complejidad que no debiera tener un tratamiento en la iniciativa actualmente en debate.


Recalcó que es imprescindible que la afección que aqueje a la persona que solicita la eutanasia sea de carácter corporal, puesto que en psiquiatría se señala por algunos que el suicidio sólo se da como consecuencia de una enfermedad depresiva y, por tanto, no es posible tomar en serio su decisión, debiendo evitarse ese tipo de conductas. Eso, en su parecer, es un atentado contra la autonomía personal. Entonces, no se puede establecer que estados psíquicos invalidan la capacidad racional de efectuar una decisión al respecto.


Al concluir, hizo mención a que la literatura no ha podido definir con certeza qué se entiende por dignidad. Se supone primariamente que el ser humano es digno, aunque ese término es usado por quienes son contrarios a la eutanasia y por quienes están a favor, para sustentar sus posiciones. Estimó inconveniente su utilización como fundamento de la postura que se adopte.


Con posterioridad, expuso el Directivo del Departamento de Ética del Colegio Médico de Chile A.G., doctor Fernando Novoa, quien comenzó su alocución señalando la pertinencia de la presentación de una moción como la sometida a debate, a fin de hacer frente a la multiplicidad de situaciones que pueden presentarse en el proceso de la muerte. Así, la eutanasia se transforma en un asunto que debe ser discutido y legislado.


Afirmó que el proceso que desemboca en la muerte de una persona es un tema generalmente ignorado por la población, situación que, a su juicio, debiese revertirse, ya que incidirá en la forma en que probablemente se materializará dicho desenlace. En efecto, sostuvo que en muchas ocasiones los enfermos fallecen en camas de hospital, lejos de su familia y rodeados de un personal sanitario desconocido.


En el pasado, continuó, la muerte ocurría generalmente de manera rápida y afectaba a personas jóvenes que sufrían traumatismos o infecciones. Por el contrario, en la actualidad la muerte es fruto de un largo proceso, que afecta mayoritariamente a personas de avanzada edad que han sido objeto de variadas intervenciones que han prolongado su vida.


Entonces, la muerte se ha transformado en un asunto de relevancia y complejidad que debe ser abordado y debatido por la sociedad. De hecho, aspectos relacionados con el diagnóstico de muerte generan gran controversia, especialmente por el rápido avance de la ciencia médica.


Advirtió que antes de entrar a la consideración de la eutanasia, es preciso que la persona haya sido sometida a cuidados paliativos del dolor, el acceso a los cuales debe estar asegurado universalmente. En tal sentido, señaló que un punto ausente en el proyecto en discusión es un examen más acabado sobre la labor médica, ya que raramente ocurre que el facultativo informe al paciente que la enfermedad que padece puede conducirlo a la muerte, lo que permitiría planificar de manera adecuada ese proceso y no someter a la familia o al equipo médico a adoptar variadas y complejas decisiones una vez que se ha producido el fallecimiento. Ello permitiría, además, que el paciente pueda discernir y decidir sobre la extensión o no de los cuidados y acerca del el tipo de tratamiento al que será sometido. Incluso, se entiende por algunos que la muerte es aquella que ocurre de acuerdo a los deseos de la persona.


Al entrar al detalle de la moción respectiva, consignó que es deseable conocer la realidad actual en lo referente al porcentaje de personas que fallecen en sus casas, cuántas lo hacen en los centros de salud y qué número de ellas han tenido la posibilidad de expresar sus intenciones sobre la forma en que deseaban morir.


Otra cuestión que no debe confundirse con la eutanasia, indicó, es la conducta que han adoptado algunos profesionales de la salud, especialmente tratando enfermos en situaciones de epidemia, han rechazado para ellos los tratamientos médicos, con tal de que sean utilizados en pacientes que presentan estados de mayor gravedad. Ello de cuenta de una actitud de carácter profundamente humanitario.


Ante la gran cantidad de terminología que se usa en la literatura científica sobre la materia abordada por la moción, explicó que para que se configure la eutanasia es preciso que se reúnan tres condiciones copulativas: que se esté en presencia de un paciente incurable con un alto grado de sufrimiento; que dicho enfermo declare persistentemente el deseo de abreviar su vida, y que se ejecute una acción médica que provoque el fallecimiento.  Asimismo, corresponde que en forma previa a la decisión el paciente haya recibido todos los tratamientos paliativos que permitan aliviar su dolor. En base a ese conjunto de condiciones, prefirió no agregar otras categorías al concepto de eutanasia, como por ejemplo, aquella que distingue entre activa y pasiva.


Seguidamente, hizo comentarios sobre el articulado propuesto en la moción.


En primer término, expresó que es contradictorio lo señalado en el encabezamiento del artículo 54° bis B de la iniciativa y el literal b) del mismo, toda vez que en la hipótesis planteada en este literal el paciente no se encuentra en condiciones de expresar su voluntad, de tal modo que pierde sentido la frase “la voluntad del paciente no tiene efecto alguno cuando”. Por lo demás, la lex artis ya ha resuelto la situación de quienes requieren un tratamiento para preservar su vida y no han expresado previamente su voluntad de no someterse a él.


Del mismo modo, al referirse a la disposición contemplada en el artículo 54° bis E, acotó que en caso de muerte cerebral constatada en una persona, no sería posible decidir sobre los tratamientos a que podría ser sometida, toda vez que ya se está en presencia de un cadáver, no de una persona. Lo que sí correspondería es acompañar apropiadamente a la familia para ir retirando paulatinamente los tratamientos aplicados.


Sobre el testamento vital dispuesto en el artículo 54° ter B, estimó excesivo exigir la presencia de cinco testigos para la validez del acto.


También hizo mención a la norma prevista en el artículo 54° ter C, que trata el caso de los menores de edad, y señaló que, en su opinión, si bien la eutanasia es una medida que debiese ser legalizada, tiene dudas respecto de su aplicación en menores, dado el carácter personalísimo de la decisión. Además, la medicina hoy cuenta con medicamentos que pueden evitar el dolor de forma total, medio que podría emplearse en estos casos.


Al concluir la intervención, el Honorable Senador señor Rossi compartió la necesidad de priorizar los cuidados paliativos a los pacientes y sólo cuando ellos no hayan resuelto el sufrimiento que aqueja al enfermo cabría la posibilidad de efectuar un procedimiento eutanásico.


De igual forma, consideró relevante atender al modo y forma en que se informa al paciente sobre la patología que padece, el pronóstico esperado y las alternativas terapéuticas a que puede ser sometido, ya que todo ello incidirá en el consentimiento informado que debe prestar al inicio de su tratamiento y, eventualmente, ante el inicio de un proceso que podría conducir a su muerte. De hecho, mencionó que, en la práctica, hay oportunidades en que esa información se entrega a la familia o acompañantes del enfermo antes que a él. 


 Coincidió en la importancia de que se cuente con datos sobre los lugares y condiciones en que se produce mayormente el fallecimiento de las personas.


Consultó igualmente al doctor Novoa su opinión sobre la Comisión Ética de Comprobación que propone la iniciativa de ley en el Párrafo 3°.


Finalmente, manifestó haber variado su opinión sobre la norma que permite la eutanasia en menores y, en ese sentido, adelantó que no se opondrá a su eliminación en etapas posteriores del trámite legislativo. Lo anterior, en orden a evitar que la complejidad de esa discusión distraiga del objetivo central del proyecto sometido al estudio de la Comisión.


A su turno, el Honorable Senador señor Girardi adujo que la muerte es parte de un proceso individual y personal, por lo que su reglamentación es dificultosa. Sin embargo, la ley sí puede establecer que se permita en ciertas circunstancias específicas la autodeterminación de las personas respecto del buen morir.


En esa línea, si bien reconoció la legitimidad de las diversas posturas que se pueden plantear frente a este tema, subrayó que no se puede pretender que una de ellas se imponga a toda la sociedad. Es decir, se debe evitar que alguien decida por otro en cuestiones tan personalísimas como la abreviación de la vida.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, junto con manifestarse en contra del proyecto de ley en debate, observó que la discusión que se ha planteado en torno a este asunto no es de tipo religioso, sino que está dirigida a dirimir la colisión entre dos derechos, la vida y la libertad y, en ese entendido, afirmó que el primero de ellos, en su opinión, no se puede relativizar.


Hizo presente que hay una deuda del Estado en relación con el buen morir de las personas, ya que la dignidad del ser humano no sólo está ligada a su vida, sino también al proceso del fallecimiento. No obstante ello, la muerte asistida, ya sea de forma activa o suprimiendo los soportes vitales del paciente, constituyen un acto de crueldad enorme.


Haciéndose cargo de algunas de las inquietudes planteadas, el doctor Novoa postuló que hoy en día los pacientes poseen ciertos grados de autonomía que requieren de una apropiada información para ser ejercida, tarea que debiese ser exigida a los facultativos.


Uno de los problemas para que se otorgue esa información, complementó, deriva de que los médicos no se sienten cómodos al tratar el tema de la muerte. Así, en el pasado la última fase era generalmente asistida por un religioso o los familiares cercanos y no por un profesional de la medicina. Por el contrario, en la actualidad el médico sí está presente en ese trance final, e incluso con posterioridad, en los casos en que es posible la donación de órganos.


Si bien hay opiniones diversas, relató que, en su parecer, el cuerpo pertenece a la persona y cada uno tiene derecho a tomar decisiones sobre él, teniendo presente que la vida es un bien básico, pero también relativo, pues dependerá de la forma y circunstancias en que sea llevada. Entonces, dentro de ciertos rangos, sería recomendable privilegiar las decisiones que, de forma autónoma, adopten los seres humanos.


En sesión posterior, el señor Presidente puso en votación los proyectos de ley en discusión, ocasión en que cada miembro fundamentó su posición frente a las iniciativas en debate.


El Honorable Senador señor Girardi puntualizó que la discusión de fondo que se ha dado en torno a los proyectos de ley en votación tiene que ver con el reconocimiento del derecho soberano de los seres humanos sobre su propia vida, frente a lo cual, no obstante la legitimidad de las posiciones que puedan hacerse valer al respecto, no se puede imponerse visiones absolutas ni permitir que un alguien adopte decisiones sobre la vida de otra persona.


De conformidad con lo expuesto, estima fundamental que ante la ocurrencia de ciertas circunstancias dramáticas, que impidan a una persona tener una vida digna o su realización plena y que le signifiquen soportar situaciones de extremo sufrimiento, se permita que cada uno al menos tenga el derecho a una muerte digna –cuestión ya legislada en la ley N° 20.584- y la posibilidad de solicitar asistencia para abreviar su vida. 


Advirtió que los proyectos en debate no imponen la realización de una determinada conducta, sino que sólo admiten la posibilidad de que una persona, en uso de su libertad y conciencia, pueda decidir soberanamente sobre la continuidad de su vida sin que alguien se lo impida, apelando a creencias, valores o supuestas fuerzas externas. Ello, en su opinión, constituye uno de los elementos más complejos de la autonomía y del respeto al derecho a decidir, ya sea por la persistencia o por el acortamiento de la vida, ante el acaecimiento de situaciones críticas de salud.


En base a las concepciones antes expresadas, anunció su voto a favor de las iniciativas.


Acto, seguido, el Honorable Senador señor Chahuán manifestó su postura contraria a los proyectos de ley en votación, que es consecuencia del respeto absoluto a la dignidad de la vida humana, desde el momento de la concepción hasta la muerte natural, ya que ese respeto es el que posibilita la aplicación del principio de igualdad entre las personas.


En ese sentido, los proyectos de ley sobre eutanasia, tanto en su calificación de activa como de pasiva, atentan contra el valor de la vida, que se encuentra amparado por el ordenamiento jurídico y por el acuerdo de voluntades que nos permite la conformación de una sociedad. Del mismo modo, estas iniciativas, de aprobarse, constituirían un retroceso en la conquista de derechos que el tiempo ha permitido consagrar como ajustados a ese valor fundamental.


Por otra parte, Su Señoría consignó que el concepto de muerte digna ya fue legislado apropiadamente en la ley 
N° 20.584, que reconoce que una persona puede optar libremente por no ser sometida a procedimientos que prolonguen su vida de forma artificial, sin perjuicio de que se le garanticen todos los suministros pertinentes para su sustento vital. De consiguiente, el intento de promover nuevas mociones al respecto es innecesario, salvo que se pretenda avanzar en lo que se ha denominado “eutanasia activa”, cuestión sobre la cual señaló su más absoluto rechazo.


La Honorable Senadora señora Goic expresó igualmente su voto contrario a las mociones, haciendo presente que su postura no está fundamentada en concepciones religiosas, sino que en la defensa de la vida como un principio primario, del cual se derivan todos los demás derechos.


Aseguró que en el curso del debate legislativo han quedado de manifiesto los déficit del sistema de salud que impiden una atención oportuna e integral de pacientes que se encuentran en situaciones críticas, lo que los lleva a plantearse la alternativa de terminar con su vida. 


En definitiva, el establecimiento de un sistema que asegure el cumplimiento de ciertas garantías con el objeto de que las personas que sufran alguna enfermedad grave o se encuentren en una etapa terminal cuenten con los tratamientos y condiciones adecuados de atención y acompañamiento y, eventualmente, para tener una muerte digna, debe ser parte de la discusión de los actores vinculados a los temas de salud.


En tal contexto, afirmó no estar de acuerdo con la idea de privatizar el valor de la vida humana, toda vez que la concepción de persona también está asociada al hecho de vivir en comunidad. Además, estimó complejo ponderar el valor de una vida por sobre otra, pues ese punto de partida podría llevar en el futuro a adoptar otras consideraciones para su valoración.


Finalmente, adujo que la autonomía de una persona para adoptar la decisión de concluir su vida es muy cuestionable cuando ella se expresa en circunstancias tan extremas como el hecho de estar afectado de una enfermedad grave o incurable.


En la misma posición se situó la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, quien coincidió en que la presente discusión no es de orden religioso, sino que se relaciona con los derechos de las personas y, en ese contexto, surge el riesgo de relativizar el derecho a la vida en ciertas circunstancias y de plantear si hay existencias que no vale la pena continuar.


Observó que del derecho a la vida surgen todos los demás, ya que su protección es condición indispensable para que los otros puedan ser ejercidos. Entonces, se mostró contraria a su relativización o al establecimiento de ciertos hechos que permitan dar término a una vida, ya que ello, además, plantearía la posibilidad de que a futuro se amplíe la discusión a otros escenarios. 


Expuso que la única certeza con que cuenta el ser humano al comenzar su existencia es que ella terminará en algún momento y, por tal razón, su dignidad debe abarcar tanto el desarrollo de la vida como el de la muerte. Demandó una actitud activa del Estado para garantizar esos aspectos.


En conclusión, subrayó que facilitar a una persona tener un proceso de muerte digna en ningún caso puede permitir que ella sea provocada intencionalmente.


El Honorable Senador señor Rossi, por su parte, valoró que el tema promovido por las mociones en estudio haya sido discutido en el seno de la Comisión, dada la relevancia que tiene en la sociedad.


Sin embargo, indicó que la perspectiva que se adopte sobre el concepto y finalidad de la vida humana, aún si está influenciada en parte por las concepciones religiosas que tenga una persona, no debieran impedirle apoyar las iniciativas en discusión, puesto que no propugnan una postura contraria a la existencia humana. De hecho, lo que buscan es consagrar un elemento consustancial a la dignidad, que tiene relación con el derecho a ejercer la autonomía personal. Es más, enfatizó, Su Señoría, la libertad es una expresión de la dignidad.


Entonces, en el contexto de una enfermedad, entendida como un proceso degradante que hace perder al ser humano su autonomía, la posibilidad de decidir sobre la abreviación de la vida en ciertas circunstancias aflora como un espacio de recuperación de su poder de auto determinación y, por lo tanto, de su dignidad y libertad. Ese tipo de resoluciones, anotó, son indelegables e individualísimas, por lo que juzgó pertinente su privatización, en el sentido de que el término de una vida no afecta la moral pública ni tampoco ofende a terceros o perjudica sus derechos. Incluso, en su opinión, ese tipo de decisiones ni siquiera debería estar supeditado a que una mayoría circunstancial parlamentaria se pronuncie sobre su pertinencia.


Añadió que los expertos que participaron del debate, junto con manifestar su apoyo a la idea de legislar en esta materia, hicieron precisiones importantes, como el hecho de que la eutanasia no sólo procedería respecto de enfermedades que podrían ser calificadas como terminales, sino que también ante la ocurrencia de otras afecciones de carácter grave e incurable. Asimismo, valoró el énfasis que se puso en la necesidad de que quien opte por un procedimiento de ese tipo haya recibido previamente cuidados paliativos del dolor, cuestión que ha sido argumentada por algunos para señalar que su aplicación podría modificar la decisión del paciente en orden a querer continuar con su vida. No obstante, en la práctica se dan casos de personas que, a pesar de las terapias paliativas, igualmente consideran que el tipo de existencia que deben afrontar no merece ser vivida.


Finalmente, puso en conocimiento de los demás miembros de la Comisión los resultados obtenidos de la plataforma “Senador Virtual” que se pone a disposición de la ciudadanía y que, en relación con el proyecto discutido, recibió la opinión de 4.652 personas
. Entre otras respuestas, destacó las recibidas sobre la consulta si se considera conveniente regular la eutanasia, entendida como la terminación de la vida que lleva a cabo un médico a petición de un paciente con enfermedad terminal, que obtuvo un 69% de votos favorables. Si bien previno que ello no constituye una muestra estadísticamente significativa, sí resulta un dato relevante para el análisis.


En base a todo lo expuesto, anunció su voto afirmativo a la aprobación de las mociones discutidas.

- Sometidos a votación en general los proyectos de ley refundidos, resultaron rechazados por la mayoría de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señor Chahuán. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Girardi y Rossi.
- - - - - - -

TEXTO DE LOS PROYECTOS RECHAZADOS



Se consigna a continuación el texto de los proyectos, rechazados en  general por la Comisión:

PROYECTO DE LEY (Moción 9.602-11):

“Artículo 1°. Agréguese en el Libro I del Código Sanitario, el siguiente título VI con sus párrafos y artículos respectivos.

Título VI

De la Eutanasia


Art. 54° bis.- Para los efectos de esta ley se entenderá como eutanasia la terminación de la vida que lleva a cabo un médico a petición del paciente, cumpliendo los requisitos y manifestando su consentimiento en los términos que se señala en los siguientes artículos.

Párrafo 1°

De la eutanasia pasiva


Art. 54° bis A.- De la eutanasia pasiva. Es derecho de todo paciente terminal otorgar o denegar su consentimiento a cualquier procedimiento médico de conformidad a lo establecido en la ley Nº20.584.


Art. 54ºbis B.- No obstante lo señalado en el artículo anterior, la voluntad del paciente no tiene efecto alguno cuando:


a) En el caso de que la falta de aplicación de los procedimientos, tratamientos o intervenciones señalados en el artículo anterior supongan un riesgo para la salud pública, de conformidad con lo dispuesto en el presente código, debiendo dejarse constancia de ello en la ficha clínica de la persona.


b) En aquellos casos en que la condición de salud o cuadro clínico de la persona implique riesgo vital o secuela funcional grave de no mediar atención médica inmediata e impostergable y el paciente no se encuentre en condiciones de expresar su voluntad ni sea posible obtener el consentimiento de su representante legal, de su apoderado o de la persona a cuyo cuidado se encuentre, según corresponda.


c) Cuando la persona se encuentra en incapacidad de manifestar su voluntad y no es posible obtenerla de su representante legal, por no existir o por no ser habido. En estos casos se adoptarán las medidas apropiadas en orden a garantizar la protección de la vida.


Art. 54º bis C.- La voluntad del paciente podrá manifestarse verbalmente pero de ésta deberá quedar siempre constancia por escrito. El consentimiento deberá prestarse a lo menos ante dos testigos, siendo uno de éstos el cónyuge o conviviente, ascendiente o descendiente mayor de edad del paciente. En caso de encontrarse el paciente internado en un recinto hospitalario oficiará de ministro de fe el director del establecimiento o quien le subrogue. 


Art. 54º bis D.- Testamento vital. Toda persona hábil para testar, siempre podrá prestar ante Notario Público una declaración para el caso que no sea capaz de expresar personalmente sobre los cuidados y el tratamiento de  salud a consecuencia de un padecimiento que haga dependiente de los demás de forma irreversible y le impida manifestar su voluntad clara e inequívoca de no vivir en esas circunstancias. El referido acto deberá prestarse a lo menos ante cinco testigos. 


Artículo 54º bis E.- En caso de muerte cerebral, entendiendo por tal la definida en la ley Nº19.451, la decisión de someter o no al paciente a los tratamientos será adoptada por el cónyuge que vivía con el fallecido o la persona que convivía con él en relación de tipo conyugal, siguiendo cuando corresponda el orden de prelación que establece el art. 2 bis del citado cuerpo legal.

Párrafo 2°

De la eutanasia activa


Art. 54° ter.- De la eutanasia activa. Todo paciente que sufra una enfermedad incurable o progresivamente letal que le cause un padecer insufrible y que se le representa como imposible de soportar podrá solicitar por razones humanitarias, y de conformidad a las normas que esta ley establece, que la muerte le sea provocada deliberadamente por un médico cirujano.


Para ejercer este derecho, el médico tratante deberá cumplir con los siguientes requisitos:


1. Proporcionar, previamente y en lenguaje comprensible para el paciente, información completa respecto de la enfermedad, sus implicancias  y posibles tratamientos. Esto se hará en forma oral y también por escrito, en un acta que deberá firmar la persona o su representante legal;


2. Deberá  llegar a la convicción de que el padecimiento es insoportable y sin posibilidades de mejoría;


3. Consultar la opinión de la Comisión Ética de comprobación respectiva, que se establece en el párrafo 3° de este titulo.


Art. 54º ter A.- La voluntad del paciente podrá manifestarse verbalmente pero de ésta deberá quedar siempre constancia por escrito. El consentimiento deberá prestarse a lo menos ante dos testigos, siendo uno de éstos el cónyuge, ascendiente o descendiente mayor de edad del paciente En caso de encontrarse el paciente internado en un recinto hospitalario oficiará de ministro de fe el director del establecimiento o quien le subrogue. 


Art. 54º ter B.- Testamento vital. Toda persona hábil para testar, siempre podrá prestar ante Notario Público una declaración para el caso que no sea capaz de expresar personalmente sobre los cuidados y el tratamiento de  salud a consecuencia de un padecimiento que haga dependiente de los demás de forma irreversible y le impida manifestar su voluntad clara e inequívoca de no vivir en esas circunstancias. El referido acto deberá prestarse a lo menos ante cinco testigos.


Artículo 54º ter C.- En caso de menores de edad la decisión será adoptada por los padres de común acuerdo si existiesen ambos. A falta de uno de los padres, la decisión será tomada por el que existiese. A falta de ambos, la decisión será adoptada por la mayoría de los parientes consanguíneos presentes de grado más próximo en la línea colateral, hasta el tercer grado inclusive.


Art. 54º ter D.- En caso de los legalmente incapaces será adoptada por el representante legal. 

Párrafo3°

De la Comisión Ética de comprobación.


Art. 54º quáter.- En cada región del país existirá una Comisión Ética de comprobación cuya integración, subrogación, funcionamiento y atribuciones estarán especificadas en un reglamento que se dictara a estos efectos.


Artículo 54° quáter A.- La Comisión, de a lo menos cinco miembros, estará integrada siempre por:


a) Un médico cirujano designado, de entre sus afiliados,  por la directiva del Colegio Médico procurando que éste ejerza la profesión en la región respectiva; 


b) Un médico psiquiatra designado, de entre sus afiliados,  por la directiva del Colegio Médico procurando que éste ejerza la profesión en la región respectiva;


c) Un abogado designado, de entre sus afiliados, por la directiva del Colegio de Abogados, procurando que éste ejerza la profesión en la región respectiva;


d) Un abogado, con el grado de doctor, que ejerza la docencia en derecho penal, en una Universidad afiliado al Consejo de Rectores. 


Art. 54º quáter B.- Corresponderá a la Comisión Ética velar por el adecuado cumplimiento de los requisitos que hacen procedente la eutanasia y verificados fehacientemente éstos, autorizarla.


Art. 54º quáter C.- La Comisión sesionará, a requerimiento de interesado, en un plazo no mayor a cinco días desde que se hubiese presentado ante ésta una solicitud de eutanasia que cumpla con todos los requisitos formales.


Art. 54º quáter D.- Para sesionar, la Comisión requerirá la presencia de todos sus miembros o quienes subroguen a éstos y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta.


La Comisión Ética, dentro del plazo de cinco días hábiles, otorgará la correspondiente autorización cuando la solicitud cumpla con todos los requisitos. La aprobación o rechazo de la solicitud deberá siempre fundarse por escrito y no será susceptible de recurso alguno.


La solicitud rechazada no podrá interponerse nuevamente sino en el plazo de tres meses y siempre que contemple nuevos antecedentes.


Otorgada la autorización correspondiente está le será comunicada al Juzgado de Garantía y a la Fiscalía Local, correspondiente al lugar donde se practicará la eutanasia.


Artículo 2°. Sustituyese el art. 393 del Código Penal en el siguiente sentido:


“Art. 393. El que induzca a otro a suicidarse sufrirá la pena de reclusión menor en su grado máximo.


El que con conocimiento de causa preste auxilio a otro para que se suicide será castigado con la pena de reclusión menor en su grado medio. 


Las penas previstas en este artículo sólo se impondrán si se efectúa la muerte del suicida.


El supuesto al que se refiere los incisos anteriores no será punible en el caso de que haya sido cometido por médico que haya cumplido con los requisitos de cuidados recogidos en el título VI del Código Sanitario y se lo haya comunicado a la comisión ética de comprobación.”.”.
PROYECTO DE LEY (Moción 4.271-11)


“Artículo 1°.- Toda persona tiene derecho a una muerte digna que incluya la libertad para determinar las terapias a las que desea ser sometido ante la proximidad de su muerte, el derecho a no padecer males o dolores innecesarios y a evitar la prolongación artificial de su vida.


Artículo 2°.- Toda persona mayor de edad tiene la libertad y el derecho a definir los cuidados y tratamientos a los que desea o no someterse ante la proximidad de su muerte.


Dicha manifestación de voluntad deberá constar por escrito y otorgarse ante cualquier ministro de fe.


Artículo 3°.- A los efectos señalados en el artículo anterior y para cumplir su voluntad sobre las condiciones en que desea finalizar su vida, toda persona puede designar un curador especial, en conformidad a las reglas establecidas en el Título XIX y siguientes del Libro I del Código Civil.


Artículo 4°.- Estando en una situación de enfermedad que pueda desencadenar la muerte, toda persona puede manifestar directamente su voluntad o nombrar el curador especial, por cualquier medio que exprese inequívocamente su consentimiento.


En este caso, bastará la presencia y fe otorgada por el Director del establecimiento de salud y del representante legal o pariente más próximo.


Artículo 5°.- Fuera de las circunstancias anteriores, esto es, bajo la imposibilidad de prestar consentimiento de cualquier forma, los facultativos médicos consultarán, en todo caso la voluntad de los parientes más próximos.”.

- - - - - - -


Acordado en sesiones de fecha 14 y 21 de abril y 12 de mayo de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señor Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), señoras Carolina Goic Boroevic y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera y señores Guido Girardi Lavín y Francisco Chahuán Chahuán.


Valparaíso, 15 de mayo de 2015.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras, Secretario.
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MOCIÓN, DE LOS SENADORES SEÑORES GARCÍA-HUIDOBRO, GUILLIER, LETELIER, PIZARRO Y PROKURICA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE EL DÍA 22 DE ABRIL DE CADA AÑO COMO DÍA DE LAS CALETONINAS Y LOS CALETONINOS

(10.056-08)

Antecedentes Históricos:
Como se puso de relieve con ocasión de la discusión del Proyecto de Ley que instituyó el 29 de abril de cada año como el Día de los Sewellinos y Sewellinas (Boletín 8.807-04), que cristalizó en la Ley 20.747, en aquella fecha del año 1905, un decreto del Ministerio de Hacienda autorizó la instalación en Chile de la empresa norteamericana Braden Copper Company, para explotar el yacimiento El Teniente, que permanecía abandonado desde fines del siglo XIX.
Hasta 1916, Sewell albergó la primera fundición de la cuprífera estadounidense. Aunque contaba con hornos de fusión alimentados con carbón coke, tostadores y convertidores, enfrentaban graves dificultades de operación continua. Como la carrera por aumentar la producción de cobre no podía detenerse, Braden Copper planificó una fundición moderna en un terreno más amplio que se emplazaría en la localidad que hoy conocemos como Caletones.
Ubicado en una explanada de 1.500 metros de altura sobre el nivel del mar y a seis kilómetros más abajo de Sewell, Caletones es una instalación industrial integrada por su planta de fundición y el campamento del mismo nombre, que llegó a albergar hasta cuatro mil habitantes en la década de 1960.
El campamento de Caletones comenzó su construcción en 1917 y la Fundición de Caletones, obra del ingeniero norteamericano Cappelen Smith, fue inaugurada en 1922. El campamento Caletones contó con los servicios de comercio, educación, salud y entretención, transformándolo en una verdadera ciudad con todas sus comodidades. Su población vivió en los sectores del campamento alto y el campamento bajo en el que alojaba la población americana e incluso existió un frondoso parque de acacios muy querido por los "caletoninos".

La chilenización de la industria del cobre, dio paso a la denominada "Operación Valle" en 1969 que implicó la construcción de miles de viviendas en la ciudad de Rancagua y la consecuente migración de los trabajadores de los diversos campamentos de El Teniente con sus familias, dando lugar al abandono y desmantelamiento de la mayoría de sus instalaciones.
Aunque no se encuentra plenamente acreditado históricamente, el origen de su nombre, Caletones, no escapa a la regla sobre el origen anecdótico de la denominación de muchas de las localidades de nuestro país. La tradición cuenta que durante la construcción de las instalaciones, unos comerciantes chinos instalaron unas cocinerías para proporcionar alimentos a los primeros trabajadores y viendo el intenso flujo de carretas que subían con los nuevos equipos exclamaron, con su conocida fonética del español, "ahí vienen los caletones".
Luego de su arribo a Rancagua, quedaron dispersos en diversos complejos habitacionales construidos especialmente para ellos, pese a lo cual su sentido de la identidad con Caletones siguió vivo con la misma intensidad con la que se había forjado por más de medio siglo de convivencia.
El 22 de julio de 1988, el Sindicato Profesional e Industrial de Caletones y el Círculo de Amigos de Caletones, en homenaje a la despedida de don Galvarino Vera Bustos, quien a la sazón fue nominado Presidente Honorario de esta última organización, estableció el día 22 de abril como "Día del Fundidor" o "Día del Caletonino".
Por todo lo anterior, consideramos de justicia, recordar esta importante parte de nuestra historia mediante la institución del "Día de la Caletonina y el Caletonino", en homenaje a todas esas mujeres y hombres que contribuyeron al engrandecimiento de Chile, por lo cual sometemos a la aprobación de este Honorable Congreso, el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único. Institúyase como el Día de Las Caletoninas y Caletoninos el 22 de abril de cada año.

(Fdo.): Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador. - Jorge Pizarro Soto, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.

� Página 38 del Informe Final del Consejo Asesor Presidencial contra los conflictos de interés, tráfico de influencias y corrupción.


� Regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud.


� www.senadorvirtual.cl
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